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Grupo: A.
Cuerpo: P.A12.
Modo acceso: PLD.
Area funcional: Presupuestos y Gestión Económica.
Area relacional: Hacienda Pública.
Nivel: 28.
C. específico: XXXX-13.863,12 E.

Requisitos para el desempeño:
Exp.: 3.
Titulación:
Formación:
Localidad: Sevilla.
Otras características:
Méritos específicos:

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia la
interposición del recurso contencioso-administrativo
núm. 1.187/2001-E, de la Sala de Sevilla, interpuesto
por Radio Indalo Levante, SL, contra esta Consejería.

A fin de que cuantos resulten interesados puedan per-
sonarse en los autos como demandados en el plazo de nueve
días, conforme al artículo 49.1 de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, se anuncia la interposición del recurso núm.
1.187/2001-E, de la Sala de dicha Jurisdicción (Sección Ter-
cera) del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de
Sevilla, interpuesto por Radio Indalo Levante, S.L., contra
Orden de 21 de junio de 2001, de esta Consejería, deses-
timatoria de reclamación de responsabilidad patrimonial ins-
tada por la recurrente.

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, José M. Oliver Pozo.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ACUERDO de 9 de enero de 2002, del Consejo
de Gobierno, por el que se amplía a 50 años el plazo
de cesión de uso, al Ayuntamiento de Peñarroya-Pue-
blonuevo (Córdoba), del inmueble sito en el núm. 7
de la Plaza de Santa Bárbara de la citada localidad.

El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, median-
te Acuerdo de 2 de julio de 1991, cedió al Ayuntamiento
de Peñarroya-Pueblonuevo (Córdoba) el uso, por un plazo de
diez años, del inmueble ubicado en el núm. 7 de la Plaza
de Santa Bárbara, de dicho municipio, con destino a su uti-
lización para Casa de la Juventud.

El citado Ayuntamiento ha solicitado que el plazo de cesión
sea incrementado a cincuenta años. Solicitud a la que ha
prestado su conformidad el Instituto Andaluz de la Juventud.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Economía
y Hacienda, el Consejo de Gobierno, en reunión celebrada
el día 9 de enero de 2002,

A C U E R D A

Primero. Autorizar, de conformidad a lo dispuesto en los
artículos 6, 27 y 57 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que
se incremente a cincuenta años el plazo de cesión de uso,
al Ayuntamiento de Peñarroya-Pueblonuevo (Córdoba), del
inmueble sito en el núm. 7 de la Plaza de Santa Bárbara,
de la citada localidad.

Segundo. La ampliación del plazo no entraña modificación
alguna de las condiciones generales relacionadas en el Acuerdo

de cesión, adoptado el 2 de julio de 1991, que siguen vigentes,
incluido el inicio del plazo de cesión establecido por el mismo.

Sevilla, 9 de enero de 2002

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

RESOLUCION de 9 de enero de 2002, de la Direc-
ción General de Tesorería y Política Financiera, por
la que se hace público el resultado de las subastas
de Pagarés en euros de la Junta de Andalucía de 8
de enero de 2002.

Esta Dirección General, en cumplimiento de lo establecido
en el artículo 9, apartado 2 de la Orden de 2 de agosto de
2001, de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que
se regula el diseño y funcionamiento del Programa de Emisión
de Pagarés de la Junta de Andalucía (BOJA núm. 108, de
18 de septiembre), hace público el resultado de las subastas
de pagarés de la Junta de Andalucía llevadas a cabo el día
8 de enero de 2002:

1. Importe nominal adjudicado a cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 11.500.000 euros.
Pagarés a seis (6) meses: 2.500.000 euros.
Pagarés a nueve (9) meses: Desierta.
Pagarés a doce (12) meses: 1.000.000 de euros.
Pagarés a dieciocho (18) meses: Desierta.

2. Precio marginal de las peticiones aceptadas en cada
plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 99,050.
Pagarés a seis (6) meses: 98,260.
Pagarés a nueve (9) meses: ----
Pagarés a doce (12) meses: 96,540.
Pagarés a dieciocho (18) meses: ----

3. Tipo marginal de cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 3,288%.
Pagarés a seis (6) meses: 3,252%.
Pagarés a nueve (9) meses: ----
Pagarés a doce (12) meses: 3,347%.
Pagarés a dieciocho (18) meses: ----

4. Precio medio ponderado de las peticiones aceptadas
en cada plazo:

Pagarés a tres (3) meses: 99,051.
Pagarés a seis (6) meses: 98,260.
Pagarés a nueve (9) meses: ----
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Pagarés a doce (12) meses: 96,543.
Pagarés a dieciocho (18) meses: ----

Sevilla, 9 de enero de 2002.- El Director General, Antonio
González Marín.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 15 de enero de 2002, por la que se
concede subvención a la Diputación Provincial de Jaén,
con objeto de financiar la operación de crédito con-
traída con el Banco de Crédito Local para la ejecución
de proyectos de obras y servicios correspondientes a
los fondos ordinarios del ejercicio 2001 realizados por
las Corporaciones Locales incluidas en concierto con
el Inem y afectas al Programa de Fomento de Empleo
Agrario 2001.

Determinada por Decreto 163/2001, de 3 de julio, la
financiación por la Administración de la Junta de Andalucía
de los créditos que, durante el ejercicio 2001, contraigan las
Diputaciones Provinciales con el Banco de Crédito Local para
la ejecución de proyectos de obras y servicios realizados por
las Corporaciones Locales en concierto con el Inem y de acuer-
do con el Programa de Fomento de Empleo Agrario, la Dipu-
tación Provincial de Jaén ha solicitado de esta Consejería,
de conformidad con el Convenio tripartito Administración de
la Junta de Andalucía/Banco de Crédito Local/Diputaciones
Provinciales, así como con el suscrito entre la Administración
de la Junta de Andalucía y dicha Diputación Provincial, la
subvención a que hace referencia el artículo 2 de la citada
normativa, acompañándose de expediente en el que quedan
debidamente acreditados los extremos a que hace referencia
el artículo 4 del mismo Decreto.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me confieren
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma y el Decreto 163/2001, de 3 de julio, de financiación
de los créditos contraídos por las Diputaciones Provinciales
con el Banco de Crédito Local para la ejecución de proyectos
de obras municipales afectas al Programa de Fomento de
Empleo Agrario 2001,

D I S P O N G O

Primero. Se concede a la Diputación Provincial de Jaén,
una subvención por importe de 1.830.968,73 euros, corres-
pondiente al 75% de las cantidades que en concepto de amor-
tización de capital e intereses ha de sufragar la citada Dipu-
tación Provincial al Banco de Crédito Local por los préstamos
concedidos para la ejecución de los proyectos de obras y
servicios afectos a los Fondos Ordinarios del Programa de
Fomento de Empleo Agrario del ejercicio 2001 que se indican
en el Anexo.

Segundo. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 8 del Decreto 163/2001, de 3 de julio, y a los efectos
de financiar el coste de materiales de los proyectos de obras
y servicios que se indican en el Anexo, la Diputación Provincial
de Jaén podrá disponer del préstamo suscrito con el Banco
de Crédito Local por un importe máximo de 915.484,36 euros,
equivalente al 50% del importe de la subvención concedida.

La disposición del 50% restante podrá realizarse una vez
quede acreditado el abono del primero, mediante certificación
del Interventor de la Diputación Provincial en la que se rela-
cionen los pagos efectivamente realizados con cargo al mismo.

Todo ello sin perjuicio de la disposición de fondos de
la parte de capital que corresponde a la aportación de la propia
Diputación Provincial.

Tercero. La Diputación Provincial de Jaén deberá remitir
a la Consejería de Gobernación, antes del 30 de septiembre
del año 2002, la valoración definitiva de las obras y servicios
efectuados, aportando certificación acreditativa de los siguien-
tes extremos:

a) La cuantía del préstamo concertado.
b) Las inversiones realizadas y satisfechas a las Entidades

Locales beneficiarias del régimen de subvenciones correspon-
dientes a los Fondos Ordinarios del Programa de Fomento
de Empleo Agrario de 2001.

c) Relación detallada de la cuantía final aportada por cada
uno de los Organismos participantes.

Cuarto. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de esta subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas de otras
Administraciones Públicas o de otros Entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación
de la Resolución de concesión.

Quinto. Las Entidades Locales beneficiarias de la sub-
vención se encuentran sometidas, con carácter general, a las
obligaciones previstas en el artículo 105 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y muy en particular al sometimiento de las actuaciones
de comprobación a efectuar por la Consejería de Gobernación,
sin perjuicio de las de control que correspondan al Tribunal
de Cuentas, a la Cámara de Cuentas de Andalucía y a la
Intervención General de la Junta de Andalucía.

Sexto. De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 5 del Decreto 163/2001, de 3 de julio, las Entidades Locales
beneficiarias deberán dar la publicidad adecuada a cada obra
o servicio afecto al Programa de Fomento de Empleo Agrario
2001 colocando en lugar visible, un cartel en el que consten
expresamente las Entidades que cooperan en la financiación
del mismo.

El logotipo de identificación corporativo de la Junta de
Andalucía en dicho cartel deberá ajustarse al Decreto
245/1997, de 15 de octubre.

Séptimo. A tenor de lo dispuesto en el artículo 57 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, la presente Orden produce efectos desde
el momento en que ha sido dictada, sin perjuicio de su publi-
cación en el BOJA y su notificación a la Diputación Provincial
de Jaén y al Banco de Crédito Local.

Sevilla, 15 de enero de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación
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RESOLUCION de 18 de diciembre de 2001, por
la que se declara el carácter excepcional y se concede
una subvención a la Federación de Asociaciones Anda-
luzas de la República Argentina, para la prestación
del servicio de asistencia a realizar por las comunidades
andaluzas asentadas en el expresado país.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía en su artícu-
lo 12.1 establece que la Comunidad Autónoma de Andalucía
promoverá las condiciones para que la libertad y la igualdad
del individuo y de los grupos en que se integran sean reales
y efectivas; removerá los obstáculos que impidan o dificulten
su plenitud y facilitará la participación de todos los andaluces
en la vida política, económica, cultural y social.

Por su parte la Ley 7/1986, de 6 de mayo, de Reco-
nocimiento de las Comunidades Andaluzas asentadas fuera
del territorio andaluz, regula el contenido y alcance del reco-
nocimiento, recogiéndose en su artículo 1 el derecho de las
comunidades andaluzas a colaborar y compartir la vida social
y cultural del pueblo andaluz. Asimismo, en su artículo 12,
establece la asistencia social y la colaboración con las comu-
nidades andaluzas sobre su problemática específica, y en su
artículo 16 la previsión de que uno de los fines de las fede-
raciones de las comunidades andaluzas es la relativa a la
defensa de los intereses de las comunidades que la integran,
y la coordinación de las actividades de cualquier índole desarro-
lladas por las mismas.

El Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se
establece la Estructura Orgánica de la Consejería de Gober-
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nación, en virtud de sus artículos 1.d) y 5.3 atribuyen a esta
Consejería la competencia en materia de asistencia a las comu-
nidades andaluzas asentadas fuera del territorio andaluz, asis-
tiéndoles en su derecho a colaborar y compartir la vida del
pueblo andaluz.

Constatada la difícil situación por la que atraviesan un
gran número de andaluces residentes en Argentina, miembros
pertenecientes a las distintas entidades que se encuentran
inscritas al efecto en el Registro de Comunidades Andaluzas,
que por carecer de recursos económicos se ven privados de
poder adquirir los medicamentos que tienen prescritos facul-
tativamente; estado de necesidad que se ha hecho llegar por
la expresada Federación de Asociaciones Andaluzas, se estima
preciso y urgente hacer llegar una subvención de carácter
excepcional para que sea atendida la demanda a través de
los servicios asistenciales de las distintas Asociaciones exis-
tentes en Argentina.

Visto el expediente tramitado por la Viceconsejería, y a
tenor de las atribuciones que me están conferidas por la
Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en su artículo 107,
en relación con lo establecido en el artículo 44.4 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Primero. Conceder una subvención a la Federación de
Asociaciones de Andaluces de la República Argentina para
la prestación del servicio de asistencia a realizar por las Comu-
nidades Andaluzas que existen en Argentina, para la adqui-
sición de medicamentos, por un importe de 14.000.000 de
pesetas (84.141,69 euros).

Segundo. Declarar el carácter excepcional de la presente
subvención sobre la base de ausencia de orden reguladora
y por la finalidad pública e interés social del objeto de la
subvención, constituido en la necesidad de hacer llegar una
ayuda extraordinaria y urgente a la Federación de Asociaciones
Andaluzas de la República Argentina, para que sea atendida
la demanda planteada por miembros pertenecientes a las dis-
tintas entidades que se encuentran inscritas en el Registro
de Comunidades Andaluzas, que por carecer de recursos eco-
nómicos se ven privados de poder adquirir medicamentos que
tienen prescritos facultativamente; en virtud de lo dispuesto
en el artículo 107, párrafo tercero, de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

Tercero. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 01.11.00.01.00.487.02, del programa
22M, y se hará efectiva mediante un primer pago correspon-
diente al 75% de su importe, librándose el 25% restante una
vez haya sido justificado el libramiento anterior en la forma
que se establece en el apartado siguiente de esta Resolución.

Cuarto. La subvención será justificada por la entidad bene-
ficiaria en el plazo de nueve meses, a contar desde el pago
de la misma, aportando ante la Consejería de Gobernación
una certificación del Secretario de la entidad, con el visto bueno
del Presidente, acreditativa de su utilización para la finalidad
concedida y de los documentos justificativos de los gastos
realizados con cargo a la subvención otorgada, en los términos
establecidos en el artículo 108.f) de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Quinto. La Federación de Asociaciones Andaluzas hará
llegar las cantidades correspondientes a los servicios asisten-
ciales de las Asociaciones existentes en Argentina, en pro-
porción al número y a las necesidades demandadas.

Sexto. Los beneficiarios de la acción asistencial habrán
de reunir los siguientes requisitos:

- Ser miembro de alguna de las comunidades andaluzas
inscritas en el Registro de Comunidades Andaluzas, existentes
en la República Argentina.

- Tener cumplida la edad de sesenta años o padecer
una enfermedad crónica.

- No percibir ingresos que, por cualquier concepto, supe-
ren los cuatrocientos dólares mensuales.

- Contar con la correspondiente prescripción facultativa
de los medicamentos.

Séptimo. Dentro de los límites de la subvención concedida,
no se podrá denegar ninguna petición de ayuda por los servicios
asistenciales de las comunidades andaluzas de Argentina,
siempre y cuando se acredite ante ellas la prescripción facul-
tativa y la carencia de recursos económicos de los interesados.

Octavo. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de esta subvención y, en todo caso, la obten-
ción concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o entes públicos o privados, podrá dar lugar
a la modificación de las condiciones de la subvención.

Noveno. Procederá el reintegro de las cantidades perci-
bidas en todos y cada uno de los supuestos establecidos en
el artículo 112 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Décimo. Se faculta a la Comisión Directiva de la Fede-
ración de Asociaciones Andaluzas de Argentina, conformada
por el Presidente, Vicepresidente, Secretario, Tesorero y por
Vocales de las Asociaciones integrantes de la Federación para
resolver cualquier discrepancia que pueda surgir entre los
servicios asistenciales de las Comunidades Andaluzas exis-
tentes en Argentina.

Decimoprimero. Del importe total de la subvención con-
cedida podrá destinarse un 15%, como máximo, para atender
a los gastos de gestión de la acción asistencial.

Decimosegundo. La presente Resolución será notificada
a la Federación beneficiaria y remitida al Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía para su publicación.

Sevilla, 18 de diciembre de 2001

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Pedro Arbo-
ledas Limón contra la Resolución de la Delegada del
Gobierno de Jaén, de 28 de marzo de 2000, recaída
en el expte. núm. J-287/99-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado don Pedro Arboledas Limón, contra Resolución
de la Ilma. Sra. Delegada del Gobierno en Jaén, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a dieciséis de noviembre de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes,
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A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia del informe de la Policía
Local de Bailén, emitido el 25 de octubre de 1999 a solicitud
de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Jaén ante la denuncia de un particular, la Delegación del
Gobierno acordó la incoación de expediente sancionador contra
don Pedro Arboleda Limón, titular del establecimiento “Pub
Pipo’s”, sito en C/ Virgen de Zocueca, 3, de Bailén (Jaén).
El hecho denunciado que dió origen al expediente fue que
en el establecimiento sito en C/ Virgen de Zocueca, 3, deno-
minado “Pipo’s”, se desarrollaba la actividad de pub, si bien
en la licencia concedida en su día se especificaba que la
actividad a desarrollar era la de Bar-cafetería.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por Resolución de la Delegación del Gobierno en
Jaén, de fecha 28 de marzo de 2000, dictada en el expediente
arriba referenciado, se sancionó a don Pedro Arboleda Limón
con una multa de ciento cincuenta mil pesetas (150.000 ptas.,
equivalentes a 901,52 euros), por infracción del artículo 45.2
del Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas, aprobado por Real Decre-
to 2816/1982, de 27 de agosto, tipificada como infracción
grave en el artículo 23.e) de la Ley Orgánica 1/1992, de
21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana.

Tercero. Notificada la resolución, don Pedro Arboleda
Limón interpone en tiempo y forma recurso de alzada, con
base en las alegaciones que a continuación se resumen, en
las que reproduce en gran medida las formuladas al acuerdo
de iniciación y a la propuesta de resolución:

- Que la actividad real que ejerce es la de café-bar, por
lo que se dio de alta en el epígrafe 673.2, “Otros Cafés y
Bares” del Impuesto de Actividades Económicas, que le permite
servir cafés, desayunos y bocadillos, a diferencia del epí-
grafe 673.1, “De categoría especial”. Además, no existe norma
fiscal que fundamente la catalogación de “Pub”, por lo que
no es posible encuadrarse en un epígrafe no creado e inexis-
tente. El suyo es un establecimiento que habitualmente limita
el ejercicio de su actividad casi exclusivamente a los fines
de semana y como continuación de la actividad típica del
tapeo, durante 3 a 4 horas diarias. Entiende que el informe
de la policía local no valoraba fiscalmente si su encuadramiento
era correcto, sino que solamente subjetivizaba lo que entiende
que es una actividad de “pub”.

- Que no está tipificada como falta grave la comisión
de la infracción que se le imputa.

- Que no se cumple el principio de proporcionalidad. Aun-
que de la propuesta a la resolución se haya reducido la sanción
de 250.000 a 150.000 pesetas, le sigue pareciendo elevada
para la actual situación de su empresa, no siéndole aplicable
el concepto de reincidencia.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, contra las resoluciones de los Delegados
del Gobierno de la Junta de Andalucía. Por Orden de 18 de
junio de 2001 (BOJA núm. 79, de 12.7.2001), esta com-
petencia de resolución de recursos administrativos ha sido
delegada en la Secretaría General Técnica.

I I

Para oponerse a la infracción que se le ha imputado,
el recurrente vuelve a insistir, reproduciendo sus alegaciones
anteriores, en la identificación de la licencia municipal de aper-
tura del establecimiento con licencia fiscal para el ejercicio
de la actividad, aduciendo el encuadre, a su juicio correcto,
de la actividad a efectos del Impuesto sobre Actividades
Económicas.

Sin embargo, es irrelevante aquí cuál era el epígrafe del
impuesto en que se había dado de alta, ya que lo decisivo
para el caso es si el establecimiento disponía o no de licencia
municipal de apertura para la actividad que desarrollaba. Las
propias reglas de la Instrucción para la aplicación de las Tarifas
del Impuesto sobre Actividades Económicas (Tarifas e Ins-
trucción del Impuesto sobre Actividades Económicas aproba-
dos por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de
septiembre) advierten de que el hecho de satisfacer el Impuesto
no legitima el ejercicio de una actividad si para ello se exige
en las disposiciones vigentes el cumplimiento de otros requi-
sitos.

El alta en el epígrafe del impuesto tampoco prueba que
estuviera ejerciendo la actividad correspondiente, puesto que,
como declara el Tribunal Supremo en su Sentencia de 22
de enero de 2000, “el documento de alta en el impuesto
de actividades económicas sólo prueba que se ha dado de
alta en una determinada actividad y ni siquiera prueba que
la esté ejerciendo, ni menos ciertamente si se refiere a la
actividad para la que ha solicitado licencia”. El pago del
impuesto tiene carácter estrictamente fiscal y grava el simple
hecho de la actividad al margen de su legalidad o ilegalidad.
No implica el otorgamiento de la licencia de apertura, que
constituye un acto formal de la Administración de naturaleza
y finalidad específica, que tiende a verificar si los locales e
instalaciones reúnen las condiciones de tranquilidad, segu-
ridad y salubridad y las que, en su caso, estuvieran dispuestas
en los planes de urbanismo.

Según la certificación expedida por el Secretario del Ayun-
tamiento de Bailén, con fecha 9 de diciembre de 1999, en
el establecimiento sito en C/ Virgen de Zocueca, 3, se le autorizó
el 17 de junio de 1999 a Pedro Arboledas Limón para cafe-
tería-bar. Esta es la actividad real que, en principio, el recurren-
te afirma que ejercía; pero a continuación manifiesta que el
servicio de poner cafés, desayunos y bocadillos lo ha realizado
ocasionalmente, como servicio de atención a sus clientes en
determinadas fechas o momentos especiales, y aclara que
el suyo era un establecimiento que habitualmente limita “el
ejercicio de la actividad casi exclusivamente en fines de sema-
na y como continuación de la actividad típica del tapeo tan
arraigada en Bailén, luego prácticamente nos limitamos a una
banda horaria de 3 a 4 horas diarias”. Las propias alegaciones
contradictorias del recurrente no desvirtúan, sino que vienen
a confirmar el informe de la policía local que había constatado
que en el establecimiento referido la actividad que se desarro-
llaba era la de pub.

I I I

También debe rechazarse la alegación relativa a la falta
de tipificación de los hechos denunciados.

El establecimiento del recurrente está incluido en el ámbito
de aplicación delimitado en el artículo 1 del Reglamento Gene-
ral de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recrea-
tivas, que se refiere “... a los espectáculos, deportes, juegos,
recreos y establecimientos destinados al público enumerados
en el Anexo y a las demás actividades de análogas carac-
terísticas...”; y en el apartado IV del Anexo, bajo la rúbrica
de “Establecimientos públicos”, aparecen recogidos, entre
otros, los “Bares y similares”. Era aplicable, por tanto, lo pre-
visto en el artículo 45.2 del Reglamento, de acuerdo con el
cual, ningún local puede ofrecer espectáculos, diversiones o
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servicio distintos de aquellos para los que hubiere sido auto-
rizado. Sin embargo, del examen del expediente resulta que
la licencia se había otorgado para la actividad de café-bar,
pese a lo cual la actividad desarrollada en el establecimiento
era la propia de pub.

Los hechos que se han declarado probados en la reso-
lución recurrida se subsumen así en la infracción tipificada
en el artículo 23.e) de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de
febrero, que describe como infracción grave “La apertura de
establecimientos y la celebración de espectáculos públicos o
actividades recreativas careciendo de autorización o excedien-
do de los límites de la misma”.

I V

Finalmente, tampoco puede aceptarse la alegación relativa
a la desproporcionalidad de la sanción. Por el contrario, la
cuantía de la multa, ciento cincuenta mil pesetas, no sólo
está dentro de las previstas en el artículo 28.1.a) de la Ley
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, para las infracciones gra-
ves (de 50.001 a 5.000.000 de pesetas), sino dentro de
su grado mínimo, sin que se haya apreciado reincidencia para
la graduación de la sanción.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso de inter-
puesto por don Pedro Arboleda Limón y confirmar la resolución
recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don José Serrano Márquez
contra la Resolución de la Delegada del Gobierno en
Jaén, de fecha 27 de abril de 2000, recaída en el
expte. núm. J-285/99-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado don José Serrano Márquez, contra Resolución
de la Ilma. Sra. Delegada del Gobierno en Jaén, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintiuno de noviembre de
dos mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador J-285/99-EP tra-
mitado en instancia se fundamenta en el informe realizado
por la Policía Local del Excmo. Ayuntamiento de Bailén (Jaén),
de fecha 9 de diciembre de 1999, por comprobación de los
agentes, que el establecimiento denominado “Café-Bar Már-
quez”, sito en la C/ La Plaza de Prim, 1, de Bailén (Jaén),
se observó que el citado establecimiento tenía licencia de
Café-Bar, realizando dicho establecimiento actividad de Pub,
para la que no posee licencia municipal de apertura.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Jaén, se dictó una Resolución, de fecha 27 de abril
de 2000, por la que se imponía una sanción consistente en
multa de 50.001 ptas. (300,51 E), como resultado de unos
hechos que contravienen lo dispuesto en el artículo 45.2 del
R.D. 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos y
Actividades Recreativas, encontrándose tipificada la citada
infracción como falta grave en el artículo 23.e) de la Ley Orgá-
nica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección de la Seguridad
Ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone recurso de alzada, cuyas argu-
mentaciones, al constar en el correspondiente expediente, se
dan por reproducidas.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/83, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, es competente para la Resolución
del presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 18 de junio de 2001 delega la competencia
en materia de resolución de recursos administrativos en el
Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de Gober-
nación de la Junta de Andalucía.

I I

El artículo 45.2 del Real Decreto 2816/82, de 27 de
agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de Policía
de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, dispone,
según su tenor literal:

“Ningún local podrá ofrecer espectáculos, diversiones o
servicios distintos de aquéllos para los que expresamente
hubiere sido autorizado, salvo que, con estricta sujeción a
las condiciones esenciales de la licencia, fuese autorizada por
el Gobernador civil la celebración de otros espectáculos o acti-
vidades, con carácter extraordinario.”

Se considera infracción grave, según lo establecido en
el artículo 23.e) de la Ley 1/92, de 21 de febrero, sobre pro-
tección de la Seguridad Ciudadana:

“La apertura de establecimientos y la celebración de
espectáculos públicos o actividades recreativas careciendo de
autorización o excediendo de los límites de la misma.”

Teniendo en cuenta que para abrir un establecimiento
al público hay que poseer la correspondiente licencia admi-
nistrativa, que es la expresión típica de intervención de la
Administración en la esfera de la actividad privada y constituye
requisito necesario para el ejercicio de dicha actividad, el ar-
tículo 84 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local,
de 2 de abril de 1985, expresa:
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“1. Las Corporaciones Locales podrán intervenir la acti-
vidad de los ciudadanos a través de los siguientes medios:

a) Ordenanzas y Bandos.
b) Sometimiento a previa licencia y otros actos de control

preventivo.
c) Ordenes individuales constitutivas de mandato para

la ejecución de un acto o la prohibición del mismo.”

Apoyándonos en la diferente normativa existente -estatal
y autonómica- podemos afirmar que para que el municipio
otorgue la licencia de apertura deberá por un lado examinar
si la actividad en cuestión está comprendida en alguno de
los grupos, clases, anexos o nomenclátor existentes en atención
a la especialidad de la actividad a desarrollar, dándose por
finalizado el proceso con el acuerdo del Ayuntamiento, otor-
gando la correspondiente licencia. Así la Sentencia del Tribunal
Supremo de 7 de mayo de 1987, a la hora de hablar de
los despachos profesionales, especifica qué actividades deben
estar sujetas a licencia municipal, al señalar:

“Las potestades administrativas en orden a la sumisión
previa licencia en el uso y apertura de locales se constriñen
al caso de que aquéllos constituyan establecimientos mer-
cantiles o industriales, a los que no cabe equiparar, dado
su carácter, los despachos profesionales en que desarrollan
su actividad los abogados en ejercicio.”

El objeto de las licencias de apertura en general consiste
en el control previo de que los locales e instalaciones, en
que se proyecte desarrollar la actividad, reúnen las necesarias
condiciones de tranquilidad, seguridad y salubridad y dichas
licencias son carácter reglado, que habrían de concederse o
denegarse según cumplan o no tales condiciones, y de carácter
operativo, que condiciona, asimismo, el funcionamiento de
la actividad una vez autorizada, y origina por ello una relación
continuada entre el sujeto autorizado y la administración muni-
cipal, en virtud de la cual ésta puede intervenir en todo momen-
to y acordar las medidas técnicas que sean precisas para que
la actividad se ajuste a las exigencias del interés público, con-
dición siempre implícita en este tipo de licencias. En el caso
que nos ocupa, hasta el día 27 de enero de 2000, no se
le concede por parte del Excmo. Ayuntamiento de Rus, la
licencia provisional de apertura del establecimiento, por lo tanto
el día que fue denunciado por la fuerza actuante, 19 de diciem-
bre de 1999, no contaba con el título administrativo que ampa-
raba dicha actividad, por lo cual nos encontramos con ante
una conducta típicamente antijurídica y por lo tanto sancio-
nable conforme a derecho.

La competencia para conceder la licencia de apertura de
establecimientos industriales, mercantiles o de cualquier otra
índole, la tiene el Alcalde, así lo establece la Ley Reguladora
de Bases de Régimen Local y el Reglamento de Organización
y Funcionamiento de las Entidades Locales al establecer:

“El Alcalde preside la Corporación y ostenta las siguientes
atribuciones: ... 9. La concesión de licencias de apertura de
establecimientos fabriles, industriales o comerciales y de cual-
quier otro índole...”

III

Sobre la negación de los hechos hemos de señalar lo
que establece el artículo 37 de la Ley Orgánica 1/92, de 21
de febrero, sobre protección de la Seguridad Ciudadana, señala
que:

“En los procedimientos sancionadores que se instruyan
en las materias objeto de la presente Ley, las informaciones
aportadas por los agentes de la autoridad que hubiesen pre-
senciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber
sido negados por los inculpados, constituirán base suficiente
para adoptar la Resolución que proceda, salvo prueba en con-

trario y sin perjuicio de que aquellos deban aportar al expe-
diente todos los elementos probatorios disponibles”.

Por otra parte ha sido y es constante jurisprudencia del
Tribunal Supremo la de atribuir a los informes policiales, en
principio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los agentes,
todo ello salvo prueba en contrario y en tal sentido la sentencia
de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de marzo de 1979,
al razonar la adopción de tal criterio, afirma que:

“Si la denuncia es formulada por un agente de la autoridad
especialmente encargado del servicio la presunción de lega-
lidad y veracidad que acompaña a todo el obrar de los órganos
administrativos, incluso de sus agentes, es un principio que
debe acatarse y defenderse tanto en la vía administrativa como
en la contencioso-administrativa, ya que constituye garantía
de una acción administrativa eficaz”.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los agentes que formularon la denuncia,
y posteriormente ratificados con fecha 2 de marzo de 2000
en el que se informa que “durante las noches de viernes y
sábados y vísperas de festivos, aprovecha la situación para
poner en funcionamiento el equipo musical que tiene ins-
talado”, resaltando que “despacha bebidas a los jóvenes”, y
no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora prac-
ticadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de la infrac-
ción cometida, ya que nada desvirtúa una simple negación
de los hechos denunciados, valorándose todas las circuns-
tancias, y por lo tanto debemos desestimar las alegaciones
por considerar que la sanción se ajusta a derecho, adecuán-
dose al principio de legalidad y tipicidad -principios presentes
en todo procedimiento sancionador-, debido principalmente
a la gravedad de los hechos que se han considerado probados,
máxime cuando el interesado no ha aportado ningún docu-
mento o prueba fehaciente que acredite la ausencia de res-
ponsabilidad en los hechos por los cuales se abrió el corres-
pondiente expediente administrativo.

I V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa y así se expresa, la sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la Seguridad Ciudadana; el
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Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas, así como las demás normas de espe-
cial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso inter-
puesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
18.6.2001), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por doña Myriam Mar-
tín Vallejo, en representación de C & A Modas, SA,
contra la Resolución del Delegado del Gobierno de Cór-
doba, recaída en el expediente núm. CO-99/2000-CA.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado «C & A Modas, S.A.», contra Resolución del
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Córdoba, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a diecinueve de noviembre de
dos mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía en Córdoba se dictó Resolución en el expe-
diente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma el día 26 de junio, se inter-
puso por el interesado recurso de alzada el día 27 de julio.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
(Ley 6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-

nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como plazo para
la interposición de recurso de alzada contra las Resoluciones
administrativas el de un mes a partir, según su artículo 48.2,
del día siguiente al de su notificación. A la vista de la fecha
de la notificación de la Resolución (26 de junio) y de la de
interposición del recurso de alzada (27 de julio), éste fue inter-
puesto fuera del plazo legalmente establecido, por lo que devie-
ne firme la Resolución recurrida. La sentencia de la Sala en
Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 19
de febrero de 2001 señala: (...) el recurso ordinario se inter-
puso el 19 de enero de 1998, mientras que la Resolución
fue notificada el 18 de diciembre del año anterior. El plazo
del mes había concluido el día dieciocho de enero; de ahí
su extemporaneidad.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, resuelvo no admitir el recurso
de alzada interpuesto fuera de plazo, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998, de
13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por doña María Ale-
jandra Martínez Ayala, contra la Resolución de 23 de
abril de 1999, dictada por el Delegado Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Almería, recaída
en el expediente 206/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña María Alejandra Martínez Ayala, contra
Resolución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria en Almería, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña María
Alejandra Martínez Ayala, en su propio nombre y derecho,
contra Resolución de Archivo de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Almería, de fecha 23
de abril de 1999, recaída en el expediente núm. 206/99,
resultan los siguientes
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ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Almería, dictó Resolución de fecha 23
de abril de 1999, relativo a la reclamación que tuvo entrada
en la Delegación Provincial el 9 de marzo de 1999, formulada
por doña M.ª Alejandra Martínez Ayala, contra la entidad “So-
gesur, S.A.”, por irregularidades en el contrato de suministro
de agua, estimando que de los hechos denunciados y de la
documentación obrante en el expediente, no se deduce infrac-
ción administrativa en materia de protección del consumidor,
ordenando el archivo de lo actuado.

Segundo. Contra dicha Resolución el interesado interpuso
en tiempo y forma recurso de alzada, en el que, en síntesis,
alega:

- Que respecto a la primera de las actas aportadas por
“Sogesur, S.A.”, núm. 15.231, que impugna, lo único que
puede apreciarse en la misma es que un supuesto Inspector,
supuestamente autorizado y supuestamente perteneciente al
Servicio Municipal de Aguas, del no se especifica nombre ni
registro ni dato alguno que permita identificarse, se persona
en el año 1996 en la dirección de la vivienda que actualmente
tiene arrendada.

- Que los documentos aportados por la empresa recla-
mada se desprende que los mismos no cumplen mínimamente
las garantías legales para ambas partes en este tipo de docu-
mentos y son por tanto nulas de pleno derecho.

- Que resulta insólito, que se manifieste en la Resolución
que recurre, literalmente lo siguiente “sin poner en duda lo
que manifiesta en sus escrito de reclamación, no podemos
emitir una resolución contraria a Sogesur, S.A., toda vez que
tampoco ponemos en duda los datos de las actas citadas”.
De la cual se deduce o debe, lógicamente deducirse que la
citada entidad tiene atribuida la fe pública notarial, toda vez
que puede determinar sin género de duda quien vive en cada
casa.

- Acompaña certificación expedida por el Alcalde de
Barrio del Distrito núm. Siete de esta ciudad, acreditativa de
que ha tenido su domicilio en la C/ Hermanos Pinzón,
núm. 17-4.º 12, durante los últimos cinco años, en compañía
de su familia y certificado de empadronamiento acreditativa
de que aquél es su domicilio, incluso en la fecha presente.

- Que en la fecha de las supuestas actas, era menor
de edad, por lo que no es de apreciar el hecho de ser usuario
o no de una vivienda, a efectos de cobro por parte de Sogesur
de una supuesta cantidad que no le corresponde.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 11 de diciembre de 1998, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en distintos órganos de la Con-
sejería (BOJA núm. 2, de 5 de enero de 1999).

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Las alegaciones vertidas por la contra parte en
su escrito de recurso, no modifican la naturaleza no infractora
de los hechos reclamados en materia de consumo. La empresa
Sogesur, S.A. se niega a formalizar el contrato, según lo dis-
puesto en el art. 54 del Decreto 120/91 (Reglamento de Sumi-
nistro Domiciliario de Agua), indicando las actuaciones de ins-
pección realizadas en el inmueble de la solicitud, compro-
bándose, por el personal autorizado, en reiteradas ocasiones,
que se ha consumido agua sin haberlo contratado, e incluso
se han realizado enganches ilegales tras la ejecución del corte
del suministro. Aportando documentación en acreditación de
lo indicado.

Cuarto. La recurrente aporta documentación para acreditar
que no ha usado la vivienda objeto del expediente antes de
solicitar el suministro de agua. Ante estas alegaciones, se soli-
cita nuevamente a Sogesur, S.A., que se pronuncie sobre las
alegaciones de la reclamante, el estado de la tramitación de
la solicitud de suministro de agua, además de la ratificación
de las Actas de la Inspección de sus empleados, con la iden-
tificación de los mismos. Aportada la documentación reque-
rida, indica que la solicitud de suministro se encuentra decaida,
conforme a lo dispuesto en el art. 54.2 del Reglamento de
Suministro de Agua. Por tales motivos, procede la desesti-
mación del recurso, confirmando la Resolución de Archivo.

Quinto. Queda expedita la posibilidad del reclamante para
acudir a los Tribunales Ordinarios en defensa de sus legítimos
intereses con el fin de que se le indemnice en base a los
perjuicios económicos y/o morales que hubiera sufrido.

Se recuerda al interesado la exclusiva capacidad sancio-
nadora de la Administración para garantizar la tutela de los
intereses generales de los Consumidores y Usuarios recogida
en nuestro texto constitucional.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el Decreto 120/91, de 11 de junio, por el que se aprueba
el Reglamento del Suministro Domiciliario de Agua; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y demás disposiciones concordantes y de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña M.ª
Alejandra Martínez Ayala, en su propio nombre y derecho,
contra Resolución de Archivo de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Almería, de fecha refe-
renciada, confirmando la misma en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al
de su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
Sevilla, 9 de julio de 2001. El Secretario General Técnico P.D.
(Orden 11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Tomás García
Madrid, en representación de Inmobiliaria Espacio, SA,
contra la Resolución de 4 de junio de 1999, dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Málaga, recaída en el expediente
PC-314/98.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Tomás García Madrid, en representación
de «Inmobiliaria Espacio, S.A.» contra Resolución del Ilmo.
Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria
en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Tomás
García Madrid, en nombre y representación de la mercantil
“Inmobiliaria Espacio, S.A.”, contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Málaga, de fecha 4 de junio de 1999, recaída en expediente
sancionador núm. PC 314/98,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia del expediente instruido
reglamentariamente, se dictó la Resolución que ahora se
recurre, en la que se sanciona a la empresa citada con sanción
de ciento cincuenta mil (150.000) ptas., resultado de visita
de inspección, a resultas de la misma y de la aportación por
la entidad de los contratos que suscribió con los compradores
de 86 viviendas de la promoción denominada «Canales 10»,
se consideró que de ello se desprendían las siguientes
infracciones:

- Infracción de los arts. 1 y 2 de la Ley 57/68, de 27
de julio.

- Infracción del art. 5.º 4.º c) del R.D. 515/89, de 21
de abril.

- Infracción del art. 4.6 del último R.D. citado.

Infracciones que constituyen falta leve, sancionable en
el art. 34, apartados 5, 6 y 9, y art. 35 de la Ley 26/84,
de 19 de julio, General de Consumidores y Usuarios, y arts.
3.2.1, 3.3.4, 3.3.6 y 6.4 del R.D. 1945/1983, de 22 de
junio.

Segundo. Contra dicha Resolución se interpuso en tiempo
y forma recurso de alzada en el que la recurrente alegó lo
que a su derecho estimó oportuno.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Ilmo. Sr. Consejero, para conocer y resolver
el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente

6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, así como la
Orden de 18 de junio de 2001, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Se considera prioritario, para la resolución del
recurso planteado, el análisis acerca de la caducidad del expe-
diente, cuestión que debe analizarse de oficio. En el artícu-
lo 18 del R.D. 1945/1983, por el se regulan las infracciones
y sanciones en materia de defensa del consumidor y de pro-
ducción agro-alimentaria, se contemplan dos tipos de cadu-
cidad que se corresponden a las previstas en los apartados
2 y 3 del citado artículo. Este último dispone: “Iniciado el
procedimiento previsto en los artículos 133 a 137 de la Ley
de Procedimiento Administrativo (debe entenderse actualmen-
te la referencia hecha a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre),
y transcurrido seis meses desde la notificación al interesado
de cada uno de los trámites previstos en dicha Ley, sin que
se impulse el trámite siguiente, se producirá la caducidad del
mismo, con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de
la resolución, en que podrá transcurrir un año desde que se
notificó la propuesta”.

Teniéndose en cuenta que el objetivo de la caducidad
no es otro que intentar evitar la inactividad administrativa,
y con el objeto de averiguar si en este expediente ésta se
ha producido, habrá de computarse el plazo transcurrido entre
la notificación del Acuerdo de Iniciación y el siguiente trámite,
la notificación de la Propuesta de Resolución.

Si tenemos en cuenta que la notificación del Acuerdo
de Iniciación se practicó el 22 de junio de 1998, y la noti-
ficación de la Propuesta de Resolución se practicó el 23 de
febrero de 1999, resulta un plazo superior a los 6 meses
previstos para la caducidad en el ya mencionado art. 18.3
del R.D. 1945/1983, de 22 de junio.

Tercero. Sobre la base de lo expuesto no procede entrar
en el fondo del asunto, teniendo en cuenta que al apreciarse
la caducidad del expediente, no ha lugar a ello.

En consecuencia, vistos los preceptos legales citados y
demás de general aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Tomás
García Madrid, en nombre y representación de la mercantil
“Inmobiliaria Espacio, S.A.”, contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Málaga, de fecha referenciada, revocando la misma en todos
sus términos.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-
tivo, a elección del recurrente, ante el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo de Sevilla, o ante el de la circuns-
cripción donde aquél tenga su domicilio en el plazo de dos
meses, contados desde el día siguiente al de su notificación,
de conformidad con lo establecido en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa. Sevilla, 22 de octubre de 2001.
El Secretario General Técnico, P.D. (Orden 11.12.98), Fdo.:
Sergio Moreno Monrové».

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Manuel Fer-
nández Martínez, contra la Resolución de 7 de julio
de 1999, dictada por el Delegado Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Granada, recaída en
el expediente 123/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Manuel Fernández Martínez, contra Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria en Granada, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Manuel
Fernández Martínez, actuando como titular de “Café-Bar El
Nido”, contra la Resolución de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Granada, de fecha
7 de julio de 1999, recaída en el expediente sancionador
núm. 123/99, instruido por infracción en materia de protección
al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Granada dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a don Manuel Fernández Martínez una
sanción de veinticinco mil pesetas (25.000 ptas.) (150,25
euros), como responsable de una infracción calificada de leve
y tipificada en el artículo 3.3.4 del R.D. 1945/83, de 22
de junio (BOE 17.7) por el que se regulan las infracciones
y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la
producción agroalimentaria, en relación con el art. 3.1 del
Decreto 198/87, de 26 de agosto (BOJA de 23 de octubre),
que aprueba las medidas en defensa de los consumidores
y usuarios para establecimientos de restauración y similares,
por los siguientes hechos: “En visita efectuada por los Servicios
de Inspección de Consumo de la Delegación, se levantó acta
núm. 2411/98, y de la que esa empresa tiene copia, de fecha
10 de diciembre, al establecimiento ‘Café Bar El Nido’, se
constató:

- No existe tarifas de precios de las consumiciones líqui-
das que expende.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, con idénticas
alegaciones a las efectuadas durante todo el procedimiento
y que fueron ya debidamente contestadas. Manifiesta, en
síntesis:

- El cuadro que contenía la lista de precios se rompió
al sufrir una caída y lo estaban arreglando en el momento
de la inspección.

- Que, por indicación de los inspectores, hicieron una
nueva, la cual obra en el expediente.

- Falta de mala fe.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, así como la
Orden de 18 de junio de 2001, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Los motivos de impugnación en que se basa
el recurso son reiteración de los alegados en el procedimiento
y fueron debidamente contestados, por lo que procede su
desestimación.

Cuarto. A mayor abundamiento, las alegaciones vertidas
por la parte recurrente no desvirtúan la naturaleza infractora
de los hechos ni su calificación jurídica, no sirviendo para
exonerarla de responsabilidad. Los mismos han sido cons-
tatados mediante la actuación inspectora que obra en el expe-
diente, por lo que, según se recoge en los artículos 137.3
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, y 17.5 del R.D.
1398/93, de 4 de agosto, los hechos constatados por fun-
cionarios a los que se reconoce la condición de autoridad,
y que se formalicen en documento público observando los
requisitos legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin per-
juicio de las pruebas que en defensa de los respectivos dere-
chos o intereses puedan señalar o aportar los propios admi-
nistrados. En la misma línea, el artículo 17.3 del Real Decreto
1945/1983, de 22 de junio, mantiene que “Los hechos que
figuren recogidos en las actas se presumirán ciertos salvo que
del conjunto de las pruebas que se practiquen resulte con-
cluyente lo contrario”.

Quinto. Las manifestaciones efectuadas de contrario son
meras alegaciones de parte que no son acreditadas ni cons-
tatadas en acta, ni le eximen de acatar la sanción impuesta,
habiéndose ajustado en su momento su cuantía a la infracción
cometida teniendo en cuenta el documento obrante en el expe-
diente que acompañó a las alegaciones al Acuerdo de Inicio,
consistente en lista de precios del establecimiento.

En consecuencia, habiendo sido correctamente tipificada
la infracción y adecuadamente sancionada, se ha de concluir
que la resolución impugnada es ajustada a derecho y merece
ser confirmada.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 198/1987,
de 25 de agosto; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; el Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, Reglamento del Procedimiento
para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, y demás dis-
posiciones concordantes, preceptos mencionados y de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica
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R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don
Manuel Fernández Martínez, actuando como titular de “Ca-
fé-Bar El Nido”, contra la Resolución de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo e Industria de Granada,
de fecha 7 de julio de 1999, recaída en el expediente san-
cionador núm. 123/99, instruido por infracción en materia
de protección al consumidor, confirmando la Resolución
recurrida en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al
de su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
Sevilla, 22 de octubre de 2001. El Secretario General Técnico
P.D. (Orden 11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Carlos Javier
Varela, en representación de Distribución y Alimen-
tación Varela, SL, contra la Resolución de 10 de
diciembre de 1999, dictada por el Delegado Provin-
cial de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla,
recaída en el expediente 455/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Distribución y Alimentación Varela, S.L.», contra
Resolución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Carlos
Javier Varela, en nombre y representación de Distribución y
Alimentación Varela, S.L., contra la Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria de
Sevilla, de fecha 10 de diciembre de 1999, recaída en el
expediente sancionador núm. 455/99, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a Distribución y Alimentación Varela,
S.L., una sanción de setenta y cinco mil pesetas (75.000 ptas.)
(450,76 euros), como responsable de una infracción calificada
de leve y tipificada en el artículo 3.3.6 del R.D. 1945/83,
de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y san-
ciones en materia de defensa del consumidor y de la pro-
ducción agro-alimentaria, en relación con los artículos 2 y
4.1 del Decreto 171/89, de 11 de julio, por los siguientes
hechos: “En inspección practicada por funcionarios adscritos

al Servicio de Consumo del Excmo. Ayuntamiento de Sevilla,
en el establecimiento sito en C/ José Ibarra y Gómez Rull,
núm. 32, de Sevilla, cuyo titular es la entidad encartada, se
levantó acta núm. 961, de fecha 9 de junio de 1999, en
la que se pone de manifiesto que dicho establecimiento no
posee el libro de hojas de reclamaciones ni el cartel anunciador
del mismo”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, don Carlos Javier
Varela, en nombre y representación de Distribución y Alimen-
tación Varela, S.L., interpone en tiempo y forma recurso de
alzada, en el que, en síntesis, alega:

1. Indefensión, pues en el acta:

- No consta el inspector de consumo actuante.
- No consta la persona que ha firmado el acta en nombre

de la empresa ni la administrativa que hace constar la
Delegación.

Se acompaña fotocopia del Acta.

2. Existencia en el departamento de Administración y
Atención al público de la hoja de reclamaciones y cartel
anunciador.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Ante la falta de coincidencia existente entre los
datos que constan en el Acta de Inspección del Excmo. Ayun-
tamiento de Sevilla, que sirvió de base para iniciar el pro-
cedimiento sancionador y figura desde un primer momento
en el expediente, y la fotocopia del acta que obra en poder
de la parte expedientada y aporta junto al recurso, deben ser
estimadas las alegaciones vertidas por la parte recurrente.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Carlos
Javier Varela, en nombre y representación de Distribución y
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gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria de
Sevilla, de fecha 10 de diciembre de 1999, recaída en el
expediente sancionador núm. 455/99, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, revocando la Reso-
lución recurrida, dejando sin efecto la sanción impuesta.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 19 de noviembre de 2001. El Secretario
General Técnico, P.D. (Orden 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Joaquín Ramí-
rez de la Rúa, en calidad de Presidente de la CCPP
del Edificio Rialto, portal I, contra la Resolución de
6 de mayo de 1999, dictada por el Delegado Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga,
recaída en el expediente R 1557/97/EE.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Joaquín Ramírez de la Rúa, en calidad de
presidente de la «CCPP del Edificio Rialto, portal I» contra
Resolución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria en Málaga, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Joaquín
Ramírez de la Rúa, en calidad de presidente de la CC.PP.
del Edificio Rialto, portal I, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga,
de fecha 6 de mayo de 1999, recaída en expediente por recla-
mación núm. 1.557/97/E.E./t.b.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. A raíz de reclamación presentada por don Joa-
quín Ramírez de la Rúa en calidad de presidente de la referida
Comunidad de Propietarios, contra la suministradora Empresa
Municipal de Aguas de Málaga, S.A. (EMASA), motivada por
disconformidad con los importes facturados a dicha Comu-
nidad como consumos de agua resultantes de la diferencia
entre los registros del totalizador correspondiente a la póliza
núm. 88.928-8, y la suma de los registros de los contadores
individuales adscritos a dicho totalizador y negativa de la sumi-
nistradora a dar de baja la citada póliza, se dicta la Resolución
ahora recurrida determinándose el no pronunciamiento sobre
la procedencia o improcedencia de las facturas emitidas por
la suministradora, al estar sustanciándose la cuestión plan-
teada en la jurisdicción civil.

Segundo. Contra dicha resolución el interesado interpuso
en tiempo y forma recurso de alzada, en el que, en síntesis,
alega:

- Queda reconocido en el Antecedente de Hecho Primero
de la Resolución que todos los suministros tienen contadores
divisionarios. La Consejería debe resolver la reclamación de
forma favorable a lo solicitado, sin que a ello obste que la
suministradora haya instado el cobro de las facturas litigiosas
por vía judicial. No se produce la litispendencia cuando una
misma cuestión está siendo objeto de análisis paralelos entre
la Administración Pública y los Tribunales de Justicia.

- Se apela a varias resoluciones, tanto a nivel de Dele-
gación como de Consejería, y se solicita que se requiera a
la suministradora EMASA a fin de que aplique el art. 33 del
Reglamento del Suministro Domiciliario de Agua y en su mérito
deje de utilizar los registros del contador totalizador para la
facturación, usándolos tan sólo a efectos de control del con-
sumo y para la detección de posibles anomalías, y que acate
el art. 68.1 del mencionado reglamento dando de baja el
contrato de suministro que dio origen a la póliza del totalizador
por así desearlo y exigirlo la abonada, que es la Comunidad
afectada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 11 de diciembre de 1998, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en distintos órganos de la Con-
sejería (BOJA núm. 2, de 5 de enero de 1999).

Segundo. Jurídicamente se viene a conceptuar el término
“litispendencia” como “Estado de pleito pendiente y sin ter-
minar. Conjunto de efectos de carácter procesal que produce
la interposición de una demanda. Excepción dilatoria prove-
niente de encontrarse una causa sub judice, en trámite ante
otro juez o Tribunal competente, o ante el mismo por acción
ya entablada”. La excepción de litispendencia exige que de
idéntico asunto ya esté conociendo “el mismo u otro Juzgado
o Tribunal competente”, lo que no ocurre aquí puesto que
la Administración no forma parte del orden jurisdiccional (no
es Juzgado o Tribunal), e incluso la posibilidad de que, en
su día, la Jurisdicción Contencioso-Administrativa pudiera
conocer de lo que es objeto del presente expediente, no podría
tampoco servir de soporte a la aducida excepción de litis-
pendencia puesto que siendo la razón básica verdadera “ratio
legis” de dicha excepción, la de evitar que la sentencia que
recaiga en uno de los procesos pendientes pueda producir
en el otro el efecto de la cosa juzgada, tal contingencia no
puede darse en el supuesto aquí contemplado, pues como
ya tiene declarado el T.S. (Sentencia de 16 de octubre de
1986), “las sentencias dictadas en el marco jurisdiccional
especializado de lo contencioso-administrativo no producen
tal efecto en el de la ordinaria común, en cuanto las esferas
jurídico-sociales en que una y otra se desenvuelven son dis-
tintas. Es por todo lo expuesto, por lo que deben estimarse
las alegaciones de la parte recurrente respecto de la proce-
dencia en la pronunciación por parte del órgano administrativo
en el presente expediente de reclamación.
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Tercero. Tras el estudio de la documentación obrante que-
da acreditado el hecho de que con fecha 19.10.1994, según
sello de recibo de la suministradora EMASA, por escrito del
Secretario Administrador de la CC.PP., se puso en conoci-
miento de la referida empresa la solicitud de baja del Tota-
lizador núm. 88.928-8, así como que con fecha 23.3.99
el Servicio de Industria, Energía y Minas comunicaba, respecto
del tema de la centralización de contadores del edificio Rialto,
Portal 1, que existían tantos contadores como suministros dife-
renciados existentes en dicho edificio, no habiéndose detectado
suministro sin contador. El art. 33 del Decreto 120/1991 deter-
mina que las entidades suministradoras podrán, en cualquier
caso, instalar un contador totalizador cuya única función será
la de controlar los consumos globales de dicha instalación.
Por consiguiente, y teniendo en cuenta además del contenido
del art. 68.1 del Reglamento, conforme al cual una de las
causas de extinción del contrato de suministro, sin matices
ni condicionantes, será la solicitud por parte del abonado,
las Disposiciones Transitorias y Adicional del Reglamento, la
suministradora debería haber aceptado en su momento dicha
solicitud de extinción. Todo ello sin perder de vista el hecho
de que al tener todos los suministros contadores divisionarios,
de acuerdo con lo previsto en el referido art. 33, el contador
totalizador no puede servir para facturaciones. Sin embargo
hay que tener en cuenta que, según consta en el escrito pre-
sentado por el Secretario Administrador de la CC.PP., en aque-
lla fecha existían algunos propietarios pendientes de legalizar
su situación con la empresa suministradora. Luego, respecto
a los referidos propietarios, la Administración no puede entrar
a pronunciarse sobre la base del marco competencial que le
atribuye el art. 1 del Reglamento del Suministro Domiciliario
del Agua en el sentido de que tal Reglamento sólo tiene por
objeto regular las relaciones entre la entidad que preste el
servicio de suministro domiciliario de agua potable y los abo-
nados del mismo. En consecuencia, al no existir relación con-
tractual entre ambas partes, la Administración no puede entrar
a resolver las demás cuestiones que se planteen, siendo las
mismas susceptibles de resolución en vía jurisdiccional ante
el órgano competente.

Vistos, la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985,
de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el Decreto 120/91, de 1 de junio, por el que se aprueba
el Reglamento del Suministro Domiciliario de Agua; la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Estimar parcialmente, el recurso de alzada interpuesto
por don Joaquín Ramírez de la Rúa, en calidad de presidente
de la CC.PP. del Edificio Rialto, Portal I, contra Resolución
de la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Málaga, de fecha referenciada, modificando la misma
en el sentido de:

- Estimar las alegaciones respecto de la no admisión de
la “litispendencia”, motivo por el cual esta Secretaría General
entra a resolver el presente expediente en las cuestiones inser-
tas dentro de su ámbito competencial.

- Respecto de la solicitud de baja del contador totalizador
núm. 88.928-8, la misma debe ser aceptada por la sumi-
nistradora sobre la base de las Disposiciones Transitorias y
Adicional del Reglamento, así como del artículo 68.1. Sin
embargo, dicha solicitud sólo tendrá efectos en lo que se refiere
a los propietarios en cuanto tuviesen formalizado contrato con
la suministradora en la fecha en que se solicitó dicha baja.
Respecto de los restantes, se consideran cuestiones cuya reso-
lución es competencia de los Tribunales ordinarios.

- Resulta de aplicación el artículo 33 del Reglamento
en cuanto que determina que las entidades suministradoras
podrán, en cualquier caso, instalar un contador totalizador
cuya única función será la de controlar los consumos globales
de dicha instalación, pero no podrá servir para facturaciones.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 25 de junio de 2001. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Andrés Fer-
nando Vílchez Estévez, en representación de Automá-
ticos Vílchez, SL, contra la Resolución del Delegado
del Gobierno de Granada, de fecha 21 de octubre de
1999, recaída en el expte. núm. GR-59/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado «Automáticos Vílchez, S.L.», contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Granada, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintidós de noviembre de
dos mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. GR 59/99-M
tramitado en instancia se fundamenta en el acta levantada
por miembros de la Inspección de Juegos y Espectáculos Públi-
cos, por comprobación de los inspectores que el día 9.2.99
en el establecimiento público denominado “Café Bar la Calle-
juela”, sito en C/ Marjalillo, bajo, núm. 2, de Motril (Granada),
se encontraba instalada y en funcionamiento la máquina
recreativa del tipo B-1 modelo Festival B-2, con serie 96-354,
matrícula GR-009457, careciendo de boletín de instalación
y justificante del pago de la tasa fiscal sobre el juego, y por
lo tanto cometiéndose una infracción a la vigente Ley 2/86,
de 19 de abril, sobre Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y al Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar aprobado por Decreto 491/1996, el 19 de
noviembre de 1996.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la que
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se imponía al recurrente la multa total de 575.000 ptas.,
equivalente a 3.455,82 E (500.000 ptas, por una infracción
a los artículos 24 y 43 del Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de
noviembre, tipificada como grave en el artículo 53.1 y 75.000
ptas. como responsable de la carencia de justificante de pago
de la tasa fiscal prevista en los artículos 21 y 40.b) del Regla-
mento, tipificada como carácter leve en el artículo 54.1 del
citado texto legal.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, la entidad
mercantil interesada interpone recurso de alzada, cuyas ale-
gaciones se dan por reproducidas al constar en el correspon-
diente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 18 de junio de 2001 delega la competencia
para la resolución de los recursos administrativos en el Ilmo.
Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de Gobernación
de la Junta de Andalucía.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25 la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que “las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una guía de
circulación, del documento de matrícula, del boletín de ins-
talación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos”.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que:

“La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

El artículo 21 del Reglamento dispone:

“Las máquinas sujetas al presente Reglamento deberán
hallarse provistas de una Guía de Circulación, del documento
de matrícula, del boletín de instalación y en su caso, del jus-
tificante del abono de la tasa fiscal del juego correspondiente;
asimismo, deberán estar provistas de marcas de fábrica en
los términos previstos en el artículo 25 del presente Regla-
mento”.

Asimismo, el artículo 40 del citado texto legal, señala
respecto a al documentación incorporada a la máquina, que
éstas deben tener adosadas:

“b) En lugar visible desde el exterior y debidamente pro-
tegida del deterioro, la matrícula correctamente diligenciada
y, en su caso, el documento justificativo del pago de la Tasa
Fiscal”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la correspondiente documentación precisa para su iden-
tificación y explotación.

I I I

Debe señalarse que una máquina no se puede instalar
hasta que no sea autorizado el boletín de instalación. En este
sentido se expresa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía de 11.10.1993, núm. 1.218. También, otras
sentencias del mismo Tribunal confirman dicho criterio, así
la de 22 de diciembre de 1993, que establecía:

“incluso acogiéndose al régimen del artículo 40 del Regla-
mento... la actividad administrativa de control de las condi-
ciones del cambio, entre otras las relativas al número de máqui-
nas del nuevo local, impiden entender que la autorización
sea meramente declarativa, más al contrario se puede concluir
que es constitutiva, es decir, sólo existirá desde el momento
del sello o visado del boletín”.

Igualmente, la de 7 de febrero de 1994, que en su fun-
damento jurídico quinto, establece que “los boletines de ins-
talación (...) permiten la identificación de la máquina en lugar
concreto y determinado, y conste que teniéndolos tres de ellas
para determinado local estaba en local distinto, y eso es un
hecho típico subsumible en el artículo 46.1 del tan citado
Reglamento”.

Asimismo, la de 21 de marzo de 1994, que en su fun-
damento jurídico cuarto dispone “(...) la primera diligenciación
del boletín de instalación de la máquina sólo habilita para
su emplazamiento en el local que aquél reseña, mas para
cualquier cambio de local será preciso que su traslado se vea
amparado por un nuevo diligenciado al que debe preceder
actividad del interesado solicitándolo”.

I V

Incluso para el caso de que el boletín de instalación haya
sido solicitado con anterioridad a la inspección que desen-
cadena el procedimiento sancionador, tiene respuesta el Regla-
mento vigente y debe mantenerse el criterio legalmente esta-
blecido y jurisprudencialmente ratificado de que la obtención
del boletín debe ser una actividad previa a la instalación y
funcionamiento de la máquina, sin que la mera solicitud, a
posibles expensas de una denegación, sea título habilitante
que pueda ser considerado como bastante.

Pues el vigente Reglamento de Máquinas Recreativas y
de Azar, establece para la solicitud de boletín de instalación,
cuando se requiera también la matrícula, en el último párrafo
del apartado tercero del artículo 28, que:

“Transcurridos veinticinco días desde la entrada en la
Delegación de Gobernación correspondiente de la solicitud de
explotación sin que se hubiese otorgado mediante la entrega
y diligenciación de la citada documentación, se podrá entender
desestimada”.

Por otro lado, en el caso de que la expedición del boletín
de instalación derive de un canje de máquina recreativa y
de azar, el último párrafo del apartado tercero del artícu-
lo 29 establece que:
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“Transcurrido un mes desde que fuera solicitado el cambio
de máquina sin haber obtenido de la Delegación de Gober-
nación correspondiente la matrícula y el boletín de instalación
de la nueva máquina, podrá entenderse desestimada la soli-
citud, quedando prohibida la instalación y explotación de esta”.

Por último, cuando la solicitud de instalación se realice
de conformidad con los artículos 44 y siguientes, el último
párrafo del artículo 45, establece que:

“Transcurrido el plazo de quince días desde la fecha de
entrada de la solicitud de autorización de instalación sin que
por la Delegación de Gobernación, se hubiere diligenciado
y entregado el boletín correspondiente a la entidad peticionaria,
se podrá entender desestimada la solicitud”.

En consecuencia, con lo expuesto en los párrafos ante-
riores, cualquier solicitud de boletín de instalación que no
sea resuelta en plazo, produce la desestimación por silencio
administrativo. Se trata, por tanto de un procedimiento admi-
nistrativo específico que en su regulación establece la dene-
gación por silencio administrativo, precisamente en garantía
de los solicitantes, para que puedan realizar cuantas acciones
estimen pertinente a fin de lograr la resolución expresa de
su solicitud, pero que en ningún modo habilita para instalar
la máquina y explotarla, porque se está haciendo ilegalmente,
contraviniendo lo establecido en el propio Reglamento.

Respecto a la ejecutividad de la sanción impuesta, debe-
mos tener presente lo que dispone el artículo 138.3 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, que dispone:

“La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía
administrativa”, ya que al tratarse de un procedimiento san-
cionador, la resolución impugnada no es ejecutiva hasta la
resolución del recurso interpuesto, todo ello de acuerdo, con
e l a r t í c u -
lo 109 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, donde se señala
expresamente, que ponen fin a la vía administrativa:

“a) Las resoluciones de los recursos de alzada”, y el ar-
tículo 48 de la Ley 6/83, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, donde se dispone
que ponen fin a la vía administrativa, los órganos “que resuel-
van recursos de alzada (..)”.

En este sentido se pronuncia la Sentencia del Tribunal
Supremo de 26 de abril de 1996, al señalar que “Una sanción
administrativa será ejecutiva cuando se haya agotado la vía
administrativa, con independencia del control que sobre dicha
actuación administrativa puedan desplegar los Tribunales de
Justicia”.

V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa, la Sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo caso acto sancionador se requiere, para ser con-
forme a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se
den los elementos esenciales para que sea sancionable, siendo
uno de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito,
la culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”.

En igual sentido se expresa la Sentencia del mismo Tri-
bunal de 5 de diciembre de 1987. Igualmente, la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1990, núme-
ro 76/90, aunque referida al procedimiento sancionador en
materia tributaria mantiene que en materia de infracciones
administrativas “sigue rigiendo el principio de culpabilidad (por
dolo, culpa o negligencia grave y culpa o negligencia leve
o simple negligencia)”.

V I

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es, mantener la
máquina a que se refiere el procedimiento sancionador de
referencia instalada y en funcionamiento careciendo del boletín
de instalación y el justificante de pago de la tasa fiscal sobre
el juego. Y las circunstancias concretas del caso pueden servir,
como ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar una
valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el artículo 131.3 de la Ley 30/92, que establece los criterios
para la graduación de la sanción a aplicar, y en el artícu-
lo 55.2 del Reglamento, lo que no pueden conducir es a
la exención de la responsabilidad por la infracción adminis-
trativa cometida, y para el caso concreto en el que nos encon-
tramos, se tuvo en cuenta en atención a los preceptos men-
cionados, la intencionalidad o reiteración en el incumplimiento
de la normativa que le era de obligado cumplimiento a la
empresa operadora que a lo largo de todo el año 1998, se
le habían incoado un total de nueve procedimientos sancio-
nadores, intencionalidad en una conducta sancionable, que
no reincidencia por cuanto no existían en la fecha de la reso-
lución firmeza en ninguno de los procedimientos incoados,
ya mencionados.

Todo lo expresado hasta ahora, conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse
aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
Maquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Andrés Fer-
nando Vílchez Estévez, en representación de Automá-
ticos Vílchez, SL, contra la Resolución del Delegado
del Gobierno de Granada, de fecha 11 de enero de
1999, recaída en el expte. núm. GR-277/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de



BOJA núm. 15Sevilla, 5 de febrero 2002 Página núm. 1.869

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado «Automáticos Vílchez, S.L.», contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Granada, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinticuatro de octubre de
dos mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

P r i m e r o . E l p r o c e d i m i e n t o s a n c i o n a d o r
núm. GR-277/98-M tramitado en instancia se fundamenta
en el acta levantada por miembros de la Unidad del Cuerpo
Nacional de Policía, adscrita a la Comunidad Autónoma de
Andalucía, por comprobación de los agentes que el día
19.10.98 en el establecimiento público denominado “Res-
taurante Veleta”, sito en Avda. Asegra, s/n, de Peligros (Gra-
nada), se encuentra instalada y en funcionamiento la máquina
recreativa tipo B-1 modelo Cirsa el Oro del Faraón con número
B-2029/98-3468, la cual carece de autorización de explo-
tación o matrícula, y por lo tanto cometiéndose una infracción
a la vigente Ley 2/86, de 19 de abril, sobre Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y al Reglamento
de Máquinas Recreativas y de Azar aprobado por Decreto
491/1996, de 19 de noviembre.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada por la que
se imponía a la entidad denunciada la sanción de dos millones
quinientas mil pesetas (2.500.000 ptas.), equivalente a
15.025,30 E, como responsable de unas infracciones a lo
dispuesto en los artículos 26.1 y siguientes del Reglamento
de Máquinas Recreativas y de Azar, siendo calificadas como
una infracción grave en virtud de lo establecido en el artícu-
lo 29.1 de la Ley del Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y artículo 53.1 del citado Reglamento.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, la inte-
resada interpone recurso de alzada, cuyas alegaciones son:

1. La excesiva cuantía de la sanción impuesta, en relación
con el principio de proporcionalidad.

2. Hasta que no sea firme el expediente administrativo
no puede ser ejecutiva la resolución.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 18 de junio de 2001 delega la competencia
para la resolución de los recursos administrativos en el Ilmo.
Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de Gobernación
de la Junta de Andalucía.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-

via, en los términos que reglamentariamente se determinen
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25 la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que “las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una guía de
circulación, del documento de matrícula, del boletín de ins-
talación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos”.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que:

“La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la correspondiente documentación precisa para su
explotación.

I I I

En cuanto a las alegaciones presentadas por el recurrente
se limita, sin entrar en el fondo de la cuestión a contradecir
el importe de la sanción que en su día se impuso, 2.500.000
ptas. por la infracción cometida y solicitar una rebaja en su
cuantía.

En primer lugar hay que señalar que está dentro de los
límites previstos para las faltas graves en el artículo 31 de
la Ley 2/86, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, los cuales oscilan entre las 100.001 y
5.000.000 de pesetas.

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es, mantener la
máquina a que se refiere el procedimiento sancionador de
referencia instalada y en funcionamiento careciendo de la auto-
rización de explotación. Y las circunstancias concretas del caso
pueden servir, como ha ocurrido en el presente supuesto, para
realizar una valoración ponderada de la sanción a imponer,
graduando la debida adecuación entre la gravedad del hecho
constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, como así
se requiere en el artículo 131.3 de la Ley 30/92, que establece
los criterios para la graduación de la sanción a aplicar, y en
el artículo 55.2 del Reglamento, lo que no pueden conducir
es a la exención de la responsabilidad por la infracción admi-
nistrativa cometida, y para el caso concreto en el que nos
encontramos, se tuvo en cuenta en atención a los preceptos
mencionados, la intencionalidad o reiteración en el incum-
plimiento de la normativa que le era de obligado cumplimiento
a la empresa operadora que a lo largo de todo el año 1998,
se le habían incoado un total de nueve procedimientos san-
cionadores, intencionalidad en una conducta sancionable, que
no reincidencia por cuanto no existían en la fecha de la reso-
lución firmeza en ninguno de los procedimientos incoados,
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ya mencionados. Extremo éste que si bien se tuvo en cuenta
por el órgano instructor, no es menos cierto que la cuantía
de la sanción es excesivamente alta, ya que según se refleja
en el acta de denuncia fue levantada el día 19 de octubre
de 1998, y el día 4 de noviembre de ese mismo año presenta
toda la documentación, si bien la presenta una vez que ha
sido denunciado, pero con una actitud tendente a modificar
el hecho típico y antijurídico, significando que procede una
reducción de la sanción, a tenor del artículo 131 de la
Ley 30/92, y 31.7 de la Ley 2/86, señalando que el recurrente
cuenta con numerosos expedientes pero según se ha podido
comprobar en todo ellos se aprecia una actitud reparadora
del hecho infractor, e incluso no consta que en el expediente
exista una confrontación con otra empresa operadora que impi-
da que con la presencia de esas máquinas sin la correspon-
diente autorización pueda haber otra empresa interesada en
la entrada de sus máquinas en el local, ni se aprecia que
el recurrente realice una actividad tendente a impedir o difi-
cultar la entrada de cualquier empresa destinada a la actividad,
circunstancia ésta que tendría mucha más importancia a la
hora de imponer una sanción mayor a la recurrente.

I V

Con respecto a la responsabilidad de la sancionada por
la infracción administrativa constatada, baste expresar que
para que exista infracción administrativa, en cuanto acción
típicamente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa, y así se expresa, la Sentencia
del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando
dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”.

En igual sentido se expresa la Sentencia del mismo Tri-
bunal de 5 de diciembre de 1987. Igualmente, la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1990, número
76/90, aunque referida al procedimiento sancionador en mate-
ria tributaria mantiene que en materia de infracciones admi-
nistrativas “sigue rigiendo el principio de culpabilidad (por dolo,
culpa o negligencia grave y culpa o negligencia leve o simple
negligencia)”.

Vistos, la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto
491/96, de 19 de noviembre, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo estimar parcialmente el recurso
interpuesto, declarando una reducción de la cuantía de la san-
ción impuesta a un millón de pesetas (1.000.000 de ptas.),
equivalente a 6.010,12 E, sancionándose, dentro de la falta
grave.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por don Julio Miguel
Martín Moreno, contra la Resolución del Delegado del
Gobierno de Granada, de fecha 25 de enero de 2000,
recaída en el expte. núm. GR-513/99-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al interesado don Julio Miguel Martín Moreno, contra Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Granada, por
la presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a diecinueve de octubre de dos mil uno.
Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

P r i m e r o . E l p r o c e d i m i e n t o s a n c i o n a d o r
núm. GR-513/99/EP tramitado en instancia, se fundamenta
en la denuncia levantada el 21 de noviembre de 1999, por
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad
Autónoma de Andalucía, incluidos en el ámbito de aplicación
de la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad, en virtud de la cual:

En el establecimiento público denominado “Pub Pala-
dium”, se produjo el incumplimiento del horario reglamen-
tariamente establecido, por el exceso de la hora de cierre (4,25
horas) con respecto a aquélla en que el mismo debería encon-
trarse cerrado al público.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la que
se imponía multa de cien mil pesetas (100.000 pesetas,
601,01 euros), como responsable de una infracción a lo dis-
puesto en el art. 26.e) de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana (BOE 46,
de 22 de febrero de 1992), en relación con el art. 1 de la
Orden de 14 de mayo de 1987, por la que se determina
el horario de cierre de los espectáculos y establecimientos
públicos (BOJA 42, de 14 de marzo de 1987), y art. 81.35
del Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto (BOE 267,
de 6 de noviembre de 1982).

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, el inte-
resado interpone en plazo escrito, calificado como recurso de
alzada al amparo del artículo 110.2 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, en el que sucintamente formula las siguientes
alegaciones:

Con fecha 31 de mayo de 1999, traspasé el referido
negocio, tramitando mi baja en todos los organismos con efec-
tos de dicho día, adjuntando como prueba: Resolución del
contrato de arrendamiento de fecha 18 de junio de 1999,
parte de baja en la Seguridad Social por cese en la actividad
y baja en el I.A.E., con data 31 de mayo de 1999.
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-
nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación, ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.

I I

De acuerdo con el artículo 26.e) de la Ley Orgánica 1/92,
de 21 de febrero, constituye infracción leve: “el exceso en
los horarios establecidos para la apertura de establecimientos
y la celebración de espectáculos públicos o actividades recrea-
tivas”. La descripción de la infracción no es completa, sino
que contiene una remisión implícita a la norma en la que
se disponen dichos horarios, que en el caso de la Comunidad
Autónoma es la Orden de 14 de mayo de 1987 de la Consejería
de Gobernación, por la que se establece el horario de cierre
de espectáculos y establecimientos públicos, que desde esta
perspectiva debe considerarse elemento integrante del tipo.

I I I

En lo referente a las alegaciones formuladas:

a) El acta/denuncia que dio lugar a la incoación del expe-
diente fue levantada a doña María Nieves Ortega como pro-
pietaria y responsable del establecimiento de referencia, el
21 de noviembre de 1999.

b) El expediente se incoó a don Julio Miguel Martín More-
no, ya que según los antecedentes obrantes tanto en la Dele-
gación del Gobierno de Granada como en el Ayuntamiento
de la citada capital, éste era el titular de la licencia municipal
de apertura, no obstante las pruebas aportadas por el mismo
desvirtúan los hechos por los que fue sancionado en la reso-
lución ahora recurrida; así tanto de la resolución del contrato
de arrendamiento, de fecha 18 de junio de 1999, del parte
de baja en la Seguridad Social por cese en la actividad y
de la baja en el I.A.E., ambas con data 31 de mayo de 1999,
se desprende que don Julio Miguel Martín Moreno no guardaba
relación alguna con el local objeto de sanción en el momento
en que fue levantada el acta/denuncia.

Por cuanto antecede, vistas la Ley Orgánica 1/92, de
21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana;
el Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se
aprueba el Reglamento General de Policía de Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas; la Orden de 14 de mayo
de 1987 por la que se determina el horario de cierre de los
espectáculos y establecimientos públicos, así como las demás
normas de especial y general aplicación, resuelvo estimar el
recurso interpuesto, anulando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de

13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 10 de enero de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se autoriza al Ayuntamiento de Moraleda de Zafayona
(Granada) para que enajene trece viviendas de sus
bienes de propios a los vecinos ocupantes de las
mismas.

Ha tenido entrada en esta Dirección General de Admi-
nistración Local escrito del Ilmo. Ayuntamiento de Moraleda
de Zafayona (Granada), solicitando la autorización para ena-
jenar trece viviendas de sus bienes de propios a los ocupantes
de las mismas.

Las viviendas objeto de enajenación son las que se rela-
cionan a continuación:

- Vivienda en Carretera del Turro, núm. 15, a favor de
don José Pérez Arcallados por importe de 23.841,07 euros,
es la finca registral 927, inscripción 2.ª, del Registro de Alhama
de Granada.

- Vivienda en calle Bilbao, núm. 10, a favor de don Andrés
Lucena Cervera por importe de 27.905,83 euros, forma parte
de la finca registral 2.671, inscripción 2.ª, del Registro de
Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Bilbao, núm. 12, a favor de don
Manuel Cervera Camino por importe de 28.144,38 euros,
es la finca registral 2.671, inscripción 2.ª, del Registro de
Alhama de Granada.

- Vivienda en Carretera del Turro, núm. 25-A , a favor
de don Angel Molina Moreno por importe de 12.727,75 euros,
es la finca registral 3.630, inscripción 1.ª, del Registro de
Alhama de Granada.

- Vivienda en Carretera del Turro, núm. 25-B, a favor
de don Manuel Arroyo Ordóñez por importe de 12.323,15
euros, es la finca registral 3.631, inscripción 1.ª, del Registro
de Alhama de Granada.

- Vivienda en Carretera del Turro, núm. 27-A, a favor
de don José Antonio Maldonado Amador por un importe de
12.323,15 euros, es la finca registral núm. 3.632, inscrip-
ción 1.ª, del Registro de Alhama de Granada.

- Vivienda en Carretera del Turro, núm. 27-B, a favor
de don Francisco Cervera García, por importe de 12.323,15
euros, es la finca registral 3.633, inscripción 1.ª, del Registro
de Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 98, a favor de
don Tomás Parejo Acebedo y doña Dolores López Marín, por
importe de 10.013,76 euros, forma parte de la finca registral
930, inscripción 2.ª, del Registro de Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 100, a favor
de don Rafael Fajardo Fernández, por importe de 10.013,76
euros, forma parte de la finca registral 930, inscripción 2.ª,
del Registro de Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 102, a favor
de don Isidro Roldán Guerrero por importe de 10.013,76
euros, forma parte de la finca registral 930, inscripción 2.ª,
del Registro de la Propiedad de Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 104, a favor
de don Gerardo Morales Márquez, don Antonio Morales Már-
quez y don Francisco Márquez Cano, por importe de
10.013,76 euros, forma parte de la finca registral 930, ins-
cripción 2.ª, del Registro de la Propiedad de Alhama de
Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 106, a favor
de don José Antonio Muñoz Cortés, por importe de 10.252,79
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euros, forma parte de la finca registral 930, inscripción 2.ª,
del Registro de la Propiedad de Alhama de Granada.

- Vivienda en calle Fray Leopoldo, núm. 108, a favor
de don Rafael Cortés Heredia, por el precio de 10.252,79
euros, forma parte de la finca registral 930, inscripción 2.ª,
del Registro de la Propiedad de Alhama de Granada.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada de los ocupantes de las
viviendas objeto de enajenación por un tiempo superior a dos
años, así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Adicional Primera
de la Ley 15/2001, de diciembre, por la que se aprueban
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas,
que señala que «Las Entidades Locales que no hayan ena-
jenado directamente los inmuebles de su propiedad en el plazo
señalado en el apartado 1 de la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, podrán enajenar directamente
desde la finalización del plazo establecido en la citada Ley
hasta el 31 de diciembre del año 2002, en los siguientes
supuestos:

B) Viviendas ocupadas mediante cualquier título por quie-
nes ostenten la posesión pacífica de las mismas y cumplan
los siguientes requisitos: a) Que el ocupante haya estado en
posesión efectiva y continuada de la vivienda que constituya
su domicilio habitual dos años inmediatamente antes de la
entrada en vigor de la Ley cualquiera que sea su título de
ocupación, b) Que la entidad local no hubiere iniciado acciones
de desahucio en vía administrativa o judicial antes de la entrada
en vigor de esta Ley».

El artículo 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre, confiere
competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia
de Régimen Local.

Acreditada documentalmente la situación física y jurídica
de los bienes inmuebles, su valoración por técnico competente,
así como la posesión pacífica y continuada de los ocupantes
de los mismos por un tiempo superior a dos años, resultan
bastante en orden a proceder a la autorización para la ena-
jenación de trece viviendas de propiedad municipal.

En consecuencia, vistos los antecedentes expuestos, las
disposiciones citadas y las normas generales de aplicación,
se considera que, en virtud de las competencias atribuidas,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 44.5 de la Ley 6/83,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
y art. 5.3 del Decreto 425/2000, de 7 de noviembre, por
el que se determinan los órganos competentes de la Consejería
de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes de
las Entidades Locales, esta Dirección General

R E S U E L V E

Primero. Autorizar al Ilmo. Ayuntamiento de Moraleda de
Zafayona, Provincia de Granada, a que enajene las viviendas
identificadas al principio de esta Resolución y que forman
parte de su patrimonio municipal en las condiciones y cir-
cunstancias expuestas.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso potestativo
de reposición ante este órgano en el plazo de un mes, contado
a partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la noti-
ficación del presente acto, o interponer directamente el recurso
contencioso-administrativo ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, de
conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 10 de enero de 2002.- El Director General,
Alfonso Yerga Cobos.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ACUERDO de 18 de diciembre de 2001, del Con-
sejo de Gobierno, por el que se autoriza a la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico para constituir
diversos Consorcios de las Unidades Territoriales de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico.

El Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre
reestructuración de Consejerías, y el Decreto 244/2000, de
31 de mayo, por el que se regula la Estructura Orgánica de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, atribuyen
las competencias de la misma.

La consecución del pleno empleo requiere del diseño y
puesta en marcha de políticas activas y dinámicas no sólo
en cuanto a sus orientaciones sino también teniendo en cuenta
el entorno donde han de aplicarse; en este sentido, las políticas
de cooperación territorial desarrolladas por el Gobierno andaluz
han supuesto una apuesta firme y decidida por la consecución
de este objetivo, prueba de ello es la puesta en marcha por
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Orden
de 29 de mayo de 2001, donde se establece el Programa
de Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local y Tec-
nológico como instrumentos de cooperación con las Corpo-
raciones Locales de Andalucía.

Las Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local
Tecnológico (UTEDLT) se configuran como instrumentos con
capacidad para dinamizar el empleo local, lograr un mejor
y mayor aprovechamiento de los recursos en cada una de
las zonas y acercar los servicios que, en materia de empleo,
promoción de empresas, industria y desarrollo tecnológico,
ofrece la Consejería a los ciudadanos y ciudadanas.

Dichas Unidades se constituyen como estructruras de co-
operación estables de desarrollo local mediante la figura de
Consorcios Administrativos, cuyos ámbitos de actuación son
los señalados en la mencionada Orden de 29 de mayo de
2001. Dichos Consorcios, al ser Corporaciones de Derecho
Público, gozan de personalidad jurídica propia que se cons-
tituyen con el objetivo de contribuir a un desarrollo equilibrado
y sostenido del territorio que conforman los municipios inte-
grantes del mismo, mediante la promoción de medidas que
supongan un aprovechamiento pleno de las posibilidades que
ofrece el territorio.

Al respecto, los artículos 87 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local; 110.1 del
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Vigen-
tes en materia de Régimen Local, y 33 de la Ley 7/1993,
de 27 de julio, de Demarcación Municipal de Andalucía, reco-
nocen a las Administraciones Públicas capacidad para cons-
tituir con Entidades Locales Consorcios para la consecución
de fines de interés común.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y
Desarrollo Tecnológico, el Consejo de Gobierno, en su reunión
del día 18 de diciembre de 2001, adoptó el siguiente

A C U E R D O

Primero. Autorizar al Consejero de Empleo y Desarrollo
Tecnológico para que, en nombre y representación de la Admi-
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nistración de la Junta de Andalucía, y en el marco de las
políticas de cooperación territorial, realice cuantas actuaciones
sean precisas para la constitución de los Consorcios de las
Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local y Tec-
nológico, que estarán integrados por la Junta de Andalucía
y por las Entidades Locales que figuran en el Anexo de este
Acuerdo, y que tendrán como objeto potenciar y promocionar
los recursos endógenos de la zona a efecto de generar más
empleo y de acercar los servicios de los que dispone la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico a la población.

A tal efecto, el Consejero de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico formalizará las correspondientes Actas de Constitu-
ción y la aprobación de sus Estatutos.

Segundo. El presente Acuerdo deberá publicarse en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, surtiendo efectos el
día siguiente al de su publicación.

Sevilla, 18 de diciembre de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

A N E X O

ALMERIA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Adra.

Sede: Adra.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Antas, Arboleas, Bédar, Garrucha,
Huércal-Overa, Los Gallardos, Pulpí, Tabernas, Turre, Vera
y Zurgena.

Sede: Huércal-Overa.

CADIZ

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Jerez de la Frontera.

Sede: Jerez de la Frontera.

CORDOBA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Campiña Sur Cordobesa.

Sedes: Montilla y Puente Genil.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Subbética Cordobesa.

Sedes: Lucena, Priego de Córdoba y Rute.

GRANADA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Alhama de Granada, Arenas del Rey,
Cacín, Jayena, Santa Cruz del Comercio y Zafarraya.

Sede: Alhama de Granada.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Alfacar, Beas de Granada, Calicasas,
Cogollos Vega, Güevéjar, Huétor Santillán, Nívar y Víznar.

Sede: Alfacar.

HUELVA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Punta Umbría, Ayamonte, Lepe, Isla
Cristina y Aljaraque.

Sede: Lepe.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Beas, Gibraleón, San Juan, Trigueros
y Valverde del Camino.

Sede: Valverde del Camino.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico del Condado de Huelva.

Sedes: Bollullos Par del Condado y Bonares.

JAEN

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Iznatoraf, Sorihuela de Guadalimar,
Villacarrillo y Villanueva del Arzobispo.

Sede: Villacarrillo.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Linares.

Sede: Linares.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Baeza, Begíjar, Canena, Ibros y Lupión.

Sede: Baeza.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Alcaudete, Alcalá la Real, Castillo de
Locubín, Frailes, Los Villares y Valdepeñas de Jaén.

Sede: Alcaudete la Real.

MALAGA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Guadalteba.

Sede: Campillos.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Montes-Alta Axarquía.

Sede: Periana.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Alora, Almogía, Cártama, Pizarra y
Valle de Abdalajís.

Sede: Alora.

SEVILLA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Carmona, El Viso del Alcor y Mairena
del Alcor.

Sede: Carmona.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Sierra Norte de Sevilla.

Sede: Cazalla de la Sierra.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico del Aljarafe de Sevilla.

Sedes: Camas, Castilleja de la Cuesta, Sanlúcar la Mayor
y San Juan de Aznalfarache.

ACUERDO de 18 de diciembre de 2001, del Con-
sejo de Gobierno, por el que se autoriza a la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico para constituir
diversos Consorcios de las Unidades Territoriales de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico.

El Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre
reestructuración de Consejerías, y el Decreto 244/2000, de
31 de mayo, por el que se regula la estructura orgánica de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, atribuyen
las competencias de la misma.
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La consecución del pleno empleo requiere del diseño y
puesta en marcha de políticas activas y dinámicas no sólo en
cuanto a sus orientaciones sino también teniendo en cuenta
el entorno donde han de aplicarse; en este sentido, las políticas
de cooperación territorial desarrolladas por el Gobierno andaluz
han supuesto una apuesta firme y decidida por la consecución de
este objetivo, prueba de ello es la puesta en marcha por la
Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Orden de
29 de mayo de 2001, donde se establece el Programa de Uni-
dades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico,
como instrumentos de cooperación con las Corporaciones Loca-
les de Andalucía.

Las Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico (UTEDLT) se configuran como instrumentos con
capacidad para dinamizar el empleo local, lograr un mejor
y mayor aprovechamiento de los recursos en cada una de
las zonas y acercar los servicios que, en materia de empleo,
promoción de empresas, industria y desarrollo tecnológico,
ofrece la Consejería a los ciudadanos y ciudadanas.

Dichas Unidades se constituyen como estructuras de co-
operación estables de desarrollo local mediante la figura de
Consorcios Administrativos, cuyos ámbitos de actuación son
los señalados en la mencionada Orden de 29 de mayo de
2001. Dichos Consorcios, al ser Corporaciones de Derecho
Público, gozan de personalidad jurídica propia que se cons-
tituyen con el objetivo de contribuir a un desarrollo equilibrado
y sostenido del territorio que conforman los Municipios inte-
grantes del mismo, mediante la promoción de medidas que
supongan un aprovechamiento pleno de las posibilidades que
ofrece el territorio.

Al respecto, los artículos 87 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local; 110.1 del
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones vigen-
tes en materia de Régimen Local, y 33 de la Ley 7/1993,
de 27 de julio, de Demarcación Municipal de Andalucía, reco-
nocen a las Administraciones Públicas capacidad para cons-
tituir con Entidades Locales Consorcios para la consecución
de fines de interés común.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y
Desarrollo Tecnológico, el Consejo de Gobierno, en su reunión
del día 18 de diciembre de 2001, adoptó el siguiente

A C U E R D O

Primero. Autorizar al Consejero de Empleo y Desarrollo
Tecnológico para que, en nombre y representación de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, realice cuantas actua-
ciones sean precisas para la constitución de los Consorcios
de las Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico, que estarán integrados por la Junta de Andalucía
y por las Entidades Locales que figuran en el Anexo de este
Acuerdo, y que tendrán como objeto potenciar y promocionar
los recursos endógenos de la zona a efecto de generar más
empleo y de acercar los servicios de los que dispone la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico a la población.

A tal efecto, el Consejero de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico formalizará las correspondientes Actas de Constitu-
ción y la aprobación de sus Estatutos.

Segundo. El presente Acuerdo deberá publicarse en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, surtiendo efectos el
día siguiente al de su publicación.

Sevilla, 18 de diciembre de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

A N E X O

ALMERIA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Alcolea, Bayárcal, Berja, Dalías, Darri-
cal, Fondón, Láujar de Andarax y Paterna del Río.

Sede: Berja.

CORDOBA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico del Alto Guadalquivir.

Sede: Montoro.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Vega del Guadalquivir.

Sede: La Carlota y Palma del Río.

GRANADA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Santa Fe.

Sede: Santa Fe.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Agrón, Alhendín, Armilla, Churriana,
Escúzar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura y Ventas de
Huelma.

Sede: Armilla.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Cájar, Cenes de la Vega, Dílar, Dúdar,
Gójar, Güéjar Sierra, Huétor Vega, La Zubia, Monachil, Pino
Genil y Quéntar.

Sede: La Zubia.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico del Marquesado de Granada.

Sede: Alquife.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Albuñuelas, Dúrcal, El Pinar, El Valle,
Lecrín, Nigüelas, Padul y Villamena.

Sede: Padul.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Baza, Benamaurel, Caniles, Cortes de
Baza, Cuevas del Campo, Cúllar, Freila y Zújar.

Sede: Baza.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Albondón, Albuñol, Gualchos, Itrabo,
Los Guajares, Lújar, Molvízar, Motril, Polopos, Rubite, Salo-
breña, Sorvilán y Vélez de Benaudalla.

Sede: Motril.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Río Verde.

Sede: Almuñécar.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Comarca de Huéscar.

Sede: Huéscar.

HUELVA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Beturia.

Sede: Villanueva de los Castillejos.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico del Andévalo-Minero de Huelva.

Sede: Calañas.
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Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de la Cuenca Minera de Huelva.

Sede: Nerva.

MALAGA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Archidona, Cuevas Bajas, Cuevas de
San Marcos, Villanueva de Algaidas, Villanueva de Tapia, Villa-
nueva del Rosario y Villanueva del Trabuco.

Sede: Archidona.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Almáchar, Benamargosa, Benamo-
carra, Cútar, El Borge, Iznate, Macharaviaya, Moclinejo, Rin-
cón de la Victoria y Totalán.

Sede: Benamocarra.

SEVILLA

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de La Lantejuela, Los Corrales, Martín
de la Jara, Osuna y Puebla de Cazalla.

Sede: Osuna.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Tierras de Doñana.

Sede: Puebla del Río.

Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico de Arahal, Marchena y Paradas.

Sede: Marchena.

ACUERDO de 18 de diciembre de 2001, del Con-
sejo de Gobierno, por el que se autoriza al titular de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico para
constituir el Consorcio Centro Andaluz de Formación
Integral de las Industrias del Ocio.

El Decreto del Presidente de 6/2000, de 28 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, asigna a la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico las competencias en mate-
ria de formación de los empresarios y trabajadores en el ámbito
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Asimismo, el Decre-
to 244/2000, de 31 de mayo, por el que se establece la
Estructura Orgánica de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico, atribuye dichas competencias a la Dirección
General de Formación Profesional Ocupacional.

En este contexto, la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico marca entre sus objetivos prioritarios la mejora
de la formación profesional, como elemento dinamizador de
la inserción y reinserción laboral de la población activa anda-
luza e incentivo para la creación de empleo estable en la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Para la consecución de este objetivo de carácter general,
destaca, entre las líneas de actuación de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, el Programa de Consorcios
Escuelas y Centros especializados en Formación Profesional
Ocupacional, que promueve la creación de una oferta formativa
propia de la Administración andaluza que facilite, en el marco
de una formación de excelencia, una mayor conexión y una
adecuación mejor entre las acciones formativas y las demandas
de cualificación profesional de los sectores productivos y del
mercado laboral.

El modelo formativo de Consorcios-Escuelas especializa-
dos se ha configurado como un instrumento eficaz en la mejora
de la Formación Profesional para la inserción laboral de los
jóvenes andaluces. En consecuencia, el Gobierno Andaluz
apuesta decididamente por el desarrollo del modelo, tanto en
lo relativo a ampliación de especialidades formativas, con espe-
cial incidencia en aquellas cualificaciones profesionales con

gran potencialidad de empleo, como al desarrollo territorial
del modelo formativo en Andalucía.

Al respecto, el artículo 33 de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, de Demarcación Municipal de Andalucía, reconoce a
las Administraciones Públicas capacidad para constituir con
Entidades Locales Consorcios para la consecución de fines
de interés común.

En virtud de lo establecido en el artículo 6.bis.2 de la
Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma Andaluza, a propuesta del Con-
sejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico, el Consejo de
Gobierno, en su reunión del día 18 de diciembre de 2001,
adoptó el siguiente

A C U E R D O

Autorizar al Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico
para que, en nombre y representación de la Administración
de la Junta de Andalucía, realice cuantas actuaciones sean
precisas para la constitución del Consorcio «Centro Andaluz
de Formación Integral de las Industrias del Ocio», en Mijas,
con el Ayuntamiento de Mijas, y que tendrá por objeto la
construcción y gestión del citado Centro formativo.

A tal efecto, el Consejero de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico concurrirá a la formalización del Acta de Constitución
y aprobará los Estatutos, de conformidad con su proyecto incor-
porado al expediente de este Acuerdo, sin perjuicio de pre-
cisiones de tipo complementario o formal que fueren necesarias
introducir en los mismos previamente a su aprobación.

Asimismo, se autoriza al Consejero de Empleo y Desarrollo
Tecnológico para ordenar la publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía de los referidos Estatutos una vez
aprobados.

Sevilla, 18 de diciembre de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 28 de diciembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Córdoba, por la que se
acuerda la publicación de las subvenciones concedidas
para las Nuevas Actuaciones Plan Director, ejercicio
2001.

La Orden de la Consejería de Turismo y Deporte de 21
de marzo de 2001 (BOJA núm. 40, de 5 de abril) establece
el procedimiento general de la concesión de ayudas para la
construcción de instalaciones deportivas en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, habiéndose procedido a la convo-
catoria de las mencionadas ayudas para el ejercicio de 2001,
mediante lo establecido en su Disposición Adicional Primera.

Vistas las solicitudes presentadas y resueltos los expe-
dientes incoados, en cumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 109 de la Ley General de la Hacienda Pública de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, en el artículo 18 de la
Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para el
año 2001, y en el artículo 10 de la Orden de la Consejería
de Turismo y Deporte de 5 de abril de 2001, se publican
como Anexo a la presente Resolución las subvenciones con-
cedidas a las entidades beneficiarias establecidas en el artícu-
lo 3.2, con cargo a las aplicaciones presupuestarias siguientes:
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0.1.14.00.01.14. .76102.38A.2.
3.1.14.00.01.14. .76102.38A.9.2002.

Se desestiman aquellas solicitudes que no figuren en el
Anexo, quedando, en todo caso, acreditado en los expedientes
los fundamentos de las correspondientes resoluciones. Contra
esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá
interponerse con carácter potestativo recurso de reposición ante
este Organo, en el plazo de un mes, a partir del día siguiente
al de su publicación, o recurso contencioso-administrativo ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente al de su publicación, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Córdoba, 28 de diciembre de 2001. El Delegado, Ramón
Narváez Ceballos.

A N E X O

Expediente: CO-4-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de El Viso.
Finalidad: Construcción Pistas de Tenis.
Cantidad concedida: 4.982.782 ptas. (29.947,12

euros).

Expediente: CO-6-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Pedro-Abad.
Finalidad: Construcción Pista de Petanca y Urbanización

Exterior de Recinto Polideportivo.
Cantidad concedida: 4.996.898 ptas. (30.031,96

euros).

Expediente: CO-30-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Cabra.
Finalidad: Construcción de Pista Polideportiva en Huertas

Bajas.
Cantidad concedida: 4.891.771 ptas. (29.400,14

euros).

Expediente: CO-33-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Valsequillo.
Finalidad: Reparación de Cerramiento Polideportivo.
Cantidad concedida: 1.929.034 ptas. (11.593,73

euros).

Expediente: CO-34-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Fuente Obejuna.
Finalidad: Construcción de Campo de Fútbol en Aldea

Piconcillo.
Cantidad concedida: 4.898.690 ptas. (29.441,72

euros).

Expediente: CO-40-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de San Sebastián de los

Ballesteros.
Finalidad: Acondicionamiento de Campo de Fútbol.
Cantidad concedida: 900.000 ptas. (5.409,11 euros).

Expediente: CO-46-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de La Rambla.
Finalidad: Ampliación Torreta Luz y mejora iluminación

Campo de Fútbol.
Cantidad concedida: 4.000.000 de ptas. (24.040,48

euros).

Expediente: CO-49-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Añora.
Finalidad: Construcción de Pista de Tenis en Piscina

Municipal.
Cantidad concedida: 4.789.537 ptas. (28.785,70

euros).

Expediente: CO-53-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Belalcázar.
Finalidad: Finalización de Gimnasio Municipal.
Cantidad concedida: 4.925.335 ptas. (29.601,86

euros).

Expediente: CO-54-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Algallarín.
Finalidad: Pavimentación de Pistas Polideportivas.
Cantidad concedida: 3.801.225 ptas. (22.845,82

euros).

Expediente: CO-56-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Iznájar.
Finalidad: Reparación de Piscina Municipal.
Cantidad concedida: 4.669.464 ptas. (28.064,04

euros).

Expediente: CO-57-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Pedroche.
Finalidad: Mejora de Pista Polideportiva.
Cantidad concedida: 4.392.801 ptas. (26.401,27

euros).

Expediente: CO-63-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Benamejí.
Finalidad: Adaptación de Campo de Fútbol (asientos).
Cantidad concedida: 2.160.496 ptas. (12.948,84

euros).

Expediente: CO-24A-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Montilla.
Finalidad: Valla Protección Campo Fútbol 7, Campo Fútbol

Albero y Circuito de Bicicross.
Cantidad concedida: 3.000.000 de ptas. (18.030,36

euros).

Expediente CO-24B-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Montilla.
Finalidad: Riego Automático Campo Fútbol 7 y Campo

Fútbol Albero.
Cantidad concedida: 2.000.000 de ptas. (12.020,24

euros).

Expediente: CO-35-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Fuente la Lancha.
Finalidad: Construcción Pista Polideportiva en C.P. Santa

Catalina.
Cantidad concedida: 4.800.043 ptas. (28.848,84

euros).

Expediente: CO-36A-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Villafranca.
Finalidad: Construcción Pista de Tenis.
Cantidad concedida: 4.759.058 ptas. (28.602,51

euros).

Expediente: CO-36B-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Villafranca.
Finalidad: Construcción Pista de Padle.
Cantidad concedida: 2.876.159 ptas. (17.286,06

euros).

Expediente: CO-39-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Peñarroya Pueblonuevo.
Finalidad: Reforma Campo fútbol Municipal Casas Blancas.
Cantidad concedida: 4.980.831 ptas. (29.935,40

euros).

Expediente: CO-44A-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Montoro.
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Finalidad: Acondicionamiento Campo de Fútbol.
Cantidad concedida: 4.943.729 ptas. (29.712,41

euros).

Expediente: CO-44B-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Montoro.
Finalidad: Acondicionamiento Pistas Polideportivas.
Cantidad concedida: 4.954.802 ptas. (29.778,96

euros).

Expediente CO-52-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de El Guijo.
Finalidad: Reforma Campo de Fútbol.
Cantidad concedida: 4.974.162 ptas. (29.895,32

euros).

Expediente: CO-60-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Santaella.
Finalidad: Cercado Pista Polideportiva.
Cantidad concedida: 4.659.515 ptas. (28.004,25

euros).

Expediente: CO-61A-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Rute.
Finalidad: Construcción Pista Polideportiva C.P. los Pinos.
Cantidad concedida: 4.974.728 ptas. (29.898,72

euros).

Expediente: CO-61B-01/I.D.
Beneficiario: Ayuntamiento de Rute.
Finalidad: Remodelación Piscina Municipal.
Cantidad concedida: 3.017.201 ptas. (18.133,79

euros).

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 21 de diciembre de 2001, por la que
se hace pública una subvención a favor del promotor
público Esisa, Empresa de Suelo Isleña, SA, para la
construcción de 60 viviendas protegidas de nueva
construcción destinadas a arrendamientos en manzana
1.620-B, UE 35 La Magdalena, término municipal de
San Fernando (Cádiz), acogidas al Régimen Autonó-
mico de Promoción Pública en Alquiler del Decreto
166/1999, de 27 de julio, en virtud de la Disposición
Adicional Quinta/Transitoria Sexta de la Orden de 27
de enero de 2000.

Ilmos. Sres.:

Por don Lorenzo Braojos Ruiz, en representación de «Esisa
Empresa de Suelo Isleña, S.A., se solicita al amparo de la
Disposición Adicional Quinta/Transitoria Sexta de la Orden de
27 de enero de 2000, la subvención complementaria corres-
pondiente a las actuaciones de Viviendas Protegidas de Nueva
Construcción destinadas a Arrendamiento financiadas a través
del R.D. 1186/1998, de 12 de junio, y que se acogen al
Régimen Autonómico de Promoción Pública en Alquiler esta-
blecido en la Sección Primera, Capítulo II, Título I, del Decre-
to 166/1999, de 27 de julio, en virtud del contenido de las
mencionadas disposiciones, todo ello relativo a la promoción
de 60 viviendas, en Manzana 1.620-B, U.E. 35 «La Mag-
dalena», término municipal de San Fernando (Cádiz).

Por parte de la entidad Promotora Pública ha sido acre-
ditado la obtención de la Calificación Provisional de Viviendas
de Protección Oficial, el préstamo cualificado correspondiente,
en el marco del R.D. 1186/1998, de 12 de junio y demás
requisitos exigidos en el artículo 69 del Decreto 166/1999,
de 27 de julio, y aportada en su momento la documentación

que establece el artículo 41 de la Orden de 27 de enero de
2000.

De conformidad con la Disposición Adicional Quinta/Tran-
sitoria Sexta, de la Orden de 27 de enero de 2000, y en
relación a las ayudas obtenidas en el marco del R.D.
1186/1998, de 12 de junio, y las contenidas en el artícu-
lo 67 del Decreto 166/1999, de 27 de julio, la Consejería
de Obras Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía,
podrá subvencionar a fondo perdido la mencionada actuación
protegida en los términos que establecen las citadas Dis-
posiciones.

En su virtud, teniendo en cuenta el cumplimiento de las
formalidades legales exigidas en la normativa aplicable, por
esta Consejería se ha dispuesto lo siguiente:

Primero. Se concede a «Esisa», una subvención a fondo
perdido aplazada en veinticinco anualidades sucesivas coin-
cidentes con las de amortización del préstamo, calculadas en
los términos que se establecen en la Estipulación Quinta del
Convenio de Ejecución suscrito al efecto. Dicha subvención
tendrá como destino subsidiar las cuotas hipotecarias del prés-
tamo cualificado con el que se financia la promoción de 60
Viviendas Protegidas de Nueva Construcción destinadas a
Arrendamiento, en Manzana 1.620-B, U.E. 35 «La Magda-
lena», término municipal de San Fernando (Cádiz), y que
asciende a un total de doscientos noventa millones setecientas
cincuenta y cuatro mil ciento sesenta y dos pesetas
(290.754.162 ptas.), equivalente a un millón setecientos cua-
renta y siete mil cuatrocientos sesenta y siete euros y setenta
y un céntimos (1.747.467,71 euros).

Segundo. El abono de la subvención se efectuará por
anualidades según el cuadro de anualidades que se adjunta,
siendo necesario para el pago de la primera anualidad aportar
certificado de la entidad prestamista acreditando la fecha de
terminación del período de carencia e inicio del periodo de
amortización, así como el tipo de interés aplicable. Para poder
tramitar el abono de la segunda y posteriores cantidades, debe-
rá acreditarse mediante certificación expedida por la entidad
prestamista, que los importes percibidos con anterioridad han
sido aplicados en su totalidad a la amortización del crédito.

Tercero. La Consejería de Obras Públicas y Transportes
de la Junta de Andalucía, se reserva el derecho de modificar
de oficio el importe de las anualidades detalladas en el cuadro
Anexo, en orden a ajustarlas a los cambios en los tipos de
interés del aplazamiento, fechas reales de inicio y terminación
de las obras, y otras incidencias que se puedan producir duran-
te el desarrollo del expediente.

Cuarto. Se autoriza al Viceconsejero para que dicte las
instrucciones necesarias para la ejecución, desarrollo y cum-
plimiento de lo dispuesto en la presente Orden que entrará
en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento y efectos.

Sevilla, 21 de diciembre de 2001

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

CUADRO ANUALIDADES SUBVENCION REA

Expediente: CA-00/35-REA.
Promoción: 60 Viviendas en La Magdalena.
Municipio: San Fernando (Cádiz).
Promotor: Esisa.



BOJA núm. 15Página núm. 1.878 Sevilla, 5 de febrero 2002

El importe de las anualidades de la subvención comple-
mentaria se ha calculado con un tipo de interés anual del
3,87 TAE.

ORDEN de 28 de diciembre de 2001, por la que
se concede una subvención al Ayuntamiento de Arqui-
llos (Jaén) para la renovacion de saneamiento y pavi-
mentación de la calle Nueva.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes, en el mar-
co de sus competencias, incluye entre sus Programas de Actua-
ción la dotación a las Corporaciones Locales de los medios
suficientes para atender sus propias necesidades de infraes-
tructura.

Por el Ayuntamiento de Arquillos (Jaén) se ha solicitado
una subvención a la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes para financiar las obras de renovación y saneamiento
de la calle Nueva.

Considerando el interés de dicha iniciativa y su carácter
excepcional, al amparo de lo establecido en el art. 107 de
la Ley General de la Hacienda Pública; visto el expediente
instruido por la Secretaría General Técnica, y en virtud de
las facultades atribuidas por el art. 39 de la Ley de Gobierno
y Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía y
por el art. 18 de la Ley 1/2000, de 27 de diciembre, de
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el ejercicio 2001, por esta Consejería se ha resuelto lo
siguiente:

Primero. Conceder una subvención al Ayuntamiento de
Arquillos, por importe de cinco millones setecientas noventa
y siete mil trescientas cuarenta y cuatro (5.797.344 ptas.)
pesetas, equivalente a 34.842,74 euros, con la finalidad de
proceder a la renovación de saneamiento y pavimentación en
la calle Nueva.

Dicha subvención se hará efectiva con cargo a la apli-
cación presupuestaria 01.15.00.01.00.76000.81C.8,
mediante la siguiente distribución de anualidades:

Anualidad 2001: 250.000 ptas., 1.502,53 E.
Anualidad 2002: 5.547.344 ptas., 33.340,21 E.

Segundo. El importe de la subvención no podrá ser des-
tinado a finalidad ni actividad distinta de la indicada en el
punto anterior de la presente Orden. Su incumplimiento obli-
gará a la devolución de los fondos percibidos.

Tercero: La subvención se hará efectiva mediante un pri-
mer libramiento por el importe íntegro de la anualidad corres-
pondiente al presente ejercicio.

Los libramientos sucesivos, hasta el 100% del importe
total de la subvención, se harán efectivos previa presentación
de las certificaciones acreditativas de la inversión ejecutada.

En el plazo de dos meses a partir del cobro efectivo del
último libramiento, correspondiente al 100% de la subvención,
se deberá justificar el empleo de ésta mediante certificación
del Interventor de la Corporación, acreditativa de que se han
abonado a los correspondientes perceptores todas la certifi-
caciones expedidas.

Cuarto. En todos los casos, en el plazo de quince días
a partir de la recepción de los fondos, se aportará por el Ecxmo.
Ayuntamiento certificación de haber sido registrado en su con-
tabilidad el ingreso de la subvención, con expresión del asiento
contable, de conformidad con lo dispuesto en el art. 39 del
Reglamento de la Intervención de la Junta de Andalucía, apro-
bado por Decreto 149/1988, de 5 de abril, en relación con
lo establecido en la letra f) del artículo 108 de la Ley General
de la Hacienda Pública.

Quinto. La Consejería de Obras Públicas y Transportes
podrá requerir la documentación que estime necesaria a fin
de comprobar la efectiva realización de la inversión y su ade-
cuación a la finalidad de la subvención.

Asimismo, toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas
por otras Administraciones o entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de
la resolución de la concesión, según lo dispuesto en el art. 110
de la Ley General de la Hacienda Pública.

Sexto. El Ayuntamiento de Arquillos queda obligado, en
virtud de lo establecido en el artículo 18.11 de la Ley 1/2000,
de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el año 2001, a hacer constar en
toda información o publicidad que se efectúe de la actividad
en cuestión que la misma está subvencionada por la Junta
de Andalucía, haciéndose mención expresa a la Consejería
de Obras Públicas y Transportes.

Séptimo: En cumplimiento de lo establecido en el art. 107
de la Ley General de la Hacienda Pública, esta Orden se publi-
cará en el BOJA, entrando en vigor el día siguiente al de
su publicación.

Lo que se comunica a VV.II. para su conocimiento, noti-
ficación a los interesados y demás efectos.

Sevilla, 28 de diciembre de 2001

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

ORDEN de 28 de diciembre de 2001, por la que
se concede una subvención al Excmo. Ayuntamiento
de Villacarrillo (Jaén) para la reparación de la pasarela
sobre el río Guadalquivir en Mogón.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes, en el mar-
co de sus competencias, incluye entre sus Programas de Actua-
ción, la dotación a las Corporaciones Locales de los medios
suficientes para atender sus propias necesidades de infraes-
tructura.
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Por el Ayuntamiento de Villacarrillo (Jaén) se ha solicitado
una subvención a la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes para financiar las obras de reparación de la pasarela
sobre el río Guadalquivir en Mogón, a fin de garantizar la
funcionalidad y seguridad de la misma.

Considerando el interés de dicha iniciativa y su carácter
excepcional, al amparo de lo establecido en el art. 107 de
la Ley General de la Hacienda Pública; visto el expediente
instruido por la Secretaría General Técnica, y en virtud de
las facultades atribuidas por el art. 39 de la Ley de Gobierno
y Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía
y por el art. 18 de la Ley 1/2000, de 27 de diciembre, de
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el ejercicio 2001, por esta Consejería se ha resuelto lo
siguiente:

Primero. Conceder una subvención al Ayuntamiento de
Villacarrillo, por importe de diez millones ochocientas ochenta
y dos mil novecientas setenta y cinco (10.882.975 ptas.)
pesetas, equivalente a 65.408 euros, con la finalidad de pro-
ceder a la reparación de la pasarela sobre el río Guadalquivir
en Mogón.

Dicha subvención se hará efectiva con cargo a la apli-
cación presupuestaria 01.15.00.01.00.76000.81C.8,
mediante la siguiente distribución de anualidades:

Anualidad 2001: 250.000 ptas., 1.502,53 E.
Anualidad 2002: 10.632.975 ptas., 63.905,47 E.

Segundo. El importe de la subvención no podrá ser des-
tinado a finalidad ni actividad distinta de la indicada en el
punto anterior de la presente Orden. Su incumplimiento obli-
gará a la devolución de los fondos percibidos.

Tercero. La subvención se hará efectiva mediante un pri-
mer libramiento por el importe íntegro de la anualidad corres-
pondiente al presente ejercicio.

Los libramientos sucesivos, hasta el 100% del importe
total de la subvención, se harán efectivos previa presentación
de las certificaciones acreditativas de la inversión ejecutada.

En el plazo de dos meses a partir del cobro efectivo del
último libramiento, correspondiente al 100% de la subvención,
se deberá justificar el empleo de ésta mediante certificación
del Interventor de la Corporación, acreditativa de que se han
abonado a los correspondientes perceptores todas la certifi-
caciones expedidas.

Cuarto. En todos los casos, en el plazo de quince días
a partir de la recepción de los fondos, se aportará por el Ecxmo.
Ayuntamiento certificación de haber sido registrado en su con-
tabilidad el ingreso de la subvención, con expresión del asiento
contable, de conformidad con lo dispuesto en el art. 39 del
Reglamento de la Intervención de la Junta de Andalucía, apro-
bado por Decreto 149/1988, de 5 de abril, en relación con
lo establecido en la letra f) del artículo 108 de la Ley General
de la Hacienda Pública.

Quinto. La Consejería de Obras Públicas y Transportes
podrá requerir la documentación que estime necesaria a fin
de comprobar la efectiva realización de la inversión y su ade-
cuación a la finalidad de la subvención.

Asimismo, toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso,
la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas
por otras Administraciones o Entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de
la resolución de la concesión, según lo dispuesto en el art. 110
de la Ley General de la Hacienda Pública.

Sexto.: El Ayuntamiento de Villacarrillo queda obligado,
en virtud de lo establecido en el artículo 18.once de la Ley
1/2000, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad

Autónoma de Andalucía para el año 2001, a hacer constar
en toda información o publicidad que se efectúe de la actividad
en cuestión que la misma está subvencionada por la Junta
de Andalucía, haciéndose mención expresa a la Consejería
de Obras Públicas y Transportes.

Séptimo. En cumplimiento de lo establecido en el art. 107
de la Ley General de la Hacienda Pública, esta Orden se publi-
cará en el BOJA, entrando en vigor el día siguiente al de
su publicación.

Lo que se comunica a VV.II. para su conocimiento, noti-
ficación a los interesados y demás efectos.

Sevilla, 28 de diciembre de 2001

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

RESOLUCION de 14 de diciembre de 2001, por
la que se da publicidad a la prórroga de la delegación
de competencias urbanísticas en determinados Ayun-
tamientos de acuerdo con el Decreto 77/94, de 5 de
abril.

Mediante Resoluciones del Consejero de Obras Públicas
y Transportes fueron delegadas a los Ayuntamientos que se
citan en el Anexo de la presente Resolución las competencias
urbanísticas enumeradas en el art. 22 del Decreto 77/1994,
de 5 de abril, por el que se regula el ejercicio de las com-
petencias de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación
del Territorio y Urbanismo, determinándose los órganos a los
que se atribuyen.

El Pleno de los citados Ayuntamientos, en las sesiones
celebradas en las fechas que se expresan en el Anexo de
la presente Resolución, acordaron solicitar la prórroga de la
citada delegación de competencias. Con fecha 14 de diciembre
de 2001 se han dictado las Resoluciones sobre las expresadas
solicitudes.

Según dispone el artículo 13.3 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las dele-
gaciones de competencias habrán de publicarse, en este caso,
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En base a lo anterior y de conformidad con lo previsto
en el apartado segundo del artículo 60 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
se procede a publicar de forma conjunta los elementos comu-
nes de las Resoluciones, recogiéndose en el Anexo de la pre-
sente Resolución los aspectos individuales de cada una de
ellas.

En virtud de la competencia que me atribuye el artícu-
lo 20.2 del Decreto 77/1994, de 5 de abril, y de conformidad
con lo establecido en la Ley 3/1983, de 1 de junio, de Orga-
nización Territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local,

R E S U E L V O

Primero. Prorrogar la delegación en los Ayuntamientos
relacionados en el Anexo de la presente Resolución de las
competencias en materia urbanística enumeradas en el art. 22
del Decreto 77/1994, de 5 de abril, en las mismas condiciones
de ejercicio establecidas en las Resoluciones reseñadas en
el citado Anexo y para un nuevo plazo de cinco años, a contar
desde la fecha de la presente Resolución, sin perjuicio de
lo establecido en el art. 21 del Decreto 77/1994.

Segundo. La efectividad de esta delegación requerirá,
según lo dispuesto en los artículos 22.2.g) y 27.3 de la Ley
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7/1985, reguladora de Bases del Régimen Local, su aceptación
por el Pleno de esa Corporación.

Tercero. La presente Resolución se aplicará con carácter
retroactivo a los procedimientos que, iniciados durante la vigen-
cia de la anterior Resolución, se encuentren actualmente en
tramitación, si bien sólo podrá dictarse Resolución municipal
en el ejercicio de las competencias delegadas una vez sea
aceptada la delegación que ahora se prorroga.

Notifíquese la presente Resolución y publíquese en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para su general cono-
cimiento, advirtiendo que contra la misma cabe interponer
potestativamente recurso de reposición ante la Consejera de
Obras Públicas y Transportes en el plazo de un mes, a contar
desde el día siguiente al de la notificación o publicación de
la presente Resolución, de conformidad con los arts. 116.1
y 117.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

En el supuesto de que opte por no interponer recurso
de reposición podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala correspondiente del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía en el plazo de dos meses, contado a
partir del día siguiente al de la publicación o notificación de
esta Resolución, de conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 10 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 14 de diciembre de 2001

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

A N E X O

Municipio: Maracena (Granada).
Fecha delegación de competencias: 3.4.96.
Fecha Acuerdo Plenario: 9.5.01.
Fecha Resolución prórroga: 14.12.01.

Municipio: Aljaraque (Huelva).
Fecha delegación de competencias: 18.11.96.
Fecha Acuerdo Plenario: 26.10.01.
Fecha Resolución prórroga: 14.12.01.

Municipio: Punta Umbría (Huelva).
Fecha delegación de competencias: 5.7.95.
Fecha Acuerdo Plenario: 18.9.00.
Fecha Resolución prórroga: 14.12.01.

RESOLUCION de 26 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General de Planificación, por la que se
acuerda la prórroga de la acreditación concedida al
laboratorio ICC Control de Calidad, SL, localizado en
Almería, y la inscripción en el Registro de Entidades
Acreditadas.

Por don José Luis Sebastián Fernández, en representación
de la empresa «ICC Control de Calidad, S.L.», ha sido pre-
sentada solicitud, acompañada de documentación, para la
prórroga de la acreditación del laboratorio localizado en Alme-
ría, C/ Albacete, s/n, Esquina José Morales Abad.

El mencionado laboratorio se encuentra inscrito en el
Registro de Entidades Acreditadas para la prestación de asis-
tencia técnica a la construcción y obra pública con el número
L060-02AL.

Realizada inspección al laboratorio, para la evaluación
técnica de la entidad, se estima que cumple las condiciones
requeridas.

Considerando que se ha dado cumplimiento a lo previsto
en la Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes

de 15 de junio de 1989, por la que se regula el Registro de
Entidades Acreditadas para la prestación de asistencia técnica
a la construcción y obra pública, así como a lo previsto en
las disposiciones reguladoras específicas de las áreas de acre-
ditación, establecidas mediante Ordenes de 5 de febrero y de
24 de octubre de 1991, y Orden de 15 de julio de 1997,
y en virtud de las competencias delegadas en materia de control
de calidad por Orden de 24 de julio de 2001, esta Consejería
ha resuelto lo siguiente:

Primero. Prórrogar la acreditación concedida al laboratorio
de la empresa «ICC Control de Calidad, S.L.», localizado en
Almería, como laboratorio de ensayos para el control de calidad
de la construcción y obra pública, en la siguiente área técnica:

- Area de toma de muestras inalteradas, ensayos y pruebas
in situ de suelos (ST).

Segundo. Inscribir la prórroga de la acreditación concedida
en el Registro de Entidades Acreditadas para la prestación
de asistencia técnica a la construcción y obra pública de esta
Consejería.

Tercera. Publicar esta Resolución en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. La acreditación otorgada tendrá validez por un
período de cinco años, quedando supeditada al cumplimiento
de lo establecido en la Orden de 15 de junio de 1989 y dis-
posiciones específicas de cada una de las áreas acreditadas,
debiendo, en todo caso, el interesado solicitar la prórroga de
la misma en los seis meses anteriores a la expiración de dicho
período.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al de su publicación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo con competencia territorial según se prevé en el
artículo 14 de la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio o, en su caso, ante la
correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, y con cumplimiento
de los requisitos previstos en la mencionada Ley.

Sevilla, 26 de diciembre de 2001.- El Secretario General
de Planificación, Damián Alvarez Sala.

RESOLUCION de 26 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General de Planificación, por la que se
acuerda la acreditación del laboratorio Arcotierra, SL,
localizado en Bornos (Cádiz), y la inscripción en el
Registro de Entidades Acreditadas.

Por doña Pastora Vivas Armario, en representación de
la empresa «Arcotierra, S.L.», ha sido presentada solicitud,
acompañada de documentación, para la acreditación del labo-
ratorio localizado en Bornos (Cádiz), Polígono Industrial Can-
tarranas, nave 27.

Realizada inspección al laboratorio para la evaluación de
las condiciones técnicas de la entidad, se estima que cumple
las condiciones requeridas.

Considerando que se ha dado cumplimiento a lo previsto
en la Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes
de 15 de junio de 1989, por la que se regula el Registro de
Entidades Acreditadas para la prestación de asistencia técnica
a la construcción y obra pública, así como a lo previsto en
las disposiciones reguladoras específicas de las áreas de acre-
ditación, establecidas mediante Ordenes de 5 de febrero de
1991, de 24 de octubre de 1991 y de 15 de julio de 1997,
y en virtud de las competencias delegadas en materia de control
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de calidad por Orden de 24 de julio de 2001, esta Consejería
ha resuelto lo siguiente:

Primero. Acreditar al laboratorio de la empresa «Arcotierra,
S.L.», localizado en Bornos (Cádiz), Polígono Industrial Can-
tarranas, nave 27, para su actuación como laboratorio de ensa-
yos para el control de calidad de la construcción y obra pública
en la siguiente área técnica:

- Area de toma de muestras inalteradas, ensayos y pruebas
in situ de suelos (ST).

Segundo. Inscribir la acreditación concedida en el Registro
de Entidades Acreditadas para la prestación de asistencia téc-
nica a la construcción y obra pública de esta Consejería con
el número L092-62CA.

Tercero. Publicar esta Resolución en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. La acreditación otorgada tendrá validez por un
período de cinco años, quedando supeditada al cumplimiento
de lo establecido en la Orden de 15 de junio de 1989 y
disposiciones específicas de las áreas acreditadas, debiendo,
en todo caso, el interesado solicitar la prórroga de la misma
en los seis meses anteriores a la expiración de dicho período.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al de su publicación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo con competencia territorial según se prevé en el
artículo 14 de la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio, o, en su caso, ante la
correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, y con cumplimiento
de los requisitos previstos en la mencionada Ley.

Sevilla, 26 de diciembre de 2001.- El Secretario General
de Planificación, Damián Alvarez Sala.

RESOLUCION de 27 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General de Planificación, por la que se
acuerda la revocación de la acreditación del laboratorio
de la empresa Eptisa Servicios de Ingeniería, SA, loca-
lizado en Sevilla, y cancelación de la inscripción en
el Registro de Entidades Acreditadas.

El laboratorio dependiente de la empresa «Eptisa Servicios
de Ingeniería, S.A.», localizado en Sevilla, Núcleo Virgen de
los Reyes, C/ Secoya, núm. 2, se encuentra inscrito en el
Registro de Entidades Acreditadas para la prestación de asis-
tencia técnica a la construcción y obra pública, Sección Pri-
mera, con el número L067-45SE.

Por don Rafael Alvarez Aguilar, como representante legal
de la empresa, ha sido solicitada la cancelación de la acre-
ditación concedida, por traslado de domicilio de la entidad
acreditada.

Considerando que se ha dado cumplimiento a lo previsto en
la Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de
15 de junio de 1989, por la que se regula el Registro de Enti-
dades Acreditadas para la prestación de asistencia técnica a
la construcción y obra pública, así como a lo previsto en las
disposiciones reguladoras específicas de las áreas de acredi-
tación, establecidas mediante Ordenes de 5 de febrero de 1991,
de 24 de octubre de 1991 y de 15 de julio de 1997, y en
virtud de las competencias delegadas en materia de control de
calidad por Orden de 24 de julio de 2001, esta Consejería
ha resuelto lo siguiente:

Primero. Revocar la acreditación concedida al laboratorio
de la empresa «Eptisa Servicios de Ingeniería, S.A.», localizado
en Sevilla, Núcleo Virgen de los Reyes, C/ Secoya, núm. 2,
en las siguientes áreas técnicas:

- Area de toma de muestras inalteradas, ensayos y pruebas
in situ de suelos (ST).

- Area de control de hormigón en masa, de cemento, de
áridos y de agua (HC).

- Area de ensayos de laboratorio de mecánica del
suelo (SE).

- Area de ensayos de suelos, áridos, mezclas bituminosas
y sus materiales constituyentes en viales (SV).

Segundo. Cancelar la inscripción número L067-45SE del
Registro de Entidades Acreditadas para la prestación de asis-
tencia técnica a la construcción y obra pública de esta Consejería.

Tercero. Publicar esta Resolución en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo en
el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente al
de su publicación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo con competencia territorial según se prevé en el artículo
14 de la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 13 de julio, o, en su caso, ante la correspondiente
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, y con cumplimiento de los requisitos pre-
vistos en la mencionada Ley.

Sevilla, 27 de diciembre de 2001.- El Secretario General
de Planificación, Damián Alvarez Sala.

RESOLUCION de 21 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se emplaza
a terceros interesados en el recurso núm. 01/600,
interpuesto por don Juan Manuel Molero Hernández
ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Cuatro de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Cuatro de Sevilla se ha interpuesto por don Juan Manuel Molero
Hernández recurso núm. 01/600 contra la Orden de 31 de
julio de 2000 (BOJA núm. 98, de 26 de agosto de 2000),
por la que se aprueba la lista definitiva de aspirantes admitidos
y excluidos y la relación de seleccionados correspondiente al
concurso extraordinario de acceso a la condición de personal
laboral de carácter indefinido en plazas pertenecientes a esta
Consejería, convocada mediante Orden de la Consejería de
Gobernación y Justicia de 17 de febrero de 2000, procedién-
dose por la presente al emplazamiento de terceros interesados
en el procedimiento a tenor de lo dispuesto en el art. 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 01/600.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el BOJA,
emplazando para vista el próximo día 6 de marzo de 2002,
a las 12,00 horas de su mañana, en la Sala de Audiencias
del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cuatro de
Sevilla, a aquellas personas terceros interesados a cuyo favor
hubieren derivado o derivaren derechos por la Orden impug-
nada para que, si a su interés conviniere, comparezcan y se
personen en autos ante el referido Juzgado en el plazo de
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nueve días siguientes a la publicación de la presente Reso-
lución.

Lo que así acuerdo y firmo a esta fecha.

Sevilla, 21 de diciembre de 2001.- La Secretaria General
Técnica, Juana María Gomar Tinoco.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 10 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Pesca y Acuicultura, por la
que se hace pública la concesión de las subvenciones
a organizaciones del sector pesquero que se citan.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 109 de la
Ley 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, procede hacer pública la con-
cesión de las subvenciones a organizaciones del sector pesquero,
que se citan a continuación:

- Programa y crédito presupuestario:

Programa 61 C Pesca y Acuicultura.
Crédito presupuestario: 48300.
Beneficiario: Asociación Nacional de Armadores de

Buques Congeladores de Pesca de Marisco (Anamar).
Importe: Doce millones de pesetas (12.000.000 de ptas.)

(71.121,45 E).

- Programa y crédito presupuestario:

Programa 61 C Pesca y Acuicultura.
Crédito presupuestario: 48300.
Beneficiario: Federación Andaluza de Asociaciones Pes-

queras.
Importe: Veintiocho millones de pesetas (28.000.000 de

ptas.) (168.283,38 E).

- Programa y crédito presupuestario:

Programa 61 C Pesca y Acuicultura.
Crédito presupuestario: 44300.
Beneficiario: Federación Andaluza de Cofradías de Pes-

cadores.
Importe: Treinta y nueve millones de pesetas

(39.000.000 de ptas.) (234.394,72 E).

Finalidad: Atender los gastos correspondientes a los pro-
yectos de desarrollo de actividades de divulgación y trans-
ferencias de tecnología pesquera y de colaboración con la
Administración.

Sevilla, 10 de diciembre de 2001.- La Directora General,
María Dolores Atienza Mantero.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 9 de enero de 2002, de la Secre-
taría General de Universidades e Investigación, por la
que se prorrogan becas de Formación de Personal
Docente en las Universidades de Andalucía, corres-
pondientes a la convocatoria de 1998.

Concluyendo el tercer período de disfrute de las Becas
de Formación de Personal Docente en las Universidades de

Andalucía (Orden de 17 de junio de 1998, BOJA núm. 78
de 14 de julio), vistos los informes emitidos sobre los trabajos
de investigación desarrollados y conforme a lo establecido en
el apartado 4, Anexo I, de la convocatoria, esta Secretaría
General de Universidades e Investigación ha resuelto:

Primero. Prorrogar el disfrute de las Becas de Formación
de Personal Docente de la citada convocatoria a los bene-
ficiarios que se relacionan en el Anexo adjunto, con efecto
de 1 de febrero de 2002 a 31 de enero de 2003.

Segundo. La dotación de estas becas, con una duración
de doce meses, cubrirá los siguientes aspectos:

1. Una asignación de 721 euros con 21 céntimos de
euros, brutos mensuales, equivalentes a 120.000 pesetas y
precios públicos de los cursos de doctorado si proceden.

2. Seguro de asistencia sanitaria, extensible al cónyuge
e hijos del beneficiario siempre que no posean cobertura de
la Seguridad Social.

3. Una dotación de 60 euros con 10 céntimos de euros,
mensuales, equivalentes a 10.000 pesetas, para la Univer-
sidad donde el beneficiario realice su investigación.

Tercero. Estas becas, incluidas en el Programa «Forma-
ción de Ejecutivos y Técnicos en Centros e Institutos de Inves-
tigación» cofinanciado por el Fondo Social Europeo, se abo-
narán con cargo a las aplicaciones presupuestarias:

3.1.18.00.16.00.782.00.42B.9.2002 y 3.1.18.00.16.
00.782.00.42B.0.2003, quedando condicionada a la exis-
tencia de crédito.

Cuarto. El disfrute de una beca al amparo de esta con-
vocatoria es incompatible con cualquier otra beca o ayuda
financiada con fondos públicos o privados españoles o comu-
nitarios, así como con sueldos o salarios que impliquen
vinculación contractual o estatutaria del interesado, salvo los
contratos derivados de la aplicación del artículo 11 de la Ley
de Reforma Universitaria (Ley 11/1983, de 25 de agosto),
o del artículo 11.2 de la Ley de Fomento y Coordinación Gene-
ral de la Investigación Científica y Técnica (Ley 13/1986, de
14 de abril). Las cantidades indebidamente percibidas deberán
ser inmediatamente reintegradas a la cuenta de Tesorería de
la Consejería de Economía y Hacienda. Los organismos recep-
tores de becarios deberán comunicar a la Secretaría General
de Universidades e Investigación cualquier causa de incom-
patibilidad por estos motivos.

Quinto. La concesión de estas becas no supone ningún
tipo de vinculación laboral entre el beneficiario y la Junta de
Andalucía y la Universidad a la que figure adscrito, ni implica
compromiso alguno por parte de dichos Organismos.

Sexto. Las renuncias a las becas deberán presentarse ante
la Secretaría General de Universidades e Investigación.

Séptimo. Obligaciones de los becarios.
1. La aceptación de la beca por parte del beneficiario

implica la de las normas fijadas en esta convocatoria, figurando
entre ellas el no estar incurso en ninguna de las incompa-
tibilidades establecidas en el apartado 3 de la misma, así
como la de las que establezca la Secretaría General de Uni-
versidades e Investigación para el seguimiento científico y la
de las señaladas por la Consejería de Economía y Hacienda
y la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, para la justificación del uso de los
fondos públicos recibidos.

Los becarios están obligados a:

2. Incorporarse a su Centro de aplicación en el plazo
de quince días desde la notificación de la concesión de la
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beca, salvo que cuenten con autorización de aplazamiento,
entendiéndose la no incorporación como renuncia a la beca.

3. Desarrollar eficazmente el plan de trabajo presentado
de acuerdo con las fases previstas y de conformidad con las
normas propias del Centro en que se lleve a cabo la inves-
tigación.

4. Realizar su labor en el Centro de aplicación de la beca,
siendo necesario para cualquier cambio de Centro, Director
o Proyecto de investigación, paralización del mismo, ausencia
temporal o renuncia por parte del interesado, solicitar auto-
rización previa del Secretario General de Universidades e
Investigación.

5. Justificar ante la Secretaría General de Universidades
e Investigación la realización de la actividad, según establece
el art. 105.b) de la LGHPCA. Para ello deberán remitir memoria
anual sobre el desarrollo de la investigación, según modelo
establecido al efecto, en la que deberá constar el estado de
la misma y la conformidad del Director del Proyecto de Inves-
tigación y una vez finalizado el período para el que se ha
concedido la beca, deberá presentar en la Secretaría General
de Universidades e Investigación una memoria final sobre la
labor realizada con la valoración del Director del Proyecto.
Igualmente, justificará mediante declaración jurada que ha
cumplido los requisitos y condiciones que determinan la con-
cesión y disfrute de la beca.

6. Someterse a las actuaciones de comprobación que
quiera efectuar la Secretaría General de Universidades e Inves-
tigación o la Entidad colaboradora, en su caso, y a las de
control financiero que correspondan a la Intervención General
de la Junta de Andalucía, y a las previstas en la legislación
del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de
Andalucía.

7. Comunicar a la Secretaría General de Universidades
e Investigación la obtención de otras subvenciones o ayudas
para la misma finalidad, así como las alteraciones previstas
en el art. 110 de la LGHPCA.

8. Presentar en la Secretaría General de Universidades
e Investigación declaración responsable de no estar afectado
por resolución administrativa o judicial firme de reintegro o,
en su caso, acreditación de su ingreso, según se establece
en el art. 18.2. de la Ley 1/2000, de 27 de diciembre, del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el año 2001.

La no observancia de estas normas supondrá la anulación
de la beca concedida.

Octavo. Obligaciones de reintegro.
1. El incumplimiento de cualquiera de las condiciones

de adquisición de la beca, así como, de la obligación de jus-
tificar, de las condiciones impuestas a la Entidad colaboradora
y a los beneficiarios, o la obstrucción a las actuaciones de
control previstas en el art. 10.6 de esta convocatoria o en
el caso de que la cuantía concedida supere el coste de la
actividad desarrollada, implicará la nulidad del acto adminis-
trativo que dio origen a la misma y, en consecuencia, el becario
está obligado a reintegrar la totalidad de la subvención que
le haya sido abonada y no percibirá la parte de la subvención
pendiente, debiendo reintegrar los intereses de demora que
correspondan a la parte de subvención percibida, todo ello
de acuerdo con lo establecido en la LGHPCA, art. 112.

2. En aquellos casos en los que se produzca el incum-
plimiento de las condiciones del ejercicio de la beca, la Comi-
sión de Evaluación emitirá un juicio técnico que elevará a
la Secretaría General de Universidades e Investigación, en el
que se haga constar si dicho incumplimiento, cuando la eje-
cución del trabajo de investigación sea parcial, permitiría la
no devolución de la parte proporcional que le corresponda
de la subvención percibida, o si por el contrario la finalidad
de la beca exige su total satisfacción, en cuyo caso se atendría
a lo establecido en el apartado anterior.

Noveno. Contra la presente Resolución, que pone fin a
la vía administrativa, cabe interponer en el plazo de dos meses,
a contar desde el día siguiente a su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, recurso contencioso-admi-
nistrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo com-
petente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con-
forme a lo establecido en los artículos 10, 14 y 46.1 de la
Ley 29/98, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, o, potestativamente, recurso de repo-
sición en el plazo de un mes, desde el día siguiente a su
publicación en el BOJA, ante esta Secretaría General, de acuer-
do con lo dispuesto en los artículos 107.1, 116 y 117 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 9 de enero de 2002.- El Secretario General de
Universidades e Investigación, Francisco Gracia Navarro.

A N E X O

UNIVERSIDAD DE ALMERIA

Archilla Castillo, M.ª Isabel. DNI: 23.796.877.
Delgado Herrera, Helena Rocío. DNI: 34.862.632.
López Cuquejo, Angel. DNI: 44.454.629.
Quiles Cabrera, M.ª del Carmen. DNI: 45.586.055.

UNIVERSIDAD DE CADIZ

Fernández Smith, Gerard. DNI: 31.677.656.
Romero García, Felipe. DNI: 34.060.652.
Romero Matute, Blanca. DNI: 31.687.224.

UNIVERSIDAD DE CORDOBA

Peña Jurado, Antonio. DNI: 30.826.326.
Romero Morales, Cristóbal. DNI: 30.800.430.

UNIVERSIDAD DE GRANADA

Farhat, Randa Mohamad. DNI: X-0989867.
Frese, Bettina. DNI: X-1741051.
Lázaro Suárez, M.ª del Mar. DNI: 24.270.758.
Martínez Mora, Francisco. DNI: 46.876.596.
Raya Miranda, Rocío. DNI: 30.825.241.
Rojo Alvarez-Manzaneda, Carmen Lorena. DNI:

44.271.148.
Torre Molina, M.ª Josefa de la. DNI: 44.577.426.

UNIVERSIDAD DE HUELVA

Castellano Burguillo, Emilia. DNI: 44.207.455.
Domínguez García, Beatriz. DNI: 29.044.489.
Fernández Martínez, Inmaculada. DNI: 28.723.859.
Martínez García, Inmaculada. DNI: 28.496.835.
Romero Villegas, Concepción. DNI: 29.051.544.

UNIVERSIDAD DE JAEN

Callejas Aguilera, José Enrique. DNI: 26.217.058.
Esteban Campos, Carlos Gustavo. DNI: 24.278.194.
González Jareño, M.ª Isabel. DNI: 26.216.565.
Palomo Monereo, Antonio. DNI: 26.023.605.
Torre Cruz, Manuel Jesús de la. DNI: 26.025.389.

UNIVERSIDAD DE MALAGA

Espinar Ojeda, José Luis. DNI: 27.388.223.



BOJA núm. 15Página núm. 1.884 Sevilla, 5 de febrero 2002

UNIVERSIDAD PABLO DE OLAVIDE

Guerrero Lebrón, Macarena. DNI: 28.923.186.
López Cabrales, Alvaro. DNI: 44.041.989.
López Oseira, Rut. DNI: 8.040.800.
Moreno Fernández-Ayala, Daniel José. DNI: 26.487.849.

UNIVERSIDAD DE SEVILLA

Fernández Alvaro, Cristina. DNI: 77.588.676.
Illán Martín, Magdalena. DNI: 28.493.339.
Justo Moscardó, Enrique de. DNI: 28.731.265.

RESOLUCION de 17 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Evaluación Educativa y For-
mación del Profesorado, por la que se da publicidad
a las subvenciones excepcionales concedidas en el
segundo trimestre de 2001.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, se hacen públicas las subvenciones de
carácter excepcional y de interés público, instrumentadas
mediante Convenio de Colaboración, que han sido concedidas
en el segundo trimestre de 2001.

Beneficiario: Radio y Televisión de Andalucía.
Cuantía de la subvención: 50.000.000 de ptas.
Aplicación presupuestaria: 01.18.00.03.00.442.00.42A.8.
Finalidad de la subvención: Desarrollo de Actuaciones

Encaminadas a la Utilización Didáctica de la Televisión en
el Ambito Educativo.

Sevilla, 17 de diciembre de 2001.- La Directora General,
Pilar Ballarín Domingo.

RESOLUCION de 30 de noviembre de 2001, con-
junta de la Delegación Provincial de Cádiz y de la Sub-
delegación del Gobierno en el Campo de Gibraltar, esta-
bleciendo la fecha efectiva en la que se asumen las
competencias delegadas por aquélla en Resolución de
22 de septiembre de 2000.

Por Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-
lucía de fecha 26 de septiembre de 2000 (BOJA núm. 132,
de 16.11.00), se viene a dar cumplimiento efectivo a los
principios y mandatos contenidos en el apartado tercero del
Acuerdo del mismo órgano, de 22 de diciembre de 1998,
por el que se desarrollan las competencias del Subdelegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en el Campo de Gibraltar.
Asimismo, mediante el citado Acuerdo de 26.9.00 se aprueba
la publicación de la Resolución de 22 de septiembre de 2000,
de la Delegación Provincial de la Consejería de Educación
y Ciencia en Cádiz, por la que se delegan competencias de
la misma en la Subdelegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en el Campo de Gibraltar.

No obstante, el párrafo segundo del apartado tercero del
Acuerdo de 26.9.00 dispone que la fecha efectiva en que
la Subdelegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
el Campo de Gibraltar asumirá el ejercicio de las competencias
delegadas se establecerá mediante Resolución conjunta de
dicho órgano y de la Delegación Provincial correspondiente,
publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En virtud de cuanto antecede, la Ilma. Sra. Delegada Pro-
vincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Cádiz y

el Ilmo. Sr. Subdelegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en el Campo de Gibraltar, en uso de sus atribuciones legales
y reglamentarias, y de forma conjunta,

R E S U E L V E N

Que la Subdelegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en el Campo de Gibraltar asumirá el ejercicio efectivo
de las competencias de la Consejería de Educación y Ciencia
que le fueron delegadas por Resolución de fecha 22 de sep-
tiembre de 2000, de la Delegación Provincial de dicha Con-
sejería, a partir del día siguiente al de la publicación de la
presente Resolución conjunta en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Cádiz, 30 de noviembre de 2001.- La Delegada, María
del Pilar Sánchez Muñoz; El Subdelegado del Gobierno, Rafael
España Pelayo.

RESOLUCION de 13 de diciembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se con-
ceden ayudas para la realización de Actividades Com-
plementarias y Extraescolares en los Centros docentes
públicos, a excepción de los Centros para la Educación
de Adultos y de los Universitarios, de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 11.1 de la Orden
de 17 de febrero de 1999 (BOJA núm. 33, de 18 de marzo)
y demás normas legales de aplicación, esta Delegación
Provincial

HA RESUELTO

Primero. Conceder a los Centros públicos, que adjunto
se relacionan y por las cantidades que allí se expresan, ayudas
para el desarrollo de Actividades Complementarias y Extraes-
colares para alumnos y alumnas de los Centros docentes públi-
cos, a excepción de los Centros para la Educación de Adultos
y de los Universitarios de esta provincia, por un total de die-
cinueve millones doscientas cincuenta y tres mil quinientas
tres pesetas (19.253.503 ptas.).

Segundo. Las cantidades a abonar van con cargo a las
aplicaciones presupuestarias 0.1.18.00.03.00.22900.
32A.3/0.1.18.00.03.00.22900.32B.4/0.1.18.00.03.00.
22900.32E.7 y por un importe reseñado en el punto anterior.

Tercero. El Consejo Escolar de cada Centro realizará la
justificación del gasto antes del 30 de octubre de 2002 ante
esta Delegación Provincial, de acuerdo con lo previsto en la
Orden de las Consejerías de Economía y Hacienda y de Edu-
cación y Ciencia de 14 de junio de 1999 por la que se dictan
instrucciones sobre gastos de funcionamiento de los Centros
docentes públicos no universitarios.

Cuarto. El pago se realizará en firme, con justificación
diferida a cada perceptor.

Contra esta Resolución, que no agota la vía administrativa,
cabe interponer, en el plazo de un mes, recurso de alzada
ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Ciencia en los
términos establecidos en los artículos 107 y concordantes de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en la redacción dada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE de 14.1.99), de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 13 de diciembre de 2001.- La Delegada, M.ª del
Pilar Sánchez Muñoz.
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RESOLUCION de 17 de diciembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se con-
ceden ayudas para la realización de Proyectos de Acti-
vidades de Orientación Profesional y de Formación para
la Inserción Laboral, así como para la realización de
Viajes y Visitas a empresas de interés tecnológico y
social.

En virtud de lo dispuesto en la Orden de 4 de abril de
2001 (BOJA núm. 49, de 28 de abril de 2001), por la que
se convocan las ayudas a que se refiere la presente Resolución,
esta Delegación Provincial

HA RESUELTO

Primero. Conceder a los Centros públicos que adjunto
se relacionan y por las cantidades que allí se expresan ayudas
para la realización de proyectos de actividades de Orientación
Profesional y de Formación para la Inserción Laboral y de
Viajes y Visitas a empresas de interés tecnológico y social
para alumnos/as de los Centros públicos que imparten ense-
ñanzas de Educación Secundaria, Formación Profesional y
Artes Aplicadas y Diseño durante el curso académico
2001/2002, por un total de veintisiete millones seiscientas
mil pesetas (27.600.000 ptas.).

Segundo. Las cantidades a abonar van con cargo a la
aplicación presupuestaria 0.1.18.00.16.11.22900.32B.2 y
por un importe reseñado en el punto anterior.

Tercero. El Consejo Escolar de cada Centro realizará la
justificación del gasto antes del 30 de octubre de 2002 ante
esta Delegación Provincial, de acuerdo con lo previsto en la
Orden de las Consejerías de Economía y Hacienda y de Edu-
cación y Ciencia de 14 de junio de 1999, por la que se
dictan instrucciones sobre gastos de funcionamiento de los
Centros docentes públicos no universitarios.

Cuarto. El pago se realizará en firme, con justificación
diferida a cada perceptor.

Contra esta Resolución, que no agota la vía administrativa,
cabe interponer en el plazo de un mes recurso de alzada ante
la Excma. Sra. Consejera de Educación y Ciencia en los tér-
minos establecidos en los artículos 107 y concordantes de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en la redacción dada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE de 14.1.99), de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 17 de diciembre de 2001.- La Delegada, M.ª del
Pilar Sánchez Muñoz.
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RESOLUCION de 9 de enero de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Huelva, por la que se hacen públi-
cos los Convenios de Colaboración con Entidades Loca-
les y Asociaciones sin ánimo de lucro de la provincia
para los Servicios de Comedor y Transporte Escolar
y de Estudiantes.

Esta Delegación Provincial de Educación y Ciencia, con-
forme a los arts. 2.4 y 5.5 del Decreto 192/97, y art. 2.e)
de la Orden de 11 de agosto de 1997, sobre modalidad de
gestión del Servicio de Comedor, y el art. 2.c) de la Orden
de 25 de marzo de 1997, sobre organización y gestión del
Servicio de Transporte Escolar, en cumplimiento del art. 109
de la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía,

HA RESUELTO

Hacer públicos los Convenios de Colaboración con las
siguientes Entidades Locales y Asociaciones sin ánimo de
lucro:

Ayuntamiento de Alájar.
Importe: 15.776,57 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Almonte.
Importe: 18.931,88 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Aracena.
Importe: 21.936,94 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Beas.
Importe: 15.025,30 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Calañas.
Importe: 9.195,49 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Lepe.
Importe: 16.227,33 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Moguer.
Importe: 18.030,36 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Palos de la Frontera.
Importe: 24.040,48 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Paterna del Campo.
Importe: 5.258,86 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de San Juan del Puerto.
Importe: 3.395,72 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Cruz Roja.
Importe: 27.045,54 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

APA «Horizontes» del Colegio Sagrada Familia.
Importe: 12.134,43 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Mancomunidad de Municipios del Andévalo-Minero.
Importe: 5.409,11 euros.
Objeto del Convenio: Transporte Escolar y de Estudiantes.

Ayuntamiento de Cartaya (El Rompido).
Importe: 5.071,04 euros.
Objeto del Convenio: Comedores Escolares.

Ayuntamiento de Higuera de la Sierra.
Importe: 18.246,73 euros.
Objeto del Convenio: Comedores Escolares.

Ayuntamiento de Paymogo.
Importe: 18.445,06 euros.
Objeto del Convenio: Comedores Escolares.

Ayuntamiento de San Silvestre de Guzmán.
Importe: 3.281,53 euros.
Objeto del Convenio: Comedores Escolares.

Ayuntamiento de Zufre.
Importe: 5.427,14 euros.
Objeto del Convenio: Comedores Escolares.

Huelva, 9 de enero de 2002.- El Delegado, Fernando
Espinosa Jiménez.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 13 de diciembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se aprueba
el deslinde parcial de la vía pecuaria denominada Vere-
da del Carpio, en el término municipal de Adamuz
(Córdoba). (VP 169/01).

Examinado el expediente de deslinde parcial de la vía
pecuaria denominada «Vereda del Carpio», en el tramo que
discurre desde el Descansadero del Pensadero hasta pasado
el Descansadero del Higueral del Celoyo, incluido este último,
en el término municipal de Adamuz (Córdoba), instruido por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Vereda del Carpio»,
en el término municipal de Adamuz (Córdoba), fue clasificada
por Orden Ministerial de fecha 14 de junio de 1955, publicada
en el Boletín Oficial del Estado de fecha 30 de junio de 1955.

Segundo. Mediante Resolución de la Viceconsejería de
Medio Ambiente de fecha 8 de febrero de 2000, se acordó
el inicio del deslinde del mencionado tramo de la referida
vía pecuaria.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el 27 de abril de 2000, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, siendo asimismo publicado
en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba núm. 57,
de fecha 10 de marzo de 2000.

En dicho acto, don Juan Medina Barranco y don Antonio
Galán Redondo muestran su disconformidad con el deslinde
por afectar a terrenos de su propiedad según las escrituras
públicas que obran en su poder.
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Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Cór-
doba núm. 184, de fecha 9 de agosto de 2000.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, se ha pre-
sentado alegaciones por parte de:

- Don José Luis Abad Cepedello, en nombre y repre-
sentación de doña Dolores Redondo Ayllón.

- Don Joaquín Yllescas Ortiz, en nombre y representación
de don Antonio Medina Relaño.

Sexto. Los extremos articulados por los interesados antes
citados pueden resumirse como sigue:

Don José Luis Abad Cepedello, en representación de doña
Dolores Redondo Ayllón, sostiene:

1. La disconformidad con el deslinde practicado dado
que «no puede tomarse un croquis de las vías pecuarias del
término municipal de Adamuz, realizado a escala 1:50.000,
como plano que permite afirmar que la finca de doña Dolores
Redondo Ayllón haya ocupado parte de la vía pecuaria Vereda
del Carpio».

2. Inexistencia de la vía pecuaria de referencia, corres-
pondiendo a la Administración la obligación de probar, de
forma directa y contundente, la existencia del camino público
y que el mismo discurría exactamente por dicho trazado. Como
fundamentación de su pretensión aportan cuatro declaraciones
juradas de personas de avanzada edad que afirman que en
la finca «Haza de la Bomba», propiedad de doña Dolores
Redondo Ayllón, nunca se ha conocido la existencia de vía
pecuaria alguna.

Por otra parte, se sostiene que en la escritura de propiedad,
no existe mención alguna a la existencia en la citada finca
de ninguna vía pecuaria.

Don Joaquín Yllescas Ortiz, en nombre y representación
de don Antonio Medina Relaño, sostiene:

1. Que el Descansadero del Higueral de Celoyo afecta
prácticamente a la totalidad de la finca registral núm. 6.145,
adquirida por don Antonio Medina Relaño y su esposa median-
te escritura de compraventa otorgada ante el Notario de Cór-
doba don Antonio Palacios Luque, el día 16 de enero de 1990,
al núm. 120 de su Protocolo. Por tanto, el principio de pro-
tección registral instaurado por el art. 34 de la Ley Hipotecaria,
en relación con los artículos 1 y 38 del mismo cuerpo legal,
ampara la titularidad de don Antonio Medina Relaño y esposa,
debiendo la Administración respetar dicha situación de dominio
privado.

2. Asimismo, se manifiesta que la vía pecuaria en concreto
existe desde el momento de su clasificación, nunca antes;
sosteniendo que «en el presente supuesto, la finca en cuestión
es de titularidad privada desde el año 1925, no siendo cla-
sificada sino hasta 30 años después (1955), por lo que en
el momento de la clasificación se debió acudir a la expro-
piación, pues por la sola clasificación contra registro, no se
tornó la titularidad de la finca de privada en pública».

Séptimo. Con fecha 16 de julio de 2000, mediante Reso-
lución del Secretario General Técnico, se acordó la ampliación
del plazo establecido para instruir y resolver el presente pro-
cedimiento durante 9 meses más.

A la vista de tales antecedentes son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decre-
to 179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estruc-
tura Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común; la Ley 4/1999, de modi-
ficación de la Ley 30/1992, y demás legislación aplicable
al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Vereda del Carpio»,
fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 14 de junio
de 1955, debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto admi-
nistrativo definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajus-
tarse a lo establecido en el acto de la Clasificación.

Cuarto. Respecto a las alegaciones articuladas a la pro-
posición de deslinde cabe manifestar:

En primer lugar, con referencia a las articuladas por el
representante de doña Dolores Redondo Ayllón, sostener que
el deslinde se ha realizado ajustándose fielmente a lo esta-
blecido en el Proyecto de Clasificación aprobado por Orden
Ministerial de fecha 14 de junio de 1955, publicada en el
Boletín Oficial del Estado de fecha 30 de junio de 1955,
siendo éste el único documento válido para definir los límites
de la vía pecuaria, al determinarse en el Acto de Clasificación,
la existencia, anchura, trazado y demás características físicas
de cada vía pecuaria. Asimismo, como consta en el informe
técnico acompañado a la propuesta de resolución: Además
del Proyecto de Clasificación, se han utilizado los siguientes
documentos como documentos de consulta:

- Plano catastral del término municipal de Adamuz a
escala 1:5.000.

- Plano histórico catastral de dicho término municipal.
- Mapa topográfico de Andalucía, escala 1:10.000,

núm. 902, hoja 4*4.
- Plano topográfico Nacional del Servicio Geográfico del

Ejército, escala 1:50.000 núm. 902. Años 1897 y 1934.
- Fotografía aérea, vuelo año 1956 (vuelo americano).

A este respecto, ha de sostenerse que la determinación
concreta del recorrido de la vía pecuaria es reconducible a
la noción de discrecionalidad técnica de la Administración cuyo
facultativo se pronuncia a la vista de los antecedentes de hecho
de los que dispone.

Por otra parte, resulta improcedente y extemporánea la
alegación relativa a la inexistencia de la vía pecuaria, dado
que su existencia y categoría fue declarada en el acto de cla-
sificación de la vía pecuaria; acto firme y consentido cuya
impugnación en el presente procedimiento resulta extem-
poránea.

Respecto a la inexistencia de mención alguna de la exis-
tencia de la vía pecuaria en los títulos de propiedad, así como
la protección registral otorgada por el art. 34 y 38 de la Ley
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Hipotecaria, manifestar que la legitimación registral constituye
una presunción iuris tantum de la exactitud del asiento regis-
tral, susceptible de ser desvirtuado mediante prueba en con-
trario, ya que el Registro de la Propiedad carece de una base
fáctica fehaciente, al basarse en simple declaraciones de los
otorgantes, en cuanto a los datos de existencia, titularidad,
extensión, linderos, ...que consecuentemente, caen fuera de
la garantía de fe pública.

A mayor abundamiento, hay que decir, y así lo establece
la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 27 de mayo de
1999, que «El principio de legitimación, que presume la exis-
tencia de los derechos inscritos tal y como constan en el asiento
y su posesión, no es aplicable cuando intenta oponerse a
una titularidad de dominio público, pues ésta es inatacable
aunque no figure en el Registro de la Propiedad, puesto que
no nace del tráfico jurídico base del Registro, sino de la Ley
y es protegible frente a los asientos registrales e incluso frente
a la posesión continuada».

Con esta base, dispone el art. 8.4 de la Ley de Vías
Pecuarias: «4. La resolución de aprobación del deslinde será
título suficiente para rectificar, en la forma y condiciones que
se determinen reglamentariamente, las situaciones jurídicas
registrales contradictorias con el deslinde. Dicha resolución
será título suficiente para que la Comunidad Autónoma proceda
a la inmatriculación de los bienes de dominio público cuando
lo estime conveniente. En todo caso, quienes se consideren
afectados por la resolución aprobatoria del deslinde podrán
ejercitar las acciones que estimen pertinentes en defensa de
sus derechos y solicitar la anotación preventiva de la corres-
pondiente reclamación judicial».

Por último, con referencia a la alegación articulada por
don Joaquín Yllescas Ortiz, en nombre y representación de
don Antonio Medina Relaño, relativa a que la vía pecuaria
existe desde el momento de su clasificación y nunca antes,
sostener que el artículo 7 de la Ley de Vías Pecuarias define
la clasificación como acto administrativo de carácter decla-
rativo. En consecuencia la clasificación no crea la vía pecuaria,
no atribuye la condición de bien de dominio público a unos
terrenos que antes carecían de ella, sino que constata una
realidad preexistente, la vía pecuaria, anterior a la clasificación
y cuya existencia no deriva de la misma.

Por tanto, al ser las vías pecuarias preexistentes a la cla-
sificación, su naturaleza de bien de dominio público no depen-
de de ésta y por lo tanto, con anterioridad a la clasificación
son inalienables, inembargables y también imprescriptibles.

Considerando que en el presente deslinde se ha seguido
el procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992,
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba con fecha 26 de febrero de 2001, así como el
informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, emitido
con fecha 24 de julio de 2001,

HE RESUELTO

Primero. Aprobar el deslinde parcial de la vía pecuaria
denominada «Vereda del Carpio», en el tramo que discurre
desde el Descansadero del Pensadero hasta pasado el Des-
cansadero del Higueral del Celoyo, incluido este último, con
una longitud de 519,22 metros lineales, en el término muni-
cipal de Adamuz (Córdoba), a tenor de la descripción que
sigue y coordenadas absolutas que se anexan a la presente
Resolución.

Descripción: «Finca rústica, en el término municipal de
Adamuz, de forma alargada, con una anchura de 20,89 metros
y una longitud de 519,22 metros, que en adelante se conocerá
como Vereda del Carpio, tramo desde el Descansadero del
Pensadero hasta pasado el Descansadero del Higueral, que
linda al Norte con el Descansadero del Pensadero, al Sur con
el arroyo del Concejo, al Este con las fincas de don José Santos
Medina, doña Dolores Redondo Ayllón, don Antonio Medina
Relaño y don Miguel Cortes Gaitán; al Oeste con las fincas
de don Francisco Porcuna Leal, don Rafael Porcuna Leal, doña
Mari Sol Porcuna Leal, don Antonio Medina Relaño y don
Andrés Muñoz León.»

Segundo. Desestimar las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, en función de los argumentos esgrimidos
en el punto Tercero y Cuarto de los fundamentos de derecho
de la presente Resolución.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada, conforme a
la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, en el plazo de un mes desde
la notificación de la presente, ante la Consejera de Medio
Ambiente de la Junta de Andalucía.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 13 de diciembre
de 2001.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

A N E X O

REGISTRO DE COORDENADAS
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DESCANSADERO DEL HIGUERAL DEL CELOYO

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 17 de enero de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Servicios Sociales, por la que se noti-
fican Resoluciones de concesión de fraccionamiento
de deudas, en concepto de Fondo de Asistencia Social
y/o Ayuda Económica Complementaria de carácter
extraordinario.

De conformidad con el art. 59.4 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
y dada la imposibilidad de practicar notificación a las personas
relacionadas a continuación en su último domicilio conocido,
se les hace saber, a través de este anuncio, que se ha dictado
resolución en expediente administrativo de fraccionamiento de
deuda, en concepto de Fondo de Asistencia Social y/o Ayuda
Económica Complementaria de carácter extraordinario. En
dichas Resoluciones se recogen el importe de las deudas y
el período concedido para su devolución.

Al objeto de conocer el contenido exacto de la Resolu-
ción, los interesados podrán comparecer en la Dirección Geren-
cia del Instituto Andaluz de Servicios Sociales, en Avenida
de Hytasa, núm. 14, en Sevilla, en el plazo de quince días,
a partir de la publicación de esta Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Apellidos y nombre DNI

Bozada Mateo, Purificación 28.189.985
Rosado Fuentes, Elena 27.782.050
Martín Sánchez, Isabel 28.268.722
Caro Martínez, Pilar 27.869.508
Heredia Muñoz, Antonio 28.456.063
Moreno Heredia, Rosario 25.850.653
Arribas Domínguez, Fco. Javier 30.811.751
García Alvarez, María del Carmen 14.370.911
Vargas Rivera, Adoración 27.049.075
Torres Callejón, Diego 27.489.587
Villalba Huerta, Francisca 31.626.138
Roa González, Luis 25.083.367
Martín González, Juana 25.029.219

Sevilla, 17 de enero de 2002.- La Directora Gerente,
Adoración Quesada Bravo.

4. Administración de Justicia

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID

EDICTO de la Sala de lo Social, Sección Cuarta,
recurso núm. 3028-01.

Doña Ana María López-Medel Bascones, Secretario de
la Sala de lo Social de la Sección Cuarta del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid.

Hago saber que en esta Sala se sigue el recurso
núm. 3028-01 interpuesto por Julia Ibarreche y otros, contra
el Grupo Empresarial ENCESA y otros, sobre Derechos, y se
ha dictado la siguiente resolución:

(Se adjuntan copias de la providencia de fecha 3 de sep-
tiembre de 2001 y sentencia de fecha 5 de noviembre de
2001).

Y para que sirva de notificación a, actualmente en ignorado
paradero, Manuel Doblado Barba, José Salmerón Pinzón,
Andrés Navarro Pérez, Herederos de Antonio García Lagares,
José Rossin Palomar y Tomás Seisdedos Martín, expido y firmo
la presente en Madrid a diecisiete de enero de dos mil dos.- El
Secretario.

Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
Sala de lo Social, Sección: 4.
Madrid.
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Paseo General Martínez Campos, 27.
N.I.G.: 28000 4 0003041/2001.
40005.
Rollo núm.: RSU 3028/2001.
Tipo de procedimiento: Recurso Suplicación.
Materia: Seguridad Social.
Jzdo. Origen: Jdo. de lo Social núm. Cuatro de Madrid.
Autos de origen: Demanda 446/1998.
Recurrentes: María Dolores Alvarez González, Josefa Peña

Reoyo, Ana Oyarzábal Carretero, Manuel García González, Pilar
Reoyo González, María Teresa Sanz María, María Pilar Belin-
chón Alcorta, Concepción Garbayo Peralta, María Rosa Pérez
del Canal Gutiérrez, Julia de la Torre Ibarreche.

Recurridos: José Luis y otros Ayuso Ortega, Empresa
Nacional de Celulosa, S.A., Comité de Empresa de Encesa,
Ministerio Fiscal y 1.120 más.

Diligencia: En Madrid, a cinco de junio de dos mil uno.

La extiendo yo, el Secretario para hacer constar que en
el día de hoy han tenido entrada en esta Secretaría de mi
cargo, procedentes del Registro General de esta Sala, las actua-
ciones a que se refiere el presente recurso, acompañados de
la oportuna comunicación, de todo lo cual paso a dar cuenta.
Doy fe.

P R O V I D E N C I A

Ilmo. Sr. don Miguel Angel Luelmo Millán.
Presidente.
Ilmo. Sr. don José Luis Gilolmo López.
Ilma. Sra. doña Concepción R. Ureste García.

En Madrid a once de junio de dos mil uno.

Dada cuenta; por recibida la anterior comunicación con
las actuaciones de su razón, fórmese el rollo correspondiente,
se designa como Ponente a la Ilma Sra. Ureste García a quien
corresponde por turno y quedando las actuaciones a dispo-
sición del mismo para que, cuando turno corresponda resolver
este recurso, pueda proponer la resolución que haya de some-
terse al estudio de esta Sala.

Se señala para la votación y fallo del presente recurso
el día 23 de octubre de 2001, a las diez horas de su mañana.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que contra
la misma pueden interponer recurso de súplica ante la misma
Sala en el plazo de cinco días.

Así lo acordaron y firma el Ilmo. Sr. Presidente, de lo
que doy fe.

Ante mí.

Diligencia. Seguidamente se cumple lo acordado. Doy fe.

Sección Cuarta.
Recurso núm. 3028/2001.
Sentencia núm. 738/2001.
J.S.

Ilmo. Sr. don Miguel Angel Luelmo Millán.
Presidente.
Ilmo. Sr. don José Luis Gilolmo López.
Ilma. Sra. doña Concepción R. Ureste García.

En Madrid, a cinco de noviembre de dos mil uno.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, compuesta por los Ilmos. Sres. citados al margen
y

EN NOMBRE DEL REY

Ha dictado la siguiente

S E N T E N C I A

En el recurso de suplicación núm. 3028/2001 interpuesto
por el Letrado Javier Carbonell Rodríguez en representación
de Julia de la Torre Ibarreche y otra, contra el auto dictado
el 10 de julio de dos mil por el Juzgado de lo Social núm. Cuatro
de los de Madrid, ha sido Ponente la Ilma. Sra. doña Con-
cepción R. Ureste García.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Que según consta en los autos núm. 446/1998
del Juzgado de lo Social núm. Cuatro de los de Madrid, se
presentó demanda por Julia de la Torre Ibarreche y otros,
contra la Empresa Nacional de Celulosas, S.A. (ENCE, S.A.),
y otros, en reclamación de Tutela de Derechos Fundamentales.

Segundo. En fecha 24 de mayo de 1999, se dicta auto
por el referido Juzgado de los Social núm. Cuatro de los de
Madrid en el que se declara la falta de competencia funcional
de los Juzgados de lo Social de Madrid, para conocer de la
demanda formulada por los actores en materia de tutela de
derechos fundamentales, cuyo conocimiento corresponde a
la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional. Contra dicho
auto se interpuso recurso de reposición por dos de las deman-
dantes, que fue desestimado por resolución de fecha diez de
julio de dos mil.

Tercero. Contra dicha resolución se interpuso recurso de
suplicación por la representación letrada de Julia de la Torre
Ibarreche y otra, siendo impugnado de contrario por el Letrado
de Vicente Antomás García y otros y por la representación
letrada del Grupo Empresarial ENCE, S.A. Elevados los autos
a esta Sala de lo Social, se dispuso su pase al Ponente para
su examen y posterior resolución por la Sala, proveyéndose
ulteriormente la fecha de deliberación, votación y fallo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Unico. La dirección letrada de la parte actora interpone
un único motivo de suplicación al amparo del apartado a)
del art. 191 TRLPL en el que denuncia la infracción de los
arts. 5.2 y 85.1, del mismo texto procesal en relación con
el art. 24 CE, solicitando, en esencia que se declare la nulidad
de lo actuado hasta el momento de la celebración del juicio
y la competencia del Juzgado de lo Social para conocer de
la presente litis.

El auto combatido declara la falta de competencia fun-
cional de los Juzgados de lo Social de Madrid para conocer
de la demanda formulada por los actores en materia de tutela
de derechos fundamentales, cuyo conocimiento remite a la
Sala de lo Social de la Audiencia Nacional; Para ello parte
de la configuración de la pretensión tras la comparecencia
celebrada el 11.12.1998, conforme a la cual se distingue
una pretensión principal de condena frente a la empresa -previa
la declaración de la nulidad radical del acto empresarial- a
efectuar, a su exclusivo cargo, una aportación suplementaria
al Plan de Pensiones, y una pretensión subsidiaria consistente
en la condena de los trabajadores codemandados, pertene-
cientes a centros de trabajo radicados en distintas Comuni-
dades Autónomas, al pago de la aportación suplementaria que
allí se cuantificó, en proporción a la aportación realizada por
la empresa al Plan de Pensiones a favor de cada uno de
ellos, que implica -fundamenta la referida resolución- que la
sentencia que recaiga en el proceso desplegará efectos de
cosa juzgada en ámbito territorial superior a la Comunidad
Autónoma de Madrid.
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La demanda que ha dado origen al presente procedimiento
lo es de tutela de derechos fundamentales y suplica se declare
que en el tránsito del sistema antiguo de previsión social de
los trabajadores de ENCE, S.A., que prestan servicios en el
centro de trabajo de Madrid, se ha producido una discrimi-
nación basada en el estado civil de los trabajadores, que afecta
principalmente al colectivo de mujeres, sin que exista fun-
damento legal o justificación razonable, por lo que tal conducta
es radicalmente nula -prosigue aquella-, debiendo reconocerse
a los trabajadores solteros de ENCE, S.A., el mismo trato que
a los casados en el tránsito de los sistemas de previsión social,
y, en consecuencia, se condene (...); es decir, se trata de
una acción con sustento en la violación de un derecho fun-
damental de un grupo de trabajadores que prestan sus servicios
en un centro de trabajo que radica en la Comunidad Autónoma
de Madrid, y, como ya ponía de relieve la sentencia del Tribunal
Supremo de fecha 30.12.1994 «-y al margen de que el ámbito
de su aplicación se extienda a otras Comunidades Autóno-
masafecta única y exclusivamente a dichos empleados por
lo que la competencia objetiva, conforme a la regla general
establecida en el art. 6 de la LPL, corresponde al Juzgado
de lo Social, al no concurrir en el caso las circunstancias espe-
ciales, que, previstas en el art. 8 de la repetida ley procesal,
determinan la atribución de la competencia a la Audiencia
Nacional». Esta conclusión -emitida en el pronunciamiento
del Alto Tribunal atinente a los mismos actores en demanda
formulada entonces ante la Sala de lo Social de la Audiencia
Nacional (que apreció la excepción de incompetencia de juris-
dicción), y cuyo suplico se circunscribía a la petición principal
antes señalada- no resulta alterada por la ampliación de la
demanda realizada por los demandantes en la comparecencia
de 11.12.1998, ampliación que no aconteció con relación
a las demandas que darían lugar a las sentencias de fecha
26.11.92 (Juzgado de lo Social núm. Veintinueve de los de
Madrid), y 26.11.93 (Tribunal Superior de Justicia) sobre
incompetencia de jurisdicción, 9.3.1994 (Audiencia Nacional)
y 30.12.94 (Tribunal Supremo), también sobre incompeten-
cia, de 5.6.1995 (Juzgado de lo Social núm. Veinticinco),
anulada por sentencia del Tribunal Superior de Justicia en
la suya de 26.1.1995 por razón de incongruencia, de
29.3.1996 (Juzgado de lo Social núm. Veinticinco), nueva-
mente anulada el 6.3.1997 por el Tribunal Superior de Justicia
estimando la excepción de falta de litis consorción pasivo nece-
sario, ni respecto de la recaída en fecha 3.11.2000 (Juzgado
de los Social núm. Dos), confirmada por este Tribunal Superior
de Justicia en sentencia fechada el 17.7.2001, por cuanto,
repetimos, se trata ahora también de una demanda de tutela
de un derecho fundamental por entender que se había pro-
ducido una discriminación basada en el estado civil de los
trabajadores, y, por tanto, la sentencia que recaiga sobre el
fondo de debate planteado declarará la existencia o no de
la vulneración denunciada y, en caso afirmativo, previa la
declaración de nulidad radical de la conducta, ordenará el
cese inmediato del comportamiento infractor y la reposición
de la situación al momento anterior a producirse el mismo,
así como la reparación de las consecuencias derivadas del
acto, incluida la indemnización que procediera. De otro modo,
la vulneración denunciada -cuya concurrencia o no es el tema
de fondo del debateviene referida única y exclusivamente a
los trabajadores afectados, siendo éste el extremo que centra
y provoca la delimitación competencial, con independencia
de que parte de las consecuencias económicas de la reparación
del acto se proyecte a otras Comunidades Autónomas en fun-
ción de que los trabajadores demandados presten en ellas
sus servicios, pues lo esencial, como decimos, es el ámbito
de afectación de los sujetos sobre los que la vulneración ale-
gada incide o recae. No olvidemos que la condena subsidiaria
que posteriormente se ha instado, de entenderse que puede

efectuarse en esta misma modalidad procesal de tutela, se
incardinaría en «la reparación de las consecuencias del acto»,
figurando, por consiguiente, como actuación complementaria
dirigida a paliar o remediar la situación provocada por el acto
principal de vulneración que igualmente se proyectaría, de
ser estimada, a favor o en beneficio del mismo grupo de tra-
bajadores demandantes de tutela. Las consideraciones expre-
sadas conducen a estimar el recurso de suplicación interpuesto
por el recurrente, habida cuenta de la exclusión, en este caso,
de la competencia de la Sala de lo Social de la Audiencia
Nacional al tratarse de un proceso sobre tutela (art. 2.k TRLPL),
cuyos efectos no se extienden fuera del ámbito territorial de
la Comunidad Autónoma de Madrid (arts. 8 y 6 del mismo
texto procesal), anulando correlativamente el Auto combatido
a fin de que, previa la declaración de competencia del Juzgado
de lo Social de instancia, por el Magistrado «a quo» se prosiga
la tramitación de los autos hasta dictar nueva resolución en
que entre a conocer del fondo del debate planteado, si no
existiere otro obstáculo procesal que lo impida, con plena liber-
tad de criterio.

F A L L A M O S

Debemos estimar y estimamos el recurso de suplicación
interpuesto por doña Julia de la Torre Ibarreche y otra contra
el Auto dictado por el Juzgado de lo Social núm. Cuatro de
los de Madrid, en fecha diez de julio de dos mil, y previa
declaración de competencia del orden jurisdiccional social para
el enjuiciamiento de la presente litis, declaramos la nulidad
de lo actuado desde el momento inmediatamente anterior a
dictarse dicho Auto a fin de que prosiga la tramitación per-
tinente hasta dictarse sentencia que resuelva, con plena liber-
tad de criterio, el fondo del asunto debatido.

Notifíquese la presente resolución a las partes y a la Fis-
calía del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, haciéndoles
saber que contra la misma sólo cabe Recurso de Casación
para la Unificación de Doctrina que se preparará por escrito
ante esta Sala de lo Social dentro de los diez días siguientes
a la notificación de la sentencia, de acuerdo con lo dispuesto
en los arts. 218 y 227 de la Ley de Procedimiento Laboral.
La consignación del importe de la condena deberá acreditarse,
cuando proceda, por el recurrente que no goce del beneficio
de justicia gratuita ante esta Sala al tiempo de preparar el
recurso, presentando resguardo acreditativo de haberla efec-
tuado en la c/c núm. 2829000000030282001, que esta
Sección Cuarta tiene abierta en el Banco Bilbao Vizcaya, sucur-
sal núm. 913, sita en la Glorieta de Iglesias de Madrid, pudién-
dose sustituir dicha consignación en metálico por el asegu-
ramiento mediante aval bancario en el que se hará constar
la responsabilidad solidaria del avalista, debiendo igualmente
el recurrente que no ostente la condición de trabajador o cau-
sahabiente suyo o beneficiario del régimen público de la Segu-
ridad Social, o se trate del Ministerio Fiscal, Estado, las Comu-
nidades Autónomas, las Entidades Locales, los Organismos
Autónomos dependientes de todas ellas, y quienes tuvieren
reconocido el beneficio de justicia gratuita, consignar como
depósito la cantidad de cincuenta mil pesetas (50.000 pese-
tas), deberá ingresar en la cuenta núm. 2410 del Banco Bilbao
Vizcaya, sucursal de la calle Génova, 17 (clave oficina 4043),
de Madrid, que tiene abierta la Sala IV de lo Social del Tribunal
Supremo, debiendo hacer entrega del resguardo acreditativo
en la Secretaría de dicha Sala IV del T. Supremo al tiempo
de personarse en ella.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, man-
damos y firmamos.
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AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEVILLA

EDICTO de la Sección Segunda dimanante del rollo
de apelación núm. 7708/00-C. (PD. 214/2002).

Don Antonio Elías Pérez, Secretario de la Sección Segunda
de la Ilma. Audiencia Provincial de Sevilla.

Certifico: Que en el Rollo de Apelación núm. 7708/00-C
se ha dictado la sentencia núm. 442, cuyo encabezamiento
y parte dispositiva son del tenor literal siguiente:

Sentencia. Ilmos. Sres. don Víctor Nieto Matas, don Rafael
Márquez Romero y don Carlos Piñol Rodríguez. En Sevilla,
a cuatro de junio de 2001. Vistos por la Sección Segunda
de esta Audiencia Provincial, en grado de apelación, los autos
de Juicio de Cognición sobre reclamación de cantidad pro-
cedente del Juzgado de Primera Instancia, referenciado, donde
se ha tramitado a instancia de Hormigones Leflet, S.L., que
en el recurso es parte apelante, contra Agrícola Peralta, S.L.,
que en el recurso es parte apelante y contra Jundecont, S.L.,
que se encuentra en situación de rebeldía.

Fallamos. Desestimamos el recurso de apelación inter-
puesto por Agrícola Peralta, S.L., confirmamos la sentencia
apelada y condenamos a la apelante el pago de las costas
de este recurso. Así por esta nuestra sentencia, definitivamente
juzgando, la pronunciamos, mandamos y firmamos en lugar y
fecha. Don Víctor Nieto Matas, don Rafael Márquez Romero
y don Carlos Piñol Rodríguez. Rubricados.

Y para que conste y sirva de notificación al demandado
rebelde Jundecont, S.L., expido el presente en Sevilla, a 21
de enero de 2002.- El Secretario, don Antonio Elías Pérez.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. DIEZ
DE MALAGA

EDICTO dimanante del juicio verbal núm. 227/01.
(PD. 207/2002).

Negociado NIG: 2906742C20010006584.
Procedimiento: J. Verbal (N) 227/2001. Negociado:
Sobre: Desahucio por falta de pago rentas local.
De: Grupo Inversor Malagueño, S.A.
Procurador: Sr. Angel Ansorena Huidobro.
Letrada: Sra. Ana de Carranza Sell.
Contra: Olivarera de la Cruz, S.L.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento J. Verbal (N) 227/2001 seguido en
el Juzgado de Primera Instancia núm. Diez de Málaga, a ins-
tancias de Grupo Inversor Malagueño, S.A., contra Olivarera
de la Cruz, S.L., sobre desahucio para falta de pago rentas
local, se ha dictado la sentencia que copiada en su enca-
bezamiento y fallo es como sigue:

Encabezamiento. En la ciudad de Málaga, a veintinueve
de octubre de dos mil uno. Don Juan Francisco Guerra Mora,
Magistrado-Juez de Primera Instancia núm. Diez de esta capi-
tal, habiendo visto los presentes autos de juicio verbal de tra-
mitados bajo el número 227/01 a instancias de Grupo Inversor
Malagueño, S.A., representado el Procurador don Angel Anso-
rena Huidobro, asistido de Letrado, contra Olivarera de la Cruz,
S.L., en situación procesal de rebeldía.

Fallo. Que debe estimar y estimo la demanda formulada
por el Procurador don Angel Ansorena Huidobro, en repre-

sentación de Grupo Inversor Malagueño, S.A., contra Olivarera
de la Cruz, S.L., acordando el desahucio de la nave sita en
C/ Espacio, núm. 19, del Polígono Industrial San Luis, de
Málaga, por impago de rentas, siendo igualmente a su cargo
el pago de las costas causadas en el presente procedimiento.
Todo ello con apercibimiento de que caso de no desalojar
el inmueble en el plazo señalado legalmente se procederá
al lanzamiento.

Notifíquese la anterior resolución a las partes, haciéndoles
saber que la misma aún no es firme y, por tanto, susceptible
de recurso de apelación en el término de cinco días a contar
desde su notificación ante este Juzgado y para ante la Ilma.
Audiencia Provincial de Málaga.

Así por esta mi sentencia, definitivamente juzgando en
la presente instancia, lo pronuncio, mando y firmo.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al deman-
dado Olivarera de la Cruz, S.L., extiendo y firmo la presente
en Málaga, diecisiete de diciembre de dos mil uno.- El/La
Secretario Sustituto/a.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. SIETE DE FUENGIROLA

EDICTO dimanante del procedimiento de divorcio
núm. 99/2001. (PD. 205/2002).

NIG: 2905441C20017000197.
Procedimiento: Divorcio Contencioso (N) 99/2001. Nego-

ciado: Z.
Sobre: Divorcio Contencioso.
De: Don José María Porras Moreno.
Procurador: Sr. Rosas Bueno, Francisco E.
Letrado/a: Sr./a.
Contra: Doña Ana María Cangiano Nater.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento de referencia se ha dictado la Reso-
lución cuyo encabezamiento y fallo es del tenor literal siguiente:

S E N T E N C I A

En la ciudad de Fuengirola, a 16 de noviembre de 2001.
Vistos por doña Marta Romero Lafuente, Magistrada-Juez de
Primera Instancia núm. Siete de la ciudad de Fuengirola, y
su Partido Judicial, los autos de Juicio de Divorcio Causal
núm. 99/01, seguidos en este juzgado a instancia de don
José María Porras Moreno, representado por el Procurador
don Francisco Eulogio Rosas Bueno, contra doña Ana María
Cangiano Nater, declarada en rebeldía, y,

F A L L O

Que debo declarar y declaro disuelto por divorcio el matri-
monio celebrado el día 19 de julio de 1980, en Mijas, entre
don José María Porras Moreno y doña Ana María Cangiano
Nater, no habiendo lugar a adoptar medida complementaria
alguna, todo ello sin hacer expresa imposición de costas.

Firme que sea esta Resolución notifíquese al registro com-
petente, en donde consta inscrito el matrimonio.

Esta Resolución no es firme, y contra la misma cabe recur-
so de apelación, que deberá prepararse en el plazo de cinco
días ante este Juzgado y se sustanciará ante la Ilma. Audiencia
Provincial de Málaga.

Así por esta mi sentencia de la que se llevará testimonio
a la causa de su razón, la pronuncio, mando y firmo.
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Y como consecuencia del ignorado paradero de Ana María
Cangiano Nater, se extiende la presente para que sirva de
cédula de notificación de la sentencia dictada.

Fuengirola, a dieciocho de diciembre de dos mil
uno.- El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE TORROX

EDICTO dimanante del juicio verbal núm.
157/2001. (PD. 202/2002).

NIG: 2909141C20011000216.
Procedimiento: Verbal-Desh.F.Pago (N) 157/2001.

Negociado: MC.
De: Mercantil «El Viejo Sótano, S.L.».
Procurador: Sr. José Antonio Aranda Alarcón.
Letrado: Sr. Fernández Durán, Serafín.
Contra: Mercantil «Servicios de Telefonía Móvil 2.000,

S.L.».

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Verbal-Desh.F.Pago (N) 157/2001
seguido en el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Torrox
a instancia de Mercantil «El Viejo Sótano, S.L.» contra Mer-
cantil «Servicios de Telefonía Móvil 2.000, S.L.», sobre, se
ha dictado la sentencia que copiada en su encabezamiento
y fallo es como sigue:

En Torrox, a 14 de septiembre de 2001.
El Juez del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción

núm. Uno de los de Torrox, vistos de forma oral y pública
los autos de juicio verbal número 157/2001, iniciados a ins-
tancia del Procurador don José Antonio Aranda Alarcón, en
nombre y representación de la entidad El Viejo Sótano, S.L.,
contra la entidad mercantil Servicios de Telefonía Móvil 2.000,
S.L., en ejercicio de acción de desahucio por falta de pago
de la renta dicto la siguiente:

Fallo: Estimo en su integridad la demanda presentada
por el Procurador don José Antonio Aranda Alarcón, en nombre
y representación de la entidad El Viejo Sótano, S.L., contra
la entidad mercantil Servicios de Telefonía Móvil 2.000, S.L.,
y, en consecuencia, declaro resuelto por falta de pago de la
renta y cantidades asimiladas el contrato de arrendamiento
para uso distinto del de vivienda suscrito entre ambos de fecha
26 de abril de 2000 y relativo al inmueble sito en Nerja,
Calle Granada, 88-Bajo, y condeno a la parte demandada
a dejar libre y expedita dicha finca y a disposición de la actora
en el plazo legal, bajo apercibimiento de lanzamiento si así
no lo hiciere.

Condeno igualmente a la demandada al pago de las costas
procesales causadas.

Notifíquese la presente resolución a las partes, y hágaseles
saber que la misma no es firme, siendo posible la preparación
de recurso de apelación, en el plazo de cinco días a partir
de su notificación.

Así por esta mi sentencia, de la que se unirá certificación
a las actuaciones originales para su notificación y cumpli-
miento, la pronuncio, mando y firmo.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al/a
los demandado/s Mercantil «Servicios de Telefonía Móvil
2.000, S.L.», en ignorado paradero, extiendo y firmo la pre-
sente en Torrox a veinticinco de octubre de dos mil uno.-
El/la Secretario.

5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 15 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de servicios que se indica.

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Gobernación.
Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Pre-

supuestos, Sección de Contratación.
Número de expediente: 28/01/2.
2. Objeto del contrato.
Tipo de contrato: Servicios.
Objeto: «Servicio de Limpieza de las sedes de Plaza

Nueva, 4; Jesús de Gran Poder, 27, y de C/ Albareda, 13».
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Setenta millones cua-

trocientas mil (70.400.000) pesetas (423.112,52 euros).

5. Adjudicación.
Fecha: 22 de octubre de 2001.
Contratista: El Impecable, S.A.
Nacionalidad: Española.
Importe: Sesenta y siete millones novecientas ochenta mil

novecientas treinta y dos (67.980.932) pesetas (408.573,62
euros).

Sevilla, 15 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 15 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de servicios que se indica.

1. Entidad adjudicadora.

Organo contratante: Consejería de Gobernación.

Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Pre-
supuestos, Sección de Contratación.

Número de expediente: 33/01/6.
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2. Objeto del contrato.
Tipo de contrato: Servicios.
Objeto: «Desarrollo de un Sistema Integrado para la Ges-

tión de la Escuela de Seguridad Pública (ESPA)».
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Quince millones

(15.000.000) de pesetas (90.151,82 euros).
5. Adjudicación.
Fecha: 30 de octubre de 2001.
Contratista: Guadaltel, S.A.
Nacionalidad: Española.
Importe: Catorce millones seiscientas setenta y tres mil

sesenta y siete (14.673.067) pesetas (88.186,91 euros).

Sevilla, 15 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 15 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de servicios que se indica.

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Gobernación.
Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Pre-

supuestos, Sección de Contratación.
Número de expediente: 49/01/2.
2. Objeto del contrato.
Tipo de contrato: Servicios.
Objeto: «Conservación y Mantenimiento de los Edificios

Sedes Administrativas de los Servicios Centrales de la Con-
sejería de Gobernación».

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Treinta y cuatro millones

(34.000.000) de pesetas (204.344,12 euros).
5. Adjudicación.
Fecha: 11 de diciembre de 2001.
Contratista: Eulen, S.A.
Nacionalidad: Española.
Importe: Treinta y dos millones quinientas ochenta y una

mil ciento cincuenta y dos (32.581.152) pesetas
(195.816,66 euros).

Sevilla, 15 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 15 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de servicios que se indica.

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Gobernación.
Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Pre-

supuestos, Sección de Contratación.
Número de expediente: 50/01/2.
2. Objeto del contrato.
Tipo de contrato: Servicios.
Objeto: «Análisis de los Modelos Organizativos en Relación

con la Respuesta Operativa en Emergencias».
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Catorce millones

(14.000.000) de pesetas (84.141,69 euros).

5. Adjudicación.
Fecha: 11 de diciembre de 2001.
Contratista: Pricewaterhouse Coopers.
Nacionalidad: Española.
Importe: Trece millones trescientas mil (13.300.000)

pesetas (79.934,61 euros).

Sevilla, 15 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 15 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se hace pública
la adjudicación del contrato de servicios que se indica.

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Gobernación.
Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Pre-

supuestos, Sección de Contratación.
Número de expediente: 51/01/2.
2. Objeto del contrato.
Tipo de contrato: Servicios.
Objeto: «Estudio de los Mapas de Flujos en los Transportes

de Mercancías Peligrosas por Carretera en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía».

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
Tramitación: Ordinaria.
Procedimiento: Abierto.
Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación: Diecinueve millones

trescientas mil (19.300.000) pesetas (115.995,34 euros).
5. Adjudicación.
Fecha: 10 de diciembre de 2001.
Contratista: Consultrans, S.A.
Nacionalidad: Española.
Importe: Dieciocho millones doscientas treinta y ocho mil

quinientas (18.238.500) pesetas (109.615,59 euros).

Sevilla, 15 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 14 de enero de 2002, de la
Delegación del Gobierno de Sevilla, por la que se hace
pública la adjudicación definitiva de la contratación
que se cita, por el sistema de concurso y procedimiento
abierto, vía de urgencia.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93.2
del R.D. Legislativo 2/2000, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, esta Delegación del Gobierno hace pública la adju-
dicación que se cita:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Delegación del Gobierno de la Junta de

Andalucía de Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General.
c) Número de expediente: L1/01.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Servicios.
b) Descripción del objeto: Limpieza de la sede de la Dele-

gación del Gobierno.
c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: BOJA núm. 120, de 16.10.2001.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

66.111,33 euros, IVA incluido.
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5. Adjudicación.
a) Fecha: 14.12.2001.
b) Contratista: Gestión de Servicios Técnicos Martín

Arias, S.L., NIF B-41989815.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 64.188,09 euros (sesenta

y cuatro mil ciento ochenta y ocho euros con nueve céntimos).
e) Plazo de aplicación: De 1.1.2002 a 31.12.2002.

Sevilla, 14 de enero de 2002.- El Delegado, José del
Valle Torreño.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 22 de enero de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de elaboración de
un sistema informático para la gestión del Registro de
las Inspecciones Técnicas de Vehículos en Andalucía
(SIGRITV). (PD. 208/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 180/2001.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Elaboración de un sistema infor-

mático para la gestión del Registro de las Inspecciones Técnicas
de Vehículos en Andalucía (SIGRITV).

b) Lugar de ejecución: Servicios Centrales, todas las
provincias.

c) Plazo de ejecución: 6 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 66.111,33

euros (sesenta y seis mil ciento once euros y treinta y tres
céntimos).

5. Garantía provisional: 1.322,23 euros.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones. Web: www.cedt.junta-andalucia.es.

b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Tole-
do), 14, planta sótano 1.

c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de proposiciones.
7. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 30 días naturales a contar

desde el siguiente al de publicación del presente anuncio en
el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta Contratación.

c) Lugar y presentación: Registro General de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección arriba
citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

8. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Tole-

do), 14.

c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha y hora: La Mesa de Contratación, el primer martes

siguiente al segundo día posterior al de finalización del plazo
de presentación de ofertas, trasladándose al siguiente día hábil
si ese martes no lo fuera, calificará la documentación pre-
sentada y publicará a continuación en el tablón de anuncios
de esta Consejería el resultado de la misma, a fin de que
los licitadores afectados conozcan y subsanen, dentro del plazo
que se indique, los defectos materiales que eventualmente
puedan haberse observado en la documentación.

e) Apertura de proposiciones: Se realizará por la Mesa
de Contratación en acto público, a las nueve horas del martes
siguiente al del examen de la documentación administrativa,
trasladándose al siguiente día hábil si ese martes no lo fuera,
en la sede de esta Consejería, en la indicada dirección.

9. Otras informaciones: Los oferentes que presenten cer-
tificación de estar inscritos en el Registro de Licitadores de
la Comunidad Autónoma de Andalucía quedarán exentos de
aportar la documentación administrativa que se incluye en
el sobre «A», a excepción, en su caso, de las garantías. Todo
ello de conformidad con lo establecido en el Decreto 189/97,
de 22 de julio, por el que se crea el mencionado registro,
publicado en BOJA núm. 94, de 14 de agosto.

10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio
será por cuenta del adjudicatario.

Sevilla, 22 de enero de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 20 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Ordenación del Territorio y
Urbanismo, por la que se hace pública la adjudicación
de los contratos de consultoría y asistencia que se indi-
can por el procedimiento abierto mediante la forma
de concurso sin variantes.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

Expte.: 2001-1515-07-01 (E40003ATCF1C).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del contrato: Digitalización de la cartografía

a escala 1:10.000 del mapa topográfico de Andalucía en la
zona de Sierra Morena de Córdoba.

c) Publicada la licitación en BOJA núm. 68, de fecha
16.6.2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

21.400.000 pesetas (128.616,59 euros).
5. Adjudicación.
a) Fecha: 21 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Network Mapping Facilities.
c) Nacionalidad: Francia.
d) Importe de adjudicación: 21.100.000 pesetas

(126.813,55 euros).

Expte.: 2001-1515-08-01 (E40004ATCF1C).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
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b) Descripción del contrato: Digitalización de la cartografía
a escala 1:10.000 del mapa topográfico de Andalucía en la
zona de la Campiña de Córdoba.

c) Publicada la licitación en BOJA núm. 68, de fecha
16.6.2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

24.000.000 de pesetas (144.242,91 euros).
5. Adjudicación.
a) Fecha: 28 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Sitesa, Sistemas de Información Terri-

torial, S.A.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: 21.120.000 pesetas

(126.933,76 euros).

Expte.: 2001-1515-09-01 (E40005ATCF1S).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del contrato: Digitalización de la cartografía

a escala 1:10.000 del mapa topográfico de Andalucía en la
zona de Sierra Morena de Sevilla.

c) Publicada la licitación en BOJA núm. 68, de fecha
16.6.2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

22.200.000 pesetas (133.424,69 euros).
5. Adjudicación.
a) Fecha: 21 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Restisur, S.L.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 20.481.240 pesetas

(123.094,73 euros).

Expte.: 2001-1515-10-01 (E40006ATCF1S).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del contrato: Digitalización de la cartografía

a escala 1:10.000 del mapa topográfico de Andalucía en la
zona del área metropolitana de Sevilla.

c) Publicada la licitación en BOJA núm. 68, de fecha
16.6.2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

19.200.000 pesetas (115.394,32 euros).
5. Adjudicación.
a) Fecha: 21 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Técnica Cartográfica Andaluza.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 17.280.000 pesetas

(103.854,89 euros).

Expte.: 2001-1515-06-01 (E40002ATCF1C).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del contrato: Digitalización de la cartografía

a escala 1:10.000 del mapa topográfico de Andalucía en la
zona de Los Pedroches.

c) Publicada la licitación en BOJA núm. 68, de fecha
16.6.2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación ordinaria.

b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

22.400.000 pesetas (134.626,71 euros).
5. Adjudicación.
a) Fecha: 21 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Guadaltel, S.A.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 20.160.000 pesetas

(121.164,04 euros).

Sevilla, 20 de diciembre de 2001.- La Directora General,
Josefina Cruz Villalón.

RESOLUCION de 21 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Ordenación del Territorio y
Urbanismo, por la que se hace pública la adjudicación
del contrato de consultoría y asistencia que se indica
por el procedimiento abierto mediante la forma de con-
curso sin variantes.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia,
realizada mediante procedimiento abierto, que a continuación
se relaciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Ordenación del Territorio y Urbanismo.
c) Número de expediente: 2001-1362-11-01.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del objeto: Actuación: Trabajo de carac-

terización territorial de la incipiente área metropolitana de Cór-
doba, información, análisis y diagnóstico, criterios y objetivos
de ordenación.

c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-
cio de licitación: Número 117, de 9 de octubre de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Trein-

ta millones de pesetas (30.000.000 de ptas.), ciento ochenta
mil trescientos tres euros con sesenta y tres céntimos
(180.303,63 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 10 de diciembre de 2001.
b) Contratista: Grupo Entorno, S.L.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Veintiocho millones quinien-

tas mil pesetas (28.500.000 ptas.), ciento setenta y un mil
doscientos ochenta y ocho euros con cuarenta y cinco céntimos
(171.288,45 euros).

Sevilla, 21 de diciembre de 2001.- La Directora General,
Josefina Cruz Villalón.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Carreteras, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y
asistencia que se indica por el procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variantes.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
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Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia,
realizada mediante procedimiento abierto, que a continuación
se relaciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Carreteras.
c) Número de expediente: 05-HU-0195-00-00-EI.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del objeto: Estudio informativo de la varian-

te de San Bartolomé de la Torre en la A-495 y conexión con
la A-490 y H-9013.

c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-
cio de licitación: Número 17, de 10 de febrero de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Diez

millones de pesetas (10.000.000 de ptas.), sesenta mil ciento
un euros con veintiún céntimos (60.101,21 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 9 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Ingenieros Dintra 5, S.L.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Nueve millones doscientas

cincuenta y seis mil quinientas veinte pesetas (9.256.520
ptas.), cincuenta y cinco mil seiscientos treinta y dos euros
con ochenta y un céntimos (55.632,81 euros).

Sevilla, 11 de diciembre de 2001.- El Director General,
Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Carreteras, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de servicios que
se indica por el procedimiento abierto mediante la for-
ma de concurso sin variantes.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de servicios, realizada
mediante procedimiento abierto, que a continuación se rela-
ciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Carreteras.
c) Número de expediente: 02-GR-1263-00-00-GI.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Servicios.
b) Descripción del objeto: Servicios de diversas opera-

ciones de conservación en el siguiente tramo de carretera:
A-395, del p.k. 0+000 al p.k. 39+300 y GR-420.

c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-
cio de licitación: Número 24, de 27 de febrero de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Tres-

cientos ochenta y ocho millones quinientas ochenta y ocho
mil novecientas cuarenta pesetas (388.588.940 ptas.), dos
millones trescientos treinta y cinco mil cuatrocientos sesenta
y seis euros con cincuenta y siete céntimos (2.335.466,57
euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 12 de noviembre de 2001.
b) Contratista: UTE Elsamex, S.A./Construcciones Sán-

chez Domínguez-Sando, S.A.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Trescientos ochenta y ocho

millones quinientas ochenta y ocho mil novecientas cuarenta
pesetas (388.588.940 ptas.), dos millones trescientos treinta
y cinco mil cuatrocientos sesenta y seis euros con cincuenta y
siete céntimos (2.335.466,57 euros).

Sevilla, 12 de diciembre de 2001.- El Director General,
Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 13 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Carreteras, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y
asistencia que se indica por el procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variantes.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia,
realizada mediante procedimiento abierto, que a continuación
se relaciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Carreteras.
c) Número de expediente: 01-CO-0194-00-00-EI.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del objeto: Redacción del estudio infor-

mativo de la Autovía Lucena-Cabra y variante Noroeste de
Lucena.

c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-
cio de licitación: Número 17, de 10 de febrero de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Vein-

tidós millones de pesetas (22.000.000 de ptas.), ciento treinta
y dos mil doscientos veintidós euros con sesenta y seis cén-
timos (132.222,66 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 24 de octubre de 2001.
b) Contratista: Euroestudios, S.A.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Veinte millones quinientas

veintisiete mil trescientas treinta y cinco pesetas (20.527.335
ptas.), ciento veintitrés mil trescientos setenta y un euros con
setenta y siete céntimos (123.371,77 euros).

Sevilla, 13 de diciembre de 2001.- El Director General,
Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 18 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Carreteras, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de obras que se
indica por el procedimiento abierto mediante la forma
de subasta.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de obras, realizada
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mediante procedimiento abierto, que a continuación se rela-
ciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Carreteras.
c) Número de expediente: 01-AA-1387-00-00-AM.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del objeto: Acondicionamiento, limpieza

y conservación de áreas de descanso en la carretera A-376.
Tramo: Ronda-San Pedro.

c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-
cio de licitación: Número 21, de 20 de febrero de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Die-

cinueve millones novecientas noventa y tres mil doscientas
noventa y nueve pesetas (19.993.299 ptas.), ciento veinte
mil ciento sesenta y dos euros con quince céntimos
(120.162,15 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 15 de noviembre de 2001.
b) Contratista: Actuaciones Viales Urit, S.L.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Catorce millones cuatrocien-

tas noventa y cinco mil ciento cuarenta y dos pesetas
(14.495.142 ptas.), ochenta y siete mil ciento diecisiete euros
con cincuenta y seis céntimos (87.117,56 euros).

Sevilla, 18 de diciembre de 2001.- El Director General,
Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 18 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Carreteras, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y
asistencia que se indica por el procedimiento abierto
mediante la forma de concurso sin variantes.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 93 del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, la Consejería de Obras Públicas y Transportes hace
pública la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia,
realizada mediante procedimiento abierto, que a continuación
se relaciona:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Carreteras.
c) Número de expediente: 02-JA-0529-00-00-EI.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Consultoría y asistencia.
b) Descripción del objeto: Estudio informativo de la varian-

te de Linares en la A-312.
c) Boletín o Diario Oficial y fecha de publicación del anun-

cio de licitación: Número 17, de 10 de febrero de 2001.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso sin variantes.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo: Doce

millones de pesetas (12.000.000 de ptas.), setenta y dos
mil ciento veintiún euros con cuarenta y cinco céntimos
(72.121,45 euros).

5. Adjudicación.
a) Fecha: 15 de octubre de 2001.

b) Contratista: Ghesa.
c) Nacionalidad: España.
d) Importe de adjudicación: Once millones seiscientas mil

pesetas (11.600.000 ptas.), sesenta y nueve mil setecientos
diecisiete euros con cuarenta céntimos (69.717,40 euros).

Sevilla, 18 de diciembre de 2001.- El Director General,
Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 25 de enero de 2002, de la
Delegación Provincial de Huelva, por la que se anuncia
la contratación de obras que se indica por el proce-
dimiento abierto mediante la forma de subasta. (PD.
206/2002).

La Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta
de Andalucía ha resuelto anunciar por el procedimiento abierto
y la forma de subasta las siguientes obras:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Huelva.
c) Número de expediente: 2001-2111-02-15.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Mejora de pavimento y drenaje

en la A-472 entre L.P. Sevilla y p.k. 52+500.
b) División por lote y números: No.
c) Lugar de ejecución: Huelva.
d) Plazo de ejecución: 30 meses, a partir de la firma

del contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

833.911,34 euros.
5. Garantías.
a) Provisional: Dieciséis mil seiscientos setenta y ocho

euros con veintitrés céntimos (16.678,23 euros).
b) Definitiva: Treinta y tres mil trescientos cincuenta y

seis euros con cuarenta y cinco céntimos (33.356,45 euros).
6. Obtención de documentos e información.
a) Entidad: Delegación Provincial de Huelva de la Con-

sejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: C/ José Nogales, 4.
c) Localidad y Código Postal: Huelva, 21071.
d) Teléfono: 959/00.20.00.
e) Telefax: 959/00.21.24-25.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta el día de la finalización del plazo de presentación.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo G, Subgrupo 6, Categoría c.
b) Otros requisitos: Los determinados en el Pliego de Cláu-

sulas Administrativas Particulares.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 4 de marzo de 2002.
b) Documentación a presentar: Los licitadores deberán

presentar, en sobres cerrados y firmados, la siguiente docu-
mentación:

- Sobre núm. 1, «Documentación Administrativa»: La
señalada y en la forma que determina la cláusula 08.2.1 del
Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

- Sobre núm. 2, «Proposición Económica»: La señalada
y en la forma que determina la cláusula 08.2.2 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.
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c) Lugar de presentación:

Entidad: Registro General de la Delegación Provincial
correspondiente de la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el repre-
sentante de la empresa deberá justificar la fecha de presen-
tación o de imposición del envío en la Oficina de Correos
y anunciar al Organo de Contratación su remisión mediante
télex, telegrama o telefax en el mismo día. Sin la concurrencia
de ambos requisitos no será admitida la proposición si es
recibida por el Organo de Contratación con posterioridad a
la fecha de la terminación del plazo señalado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

Núm. de fax: 959/00.21.24-25.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Veinte días desde la apertura de proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Delegación Provincial de Huelva de la Con-

sejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: C/ José Nogales, 4.
c) Localidad: Huelva.
d) Fecha: 15 de marzo de 2002.
e) Hora: 10,00.
10. Otras informaciones:
11. Gastos de los anuncios: Por cuenta del adjudicatario.
12. Fecha de envío al DOCE (en su caso):

Huelva, 25 de enero de 2002.- El Delegado, Francisco
Díaz Olivares.

RESOLUCION de 24 de enero de 2002, de la
Delegación Provincial de Jaén, por la que se anuncia
la contratación de obras que se indica por el proce-
dimiento abierto mediante la forma de subasta. (PD.
215/2002).

La Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta
de Andalucía ha resuelto anunciar por el procedimiento abierto
y la forma de subasta la siguiente obra:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Jaén.
c) Número de expediente: 02-JA-1383-00-00-CS.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Construcción de nueva obra

de paso y modificación de rasante en la A-319. P.k. 7,400.
Tramo: Peal de Becerro-Cazorla.

b) División por lote y números: No.
c) Lugar de ejecución: Cazorla (Jaén).
d) Plazo de ejecución: 12 meses, a partir de la firma

del contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: De urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

360.093,50 euros.
5. Garantías.
a) Provisional: Cero euros (0 euros).
b) Definitiva: Catorce mil cuatrocientos tres euros con

setenta y cuatro céntimos (14.403,74 euros).
6. Obtención de documentos e información.
a) Entidad: Delegación Provincial de Jaén de la Consejería

de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: C/ Santa María del Valle, s/n.

c) Localidad y Código Postal: Jaén (Jaén), 23071.
d) Teléfono:
e) Telefax:
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta las trece horas del último día antes de la finalización
del plazo de presentación de proposiciones.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación:

Grupo C, Subgrupo 2, Categoría c.
Grupo G, Subgrupo 4, Categoría d.

b) Otros requisitos: Los determinados en el Pliego de Cláu-
sulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: A los 14 días naturales

desde su publicación en BOJA, contados a partir del día
siguiente a la publicación, finalizando el último día a las 14
horas; caso de que el último día fuera sábado o festivo, se
ampliará al siguiente hábil.

b) Documentación a presentar: Los licitadores deberán
presentar, en sobres cerrados y firmados, la siguiente docu-
mentación:

Sobre núm. 1, «Documentación Administrativa»: La seña-
lada y en la forma que determina la cláusula 08.2.1 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares .

Sobre núm. 2, «Proposición Económica»: La señalada
y en la forma que determina la cláusula 08.2.2 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

Entidad: Registro General de la Delegación Provincial
correspondiente de la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el repre-
sentante de la empresa deberá justificar la fecha de presen-
tación o de imposición del envío en la Oficina de Correos
y anunciar al Organo de Contratación su remisión mediante
télex, telegrama o telefax en el mismo día y antes de la hora
de terminación del plazo. Sin la concurrencia de ambos requi-
sitos no será admitida la proposición si es recibida por el
Organo de Contratación con posterioridad a la fecha y hora
de la terminación del plazo señalado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

Núm. de Fax del Registro Auxiliar: 953/00.14.76.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Veinte días desde la apertura de proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Sala de Juntas de la Delegación Provincial

de Jaén.
b) Domicilio: Paseo Santa María del Valle, s/n.
c) Localidad: Jaén.
d) Fechas:

1. Sobre núm. 1. Documentación Administrativa: A los
18 días naturales contados a partir del día siguiente a la publi-
cación en BOJA; caso de caer en sábado o ser festivo, se
pospondrá al siguiente día hábil.

2. Sobre núm. 2. Proposiciones Económicas: A los 21
días naturales, contados a partir del día siguiente a la publi-
cación en BOJA; caso de caer en sábado o en festivo, se
pospondrá al siguiente día hábil.
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e) Hora: 8,30.
10. Otras informaciones: Orden de Delegación de com-

petencias de 29 de diciembre de 2000.
11. Gastos de los anuncios: Por cuenta del adjudicatario.
12. Fecha de envío al DOCE (en su caso):

Jaén, 24 de enero de 2002.- El Delegado, Manuel
Fernández Rascón.

RESOLUCION de 24 de enero de 2002, de la
Delegación Provincial de Jaén, por la que se anuncia
la contratación de obras que se indica por el proce-
dimiento abierto mediante la forma de subasta. (PD.
216/2002).

La Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta
de Andalucía ha resuelto anunciar, por el procedimiento abierto
y la forma de subasta, la siguiente obra:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Jaén.
c) Número de expediente: 01-JA-1382-00-00-SV.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Ampliación de obras de paso

en la carretera A-315 de Torreperogil a Baza por Pozo Alcón
en el p.k. 51 + 500 (Quesada).

b) División por lote y números: No.
c) Lugar de ejecución: Pozo Alcón (Jaén).
d) Plazo de ejecución: 12 meses, a partir de la firma

del contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: De urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

300.213,02 euros.
5. Garantías.
a) Provisional: Cero euros (0 euros).
b) Definitiva: Doce mil ocho euros con cincuenta y dos

céntimos (12.008,52 euros).
6. Obtención de documentos e información.
a) Entidad: Delegación Provincial de Jaén de la Consejería

de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: C/ Santa María del Valle, s/n.
c) Localidad y Código Postal: Jaén, 23071.
d) Teléfono:
e) Telefax:
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta las trece horas del último día antes de la finalización
del plazo de presentación de proposiciones.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación:

Grupo A, Subgrupo 1, Categoría c.
Grupo B, Subgrupo 2, Categoría d.

b) Otros requisitos: Los determinados en el Pliego de Cláu-
sulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: A los 14 días naturales

desde su publicación en BOJA, contados a partir del día
siguiente a la publicación, finalizando el último día a las 14
horas; caso de que el último día fuera sábado o festivo, se
ampliará al siguiente hábil.

b) Documentación a presentar: Los licitadores deberán
presentar, en sobres cerrados y firmados, la siguiente docu-
mentación:

Sobre núm. 1, «Documentación Administrativa»: La seña-
lada y en la forma que determina la cláusula 08.2.1 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

Sobre núm. 2, «Proposición Económica»: La señalada
y en la forma que determina la cláusula 08.2.2 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación.
Entidad: Registro General de la Delegación Provincial

correspondiente de la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el repre-
sentante de la empresa deberá justificar la fecha de presen-
tación o de imposición del envío en la Oficina de Correos
y anunciar al Organo de Contratación su remisión mediante
télex, telegrama o telefax en el mismo día y antes de la hora
de terminación del plazo. Sin la concurrencia de ambos requi-
sitos no será admitida la proposición si es recibida por el
Organo de Contratación con posterioridad a la fecha y hora
de la terminación del plazo señalado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

Núm. de Fax del Registro Auxiliar: 953/00.14.76.
d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-

tener su oferta: Veinte días desde la apertura de proposiciones.
e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Sala de Juntas de la Delegación Provincial

de Jaén.
b) Domicilio: Paseo Santa María del Valle, s/n.
c) Localidad: Jaén.
d) Fecha:

1. Sobre núm. 1. Documentación Administrativa: A los
18 días naturales contados a partir del día siguiente a la publi-
cación en BOJA; caso de caer en sábado o en festivo, se
pospondrá al siguiente día hábil.

2. Sobre núm. 2. Proposiciones Económicas: A los 21
días naturales, contados a partir del día siguiente a la publi-
cación en BOJA; caso de caer en sábado o en festivo, se
pospondrá al siguiente día hábil.

e) Hora: 8,30.
10. Otras informaciones: Orden de delegación de com-

petencias de 29 de diciembre de 2000.
11. Gastos de los anuncios: Por cuenta del adjudicatario.
12. Fecha de envío al DOCE (en su caso):

Jaén, 24 de enero de 2002.- El Delegado, Manuel
Fernández Rascón.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 22 de enero de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca con-
tratación en su ámbito (2001/185799). (PD.
211/2002).

En uso de las facultades que me confiere el artículo 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el artículo 11
del Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto anunciar la con-
tratación que se indica con los requisitos que, asimismo, se
señalan:
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1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Hospital Punta

Europa. Cádiz.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

Gerencia.
c) Número de expediente: C.P. 2001/185799 (26/2001).
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de transporte sanitario

urgente y programado mediante concierto, para los Hospitales
y Distritos de Algeciras y La Línea (185799-HPE).

b) División de lotes y números: Véase la documentación
del concurso.

c) Lugar de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

d) Plazo de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma
de adjudicación: Concurso.

4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Seis millo-
nes ochocientos cincuenta y un mil quinientos treinta y siete
euros con noventa y nueve céntimos (6.851.537,99 E). Mil
ciento cuarenta millones de pesetas (1.140.000.000 de
ptas.).

5. Garantías. Provisional: Será de 34.257,69 E
(5.700.000 ptas.), en los términos previstos en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Véase punto 1.b).
b) Domicilio: Crta. de Getares, s/n.
c) Localidad y Código Postal: Algeciras (Cádiz), 11207.
d) Teléfono: 95/602.50.62.
e) Telefax: 95/602.50.61.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Véase punto 8.a).
7. Requisitos específicos del contratista: La acreditación

de la solvencia económica, financiera y técnica se realizará
aportando la documentación prevista en los artículos 16 y
18 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El decimoquinto día natu-
ral, contado a partir del día siguiente a la publicación de este
anuncio en BOJA; si éste fuera domingo o festivo, se trasladará
al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General.
d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-

tener su oferta: Véase la documentación del concurso.
e) Admisión de variantes: Véase la documentación del

concurso.
9. Apertura de las ofertas: La apertura de proposiciones

tendrá lugar en las Dependencias del citado Hospital, en la
hora y fecha que se anunciará en el tablón de anuncios del
mencionado Centro con, al menos, 72 horas de antelación.

10.
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 22 de enero de 2002.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

RESOLUCION de 23 de enero de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca con-
tratación en su ámbito (2002/001652). (PD.
210/2002).

En uso de las facultades que me confiere el artículo 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-

traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 2/2000, de 16 de junio, en relación con el artículo 11
del Decreto 245/2000, de 31 de mayo, por el que se establece
la Estructura Orgánica Básica de la Consejería de Salud y
el Servicio Andaluz de Salud, he resuelto anunciar la con-
tratación que se indica con los requisitos que, asimismo, se
señalan:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Area Sanitaria

Norte de Córdoba (Pozoblanco).
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección Area.
c) Número de expediente: C.P. 2002/001652 (1/2002).
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Suministro de material de qui-

rófano-traumatología (1652-ASN).
b) Número de unidades a entregar: Véase la documen-

tación del concurso.
c) División de lotes y números: Véase la documentación

del concurso.
d) Lugar de entrega: Véase la documentación del con-

curso.
e) Plazo de entrega: Véase la documentación del concurso.
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Doscien-

tos cuarenta mil ciento sesenta y cinco euros con cuarenta
y tres céntimos (240.165,43 euros). Treinta y nueve millones
novecientas sesenta mil ciento sesenta y cinco pesetas
(39.960.165 ptas.).

5. Garantías. Provisional: No procede.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Véase punto 1.b). Suministros y Contratos.
b) Domicilio: C/ Juan Rey Calero, s/n.
c) Localidad y Código Postal: Pozoblanco (Córdoba),

14400.
d) Teléfono: 957/02.63.25.
e) Telefax: 957/02.64.28.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Véase punto 8.a).
7. Requisitos específicos del contratista: La acreditación

de la solvencia económica, financiera y técnica del licitador
se realizará aportando la documentación prevista en los ar-
tículos 16 y siguientes del Texto Refundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, en los términos pre-
vistos en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El decimoquinto día natu-
ral, contado a partir del día siguiente a la publicación de este
anuncio en el BOJA; si éste fuera domingo o festivo, se tras-
ladará al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General del Hos-
pital Valle de Los Pedroches.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Véase la documentación del concurso.

e) Admisión de variantes: Véase la documentación del
concurso.

f)
9. Apertura de las ofertas: Tendrá lugar en la Sala de

Juntas del citado Hospital, en la fecha y la hora que se anun-
ciará en el tablón de anuncios de la Unidad de Suministros
con, al menos, 48 horas de antelación.
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10. Otras informaciones:
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 23 de enero de 2002.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

RESOLUCION de 23 de enero de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca con-
tratación en su ámbito. (2001/275441). (PD.
212/2002).

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, en relación al art. 11 del Decreto
245/2000, de 31 de mayo, de Estructura Orgánica Básica
de la Consejería de Salud y el Servicio Andaluz de Salud,
he resuelto anunciar la contratación que se indica con los
requisitos que, asimismo, se señalan:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Hospital Gene-

ral de Riotinto. Huelva.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección Eco-

nómico-Administrativa y de Servicios Generales.
c) Número de expediente: C.P. 2001/275441

(8D/2001).
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de mantenimiento y

conservación de aparatos elevadores (275441-HRI).
b) Número de unidades a entregar: Véase la documen-

tación del concurso.
c) División de lotes y números: Véase la documentación

del concurso.
d) Lugar de ejecución: Véase la documentación del

concurso.
e) Plazo de ejecución: Dos años.
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma

de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Cincuen-

ta y ocho mil quinientos noventa y ocho euros con setenta
y tres céntimos (58.598,73 euros) nueve millones setecientas
cincuenta mil ocho pesetas (9.750.008 ptas.).

5. Garantías. Provisional: Será el 2% del presupuesto
de licitación, en los términos previstos en el Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Copistería de los Reyes.
b) Domicilio: C/ Miguel Redondo, 3.
c) Localidad y código postal: Huelva, 21003.
d) Teléfono: 959/24.74.27.
e) Telefax: 959/24.74.27.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Véase punto 8.a).
7. Requisitos específicos del contratista: La acreditación

de la solvencia económica, financiera y técnica se realizará
aportando la documentación prevista en los artículos 16 y
siguientes del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, en los términos previstos en el Plie-
go de Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El decimoquinto día
natural, contado a partir del día siguiente a la publicación
de este anuncio en el BOJA; si éste fuera domingo o festivo,
se trasladará al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General del Hos-
pital. La Esquila, 5, 21660, Minas de Riotinto, Huelva.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: Véase la documentación del concurso.

e) Admisión de variantes: Véase la documentación del
concurso.

9. Apertura de las ofertas: Tendrá lugar en el Salón de
Actos del Hospital, en la fecha y hora que se anunciará en
el tablón de anuncios de Administración (planta semisótano)
del mencionado Centro con, al menos, 48 horas de antelación.

10. Otras informaciones:
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 23 de enero de 2002.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

RESOLUCION de 25 de enero de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca con-
tratación en su ámbito. (2002/004506). (PD.
213/2002).

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, en relación al art. 11 del Decreto
245/2000, de 31 de mayo, de Estructura Orgánica Básica
de la Consejería de Salud y el Servicio Andaluz de Salud,
he resuelto anunciar la contratación que se indica con los
requisitos que asimismo se señalan:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Centro Regio-

nal de Transfusión Sanguínea de Córdoba.
b) Dependencia que tramita el expediente: Adminis-

tración.
c) Número de expediente: C.P. 2002/004506 (5/2002

C.R.T.S.).
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de mantenimiento y

conservación de jardinería exterior e interior y limpieza de zonas
exteriores del C.R.T.S. (4506-CRT).

b) Número de unidades a entregar: Véase la documen-
tación del concurso.

c) División de lotes y números: Véase la documentación
del concurso.

d) Lugar de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

e) Plazo de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. Forma
de adjudicación: Concurso.

4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Cuarenta
y dos mil quinientos euros (42.500 euros) siete millones seten-
ta y un mil cuatrocientas cinco pesetas (7.071.405 ptas.).

5. Garantías. Provisional: Se exime.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Véase punto 1.b) Administración.
b) Domicilio: Avda. San Alberto Magno, s/n.
c) Localidad y código postal: Córdoba, 14004.
d) Teléfono: 957/01.11.01.
e) Telefax: 957/01.11.02.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Véase punto 8.a).
7. Requisitos específicos del contratista: La acreditación

de la solvencia económica, financiera y técnica se realizará
aportando la documentación prevista en los artículos 16 y
siguientes del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, en los términos previstos en el Plie-
go de Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El decimoquinto día
natural, contado a partir del día siguiente a la publicación
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de este anuncio en el BOJA; si éste fuera domingo o festivo,
se trasladará al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General del
Centro.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: Véase la documentación del concurso.

e) Admisión de variantes: Véase la documentación del
concurso.

9. Apertura de las ofertas: Tendrá lugar en la Sala de
Juntas del Centro, a las 11,00 horas del undécimo día natural
contado a partir del siguiente al de finalización del plazo de
presentación de ofertas; si éste fuera sábado, domingo o festivo,
se trasladará al siguiente día hábil.

10. Otras informaciones:
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 25 de enero de 2002 .- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

RESOLUCION de 25 de enero de 2002, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca con-
tratación en su ámbito. (C.D.P. 21/2002). (PD.
209/2002).

En uso de las facultades que me confiere el art. 12.1
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, en relación al art. 11 del Decreto
245/2000, de 31 de mayo, de Estructura Orgánica Básica
de la Consejería de Salud y el Servicio Andaluz de Salud,
he resuelto anunciar la contratación que se indica con los
requisitos que asimismo se señalan:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Servicio Andaluz de Salud. Hospital de

Antequera, Málaga.
b) Dependencia que tramita el expediente: Unidad de

Contratación Administrativa.
c) Número de expediente: C.D.P. 21/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Concesión de Dominio Público

para la explotación del Servicio de Cafetería y máquinas expen-
dedoras de bebidas y alimentos (21-2002-HAN).

b) División de lotes y números: Véase la documentación
del concurso

c) Lugar de ejecución: Véase la documentación del
concurso.

d) Plazo de concesión: Dos años.
3. Tramitación: Ordinaria. Procedimiento: Abierto. For-

ma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Canon Mínimo Men-

sual: Novecientos un euros con cincuenta y un céntimos
(901,51 euros) ciento cincuenta mil pesetas (150.000 ptas.)

5. Garantías. Provisional: Será de 17.812,37 euros
(2.963.730 ptas.).

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Véase punto 1.b).
b) Domicilio: Polígono Industrial «La Azucarera», s/n.
c) Localidad y código postal: Antequera (Málaga),

29200.
d) Teléfono: 95/106.10.19-18.
e) Telefax: 95/106.10.64.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: Véase punto 8.a).
7. Requisitos específicos del contratista La acreditación

de la solvencia económica, financiera y técnica se realizará
aportando la documentación prevista en los artículos 16 y

siguientes del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, en los términos previstos en el Plie-
go de Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El vigesimo sexto día
natural, contado a partir del día siguiente a la publicación
de este anuncio en BOJA; si éste fuera domingo o festivo,
se trasladará al siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro General del
Hospital.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a
mantener su oferta: Véase la documentación del concurso.

e)
f)
9. Apertura de las ofertas: La apertura de proposiciones

tendrá lugar en la Sala de Juntas del citado Centro, a las
10,00 horas del décimo día natural contado a partir de la
fecha de finalización del plazo de presentación de ofertas;
si éste fuera sábado, domingo o festivo, se trasladará al siguien-
te día hábil.

10.
11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Sevilla, 25 de enero de 2002.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 21 de diciembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Jaén, por la que se anuncia
concurso público, mediante procedimiento abierto, vía
de urgencia, para la contratación del servicio de lim-
pieza en varios centros de enseñanza dependientes
de esta Delegación Provincial. (PD. 204/2002).

Resolución de 21 de diciembre de 2001, de la Delegación
Provincial de Jaén, por la que se hace público, vía de urgencia,
el concurso abierto que se cita.

A) ELEMENTOS COMUNES A LOS LICITADORES

1.º Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Delegación Provincial de Educación y Cien-

cia de Jaén.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de

Gestión Económica y Retribuciones.
2.º Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de limpieza en varios

centros de enseñanza dependientes de esta Delegación Pro-
vincial.

b) Lugar de ejecución: Jaén y provincia.
c) Plazo de ejecución: Enero de 2002 a julio de 2002.
3.º Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4.º Garantías. Provisional: 2% del precio de licitación,

para cada uno de los expedientes, según se desglosa en el
apartado I del Cuadro de Características del Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares.

5.º Obtención de documentación e información.
a) Entidad: En la sede de esta Delegación Provincial. Nego-

ciado de Gestión Económica.
b) Domicilio: Martínez Montañés, 8.
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c) Localidad: Jaén.
d) Teléfonos: 953/00.37.11 y 953/00.37.15.
e) Fax: 953/00.38.06.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

El último día de plazo de presentación de solicitudes.
6.º Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 14,00 horas

del octavo día natural siguiente al de la publicación de la
presente Resolución en el BOJA; si el último día fuese sábado
o festivo, dicho plazo finalizará el siguiente hábil a la misma
hora.

b) Documentación a presentar: La exigida en la Cláusula
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación: En el Registro de la Delegación
Provincial de Educación y Ciencia, sita en la C/ Martínez Mon-
tañés, 8, de Jaén, Código Postal 23008, sin perjuicio de lo
dispuesto en el art. 38.4 de la Ley 4/1999, de modificación
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

7.º Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Mesa de Contratación en la Sala de Juntas

de esta Delegación Provincial.
b) Domicilio: Martínez Montañés, 8.
c) Localidad: Jaén.
d) Fecha: El cuarto día hábil siguiente a aquél en que

se termine el plazo de presentación de proposiciones. Si dicho
día fuese sábado, la apertura de proposiciones se realizará
a la misma hora el siguiente día hábil.

e) Hora: Las 10 horas.
8.º Otras informaciones: Para la subsanación de los defec-

tos materiales observados en la calificación previa se con-
cederá, si la Mesa de Contratación lo estima conveniente, un
plazo de margen no superior a tres días para que el licitador
subsane el error, a tenor de lo dispuesto en el artículo 101
del Reglamento General de Contratación.

9.º Gastos de anuncios: El importe del presente anuncio
será por cuenta de las empresas adjudicatarias.

B) ELEMENTOS ESPECIFICOS DE CADA CONTRATO

Limpieza de los centros de enseñanza que a continuación
se indican:

1. Expediente número: 1/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Ciudad de Arjona (Arjona).
b) Presupuesto base de licitación: Importe total

24.040,48 euros (4.000.000 de pesetas).
2. Expediente número: 2/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Sierra de Segura (Beas de

Segura).
b) Presupuesto base de licitación: Importe total

31.553,14 euros (5.250.000 pesetas).
3. Expediente número: 3/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Himilce (Linares).
b) Presupuesto base de licitación: Importe total

22.537,95 euros (3.750.000 pesetas).
4. Expediente número: 4/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Albariza (Mengíbar).
b) Presupuesto base de licitación: Importe total

27.045,54 euros (4.500.000 pesetas).
5. Expediente número: 5/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Guadalentín (Pozo Alcón).
b) Presupuesto base de licitación: Importe total

33.055,67 euros (5.500.000 pesetas).
6. Expediente número: 6/2002.
a) Centro y localidad: I.E.S. Virgen del Carmen (Jaén).

b) Presupuesto base de licitación: Importe total
51.086,03 euros (8.500.000 pesetas).

Jaén, 21 de diciembre de 2001.- El Delegado, Miguel
Jurado Hurtado.

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 5 de diciembre de 2001, de
la Dirección General de Instituciones del Patrimonio
Histórico, por la que se adjudica definitivamente el
contrato de adquisición del bien mueble Palacio de
Víznar, para su depósito en el Museo Casa de Los
Tiros de Granada.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Cultura.
b) Dependencia que tramita el expediente: Dirección

General de Instituciones del Patrimonio Histórico.
c) Número de expediente: C01172SU18IP.
2. Objeto del contrato.
a) Adquisición de un bien mueble del Patrimonio His-

tórico.
b) Denominación del bien: Palacio de Víznar de Santiago

Rusiñol.
c) Localidad: Museo Casa de Los Tiros de Granada.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Negociado sin publicidad.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Adjudicatario: Galería Barbié, S.A.
b) Nacionalidad: Española.
c) Importe de la adjudicación: 34.800.000 ptas.

(209.152,21 E).

Sevilla, 5 de diciembre de 2001.- La Directora General,
M.ª del Mar Villafranca Jiménez.

EMPRESA PUBLICA HOSPITAL ALTO GUADALQUIVIR

RESOLUCION de 4 de enero de 2002, por la que
se convoca la contratación que se cita. (PD.
203/2002).

Resolución del Hospital Alto Guadalquivir de Andújar
(Jaén) por la que se convoca concurso abierto para el sumi-
nistro de Productos Farmacéuticos.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Empresa Pública Hospital Alto Guadalquivir

en Andújar (Jaén).
b) Dependencia que tramita el expediente: Aprovisio-

namiento-Contratación.
c) Número de expediente: CP15/HAG/02.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Suministro de productos far-

macéuticos.
b) División de lotes y números: Ver Pliego Técnico.
c) Lugar de ejecución: Hospital Alto Guadalquivir de Andú-

jar (Jaén).
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega (meses):

Desde el día siguiente a la formalización del contrato hasta
el día 31 de diciembre de 2002.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
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c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

170.373,11 euros, IVA incluido.
5. Admisión de variantes o alternativas: Se admiten según

lo establecido en los Pliegos.
6. Garantías. Provisional: 2% del importe límite.
7. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Hospital Alto Guadalquivir (recoger Pliegos

en Sellicom, C/ Ibáñez Marín, 10, 23740 Andújar, Jaén, Telf.
y fax. 953/50.28.59 o página web: www.ephag.es).

b) Domicilio: Avda. Blas Infante, s/n.
c) Localidad y código postal: Andújar (Jaén), 23740.
d) Teléfono: 953/02.14.00.
e) Telefax: 953/02.14.05.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

El día anterior al del final del plazo de presentación de
proposiciones.

8. Requisitos específicos del contratista. Según Pliegos.

9. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: El décimo día, a partir
de la publicación de este anuncio, a las catorce horas.

b) Documentación a presentar: La documentación que
se determina en los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación: Registro General.
d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-

tener su oferta (concurso): Tres meses.
10. Apertura de ofertas: Tendrá lugar en la Sala de Juntas

del Hospital Alto Guadalquivir, en la fecha y hora que se anun-
ciarán con 72 horas de antelación en el tablón de anuncios
del centro.

11. Otras informaciones:
12. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.

Andújar, 4 enero de 2002.- La Directora Gerente, Sagrario
Almazán González.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Jaén,
por el que se cita para ser notificado por comparecencia
en actos de la gestión de los tributos cedidos.

Por no ser posible la notificación, por causas no impu-
tables a esta Administración Tributaria, se cita a los intere-
sados, detallados abajo, para que comparezcan ante el Nego-
ciado de Notificaciones de esta Delegación Provincial, con
domicilio en Jaén, C/ Cronista González López, s/n, para ser
notificados.

La comparecencia se deberá producir en el plazo de 10
días, contados desde el siguiente al de la publicación del pre-
sente anuncio. Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese
comparecido, la notificación se entenderá producida a todos
lo efectos legales desde el día siguiente al del vencimiento
del plazo señalado para comparecer. Y todo ello a tenor de
lo establecido en los apartados 3 a 7 del artículo 105 de
la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria,
introducidos por el artículo 28 de la Ley 66/1997, de 30
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social.
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Jaén, 9 de enero de 2002,- El Delegado, Fernando
Calahorro Téllez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Málaga,
Oficina Liquidadora de Mijas, por el que se cita para
ser notificados por comparecencia en actos de gestión
de tributos cedidos.

Por esta Oficina Liquidadora en Mijas, intentada por dos
veces la notificación de actos de gestión de tributos cedidos,
de conformidad y en los términos establecidos en el art. 105.3
y 4 de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tri-
butaria, tras su nueva redacción por la Ley 66/97, y no habien-
do sido posible su realización por causas no imputables a
esta Oficina Liquidadora.

Se cita, por medio de este anuncio, conforme establece
el art. 105.6 del citado texto legal, a los interesados que se
relacionan, o a sus representantes, para ser notificados por
comparecencia en esta Oficina Liquidadora, calle Los
Robles, 2, Edificio Vegasol II, bajo, en el plazo de diez días,
contados desde el siguiente a la publicación de este anuncio.

Transcurrido dicho plazo, si no se hubiese comparecido,
la notificación se entenderá producida a todos los efectos lega-
les desde el siguiente al del vencimiento señalado para
comparecer.

Abreviaturas:

S.P./O.P. o RPTE: Sujeto Pasivo/Obligado Tributario o
Representante.

EXP: Expediente.
T.P.O:: Transmisiones Patrimoniales Onerosas.
A.J.D.: Actos Jurídicos Documentados.
SUC. DON.: Sucesiones y Donaciones.

Relación núm. 7/2001 de notificaciones pendientes.


